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INTRODUCCIÓN

El debate por una restitución de tierras transformadora1 está orientado 
a resolver en el escenario actual la siguiente pregunta: ¿Es posible 
adelantar procesos de restitución de derechos territoriales para 
comunidades étnicas y campesinas, en un territorio afectado por la 
violencia y donde existe un fenómeno de concentración de la tierra por 
parte de empresarios, precariedad institucional y una altísima fragilidad 
político-organizativa?

Según datos oficiales, a agosto de 2018 la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas —en adelante Unidad 
de Restitución de Tierras— trabajaba sobre 124 casos de restitución 
étnica, que suman alrededor de 3 millones de hectáreas; de estos, 
46 ya están radicados en demandas ante juzgados especializados en 
restitución y los otros 78 están en etapa administrativa, en trabajo de 
campo, socialización, documentación y concertación.

Sin embargo, a ocho años de la implementación de la política de 
atención integral a víctimas y de restitución de derechos territoriales 
étnicos —Decretos Ley 46352 y 4633 de 2011—, hasta el momento solo 

1  Barrera y Castellanos (2013) señalan que la restitución de tierras como una medida preferente 
para las víctimas de desplazamiento forzado en un contexto de justicia transicional como el 
colombiano, debe ir más allá de devolver a las víctimas —pertenecientes en su mayoría a los 
sectores más vulnerables de la sociedad— a la situación anterior a su victimización”. En este 
sentido, la restitución transformadora hace referencia a la implementación de una política pública 
de restitución de tierras dirigida a una verdadera transformación democrática en el ámbito rural.
2  Decreto por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución 
de tierras a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras.
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se han proferido diez fallos de restitución, que suman 183 351 hectáreas: 
el del pueblo indígena Emberá Katío, comunidad del resguardo del 
Alto Andágueda, municipio de Bagadó (Chocó); el del pueblo indígena 
Embera Mondo-Mondocito, municipio de Tadó (Chocó); el del pueblo 
indígena Embera Dóbida Dogibi, en el territorio ancestral de Eyákera, 
municipio de Unguía (Chocó); el del pueblo indígena Wayúu, resguardo 
Nuevo Espinal, en el municipio de Barrancas (Guajira); el del pueblo 
indígena Yukpa, resguardos Iroka y Menkue Misaya-La Pista, ambos 
en el municipio de Agustín Codazzi (César); el del pueblo indígena 
Inga, comunidad Selvas del Putumayo, y el del pueblo indígena Siona, 
comunidad Téntéya en el municipio de Orito (Putumayo), así como los 
de los consejos comunitarios3  Renacer Negro, de Timbiquí (Cauca), y 
del río Yurumanguí, en el municipio de Buenaventura (Valle del Cauca). 

Para la Unidad de Restitución de Tierras (urt), restituir derechos terri-
toriales para comunidades étnicas ha resultado una tarea difícil, casi 
titánica, debido a: a) La extensión de los territorios; b) El deterioro 
en el ejercicio de la autonomía de los pueblos para gobernar y 
administrar sus territorios; c) La presencia latente del conflicto armado 
interno, reflejado en enfrentamientos, amenazas, confinamiento, 
desplazamiento, siembra de minas antipersona, entre otras; d) La 
historia de despojo y desplazamiento forzado, así como de artilugios 
jurídicos que dinamizaron la usurpación territorial y la consolidación 
de proyectos económicos (palma de aceite, ganadería extensiva, entre 
otras); e) El impacto de la minería a gran escala y de la minería ilegal 
y f) La clarísima debilidad de la institucionalidad estatal, asociada a 
poderes de hecho locales y regionales de corte clientelista.

3   Es la máxima autoridad de administración interna de las tierras de comunidades negras (Decreto 
3770 de 2008, Art. 31). Una comunidad negra podrá constituirse en Consejo Comunitario, que 
como persona jurídica ejerce la máxima autoridad de administración interna dentro de las tierras 
de la comunidad, de acuerdo con los mandatos constitucionales y legales que lo rigen, y los 
demás que le asigne el sistema propio de cada comunidad (Decreto 1745 de 1995, Art. 3).
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Sobre esta discusión, el presente estudio de caso busca determinar 
los factores que obstaculizan y/o favorecen la implementación de la 
Ley 1448 de 2011  y el Decreto Ley 4635 de 2014, en lo que respecta 
a restitución de tierras despojadas o abandonadas en territorios del 
Consejo Comunitario de los ríos La Larga y Tumaradó (Cocolatu). 

Este territorio se encuentra ubicado en zona jurisdiccional de los 
municipios de Riosucio (Chocó), Turbo y Mutatá (Antioquia), y comprende 
107 064 hectáreas; representa a 49 comunidades afrodescendientes y 
en él habitan aproximadamente 3057 personas, de las cuales 1493 son 
mujeres y 1564 son hombres, distribuidas en 1155 hogares5. 

Aunque por ley, el territorio de Cocolatu pertenece a las comunidades 
—Resolución 02805 del 22 de noviembre de 2000 del incora—, hoy más 
del 90% de las tierras productivas están en manos de nueve empresarios 
o poseedores de mala fe, quienes controlan y usufructúan el territorio 
y se han apropiado de él mediante el uso de un patrón de macro 
criminalidad para la adquisición de tierras —desplazamiento, amenaza 
directa, homicidios, entre otras— y por medio de una serie de artilugios 
jurídicos —compras ilegales, arriendos fraudulentos, ocupaciones de 
facto, accesiones, entre otras—, que han reforzado la usurpación y 
el despojo territorial en el marco del conflicto armado interno y por 
factores subyacentes vinculados al mismo. 

En ese contexto, la urt inició de oficio los trámites correspondientes 
para la gestión de inscripción del territorio de Cocolatu en el Registro 
de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, mediante la 
Resolución RZE-0052, fechada el 10 de septiembre de 2014. Al día 
de hoy, el proceso de restitución se encuentra en etapa judicial —la 
radicación de la demanda tuvo lugar el viernes 1 de diciembre de 2017 

4  Ley por la cual se establecieron medidas de atención, asistencia y reparación integral a las 
víctimas del conflicto armado interno. La ley reconoce los derechos que tienen las víctimas a saber 
la verdad, a ser reparadas en el daño sufrido (no solo a modo de indemnización sino también de 
rehabilitación física y sicológica, reparación simbólica y restitución de tierras), a recibir justicia y a 
que los hechos que les causaron dolor en el pasado no vuelvan a ocurrir (Ley 1448 de 2011, art. 
1).
5  Censo aplicado por Cocolatu como instrumento de derecho propio (autocensos), adelantado a 
través del uso de la ficha de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (uariv) 
en diciembre de 2012.
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en el Juzgado Primero Civil de Restitución de Tierras de Quibdó— y con 
la transversalidad de la adopción preventiva de una medida cautelar 
—Auto Interlocutorio 00181 del 12 de diciembre de 2014— ordenada 
por el mencionado juzgado6. Así las cosas, transcurridos cuatro años 
entre el inicio de la etapa administrativa —incluyendo la adopción de 
la medida cautelar— y la presentación de la demanda, este estudio 
de caso identifica y examina cuatro escenarios cuellos de botella, que 
hoy complejizan la restitución de derechos territoriales en  Cocolatu, 
los cuales, concluyo, son solo el inicio del camino que aún falta por 
recorrer.

Este estudio está dividido en siete capítulos. El primer capítulo tiene como 
objetivo caracterizar el territorio en el cual se encuentra localizado el 
Consejo Comunitario y examinar el proceso de poblamiento, ocupación 
y formas de uso del territorio. El segundo capítulo construye un profundo 
análisis de la relación entre la violencia armada, las afectaciones sobre 
el territorio y el Consejo Comunitario como sujeto colectivo. El tercer 
capítulo describe cómo el territorio colectivo fue titulado en medio de 
desplazamientos forzados y donde, además, existe un cabo suelto: 
la presencia de segundos ocupantes que han entrado al territorio 
estableciendo por años una cotidianidad social y organizativa y que en 
algunos casos han sido víctimas de despojo y desplazamiento.

El cuarto capítulo presenta las principales afectaciones al territorio 
como resultado de la presencia de actores armados, los efectos del 
desplazamiento forzado y el control y usufructo de grandes extensiones 
de tierra por parte de empresas, empresarios o poseedores de mala fe. 
El quinto capítulo describe el devenir histórico y la estrategia que han 
implementado la Unidad de Restitución Tierras y otras entidades públicas 
para el restablecimiento de los derechos territoriales de Cocolatu, a más 
de tres años de implementación del Decreto Ley 4635 de 2011 en el 
territorio. En el sexto capítulo se analizan los cuatro escenarios cuellos 
de botella que complejizan la restitución de derechos territoriales en el 
territorio priorizado: a) Seguridad y protección; b) Segundos ocupantes; 

6  Es importante anotar que la medida cautelar ha sido prorrogada en tres ocasiones, mediante 
los autos 193 de 2015, 153 de 2016 y 0053 de 2017.
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c) Recuperación integral de territorio y d) Articulación institucional. Por 
último, en el capítulo séptimo del presente estudio de caso se realizarán 
conclusiones y recomendaciones globales y transversales sobre aquello 
que fue explorado, para la construcción de alternativas y la generación 
de estrategias de recuperación integral del territorio.
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METODOLOGÍA DEL ESTUDIO DE CASO 

El presente estudio de caso emerge de mi participación como 
coordinador del proyecto Unión Europea “Cuando tengamos la tierra, 
crecerá la semilla: restitución de tierras y construcción de paz con 
comunidades étnicas y campesinas”, desarrollado en un consorcio 
integrado por el Centro de Investigación y Educación Popular (Cinep)/
Programa por la Paz y la Pontificia Universidad Javeriana (sede Bogotá). 
El proyecto tiene por objeto aportar con mejores prácticas y acuerdos 
a la resolución pacífica de las problemáticas asociadas a la restitución 
de tierras en once comunidades étnicas y organizaciones campesinas 
de los departamentos de Bolívar, Magdalena, Antioquia y Chocó7, 
por medio del fomento de diálogos regionales, interétnicos y con la 
institucionalidad pública.

Para ello, se cuenta con un acumulado de conocimiento e información 
del caso priorizado, debido a que Cinep/PPP hace presencia continua 
en la subregión del Bajo Atrato y el Urabá antioqueño desde hace 
veintiún años. Hace nueve años, el Cinep/PPP inició acciones de 
acompañamiento organizativo a Cocolatu, así como la formulación de 
variados diagnósticos territoriales que pretendían explorar un presunto 
fenómeno de concentración de la tierra. El insumo, resultado de una 
articulación con la URT, años después, contribuyó al desarrollo de la 
caracterización de las afectaciones territoriales de  Cocolatu en el marco 
del Decreto Ley 4635 de 2011. 

7  Cuatro consejos comunitarios de comunidades afrodescendientes: San Cristóbal y El Paraíso 
(Bolívar), Pedeguita-Mancilla y La Larga-Tumaradó (Chocó). Cuatro organizaciones comunitarias: 
ASOCAB, ASOCUCAL, ASOCAAFRO y ASOCRISTO (Bolívar). Tres comunidades campesinas en 
el departamento de Magdalena, ubicadas en los corregimientos de Salaminita (Pivijay), Diana 
María (Zona Bananera) y Chimborazo (Puebloviejo).
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Ahora bien, este estudio de caso se ubica en una unidad de análisis 
micro8 —del plano subnacional— e intenta examinar elementos clave 
que suceden en el caso priorizado bajo una modalidad multimétodo, 
en la que se utilizan enfoques cualitativos y cuantitativos de manera 
independiente, mediante una profunda contextualización y proyección 
de escenarios que definen la sostenibilidad del fenómeno en un espacio 
y tiempo específicos.

El método empleado en este estudio de caso es hermenéutico, ya que 
la información recolectada necesita de una continua interpretación. 
Igualmente, se utilizarán tres enfoques de análisis político de situaciones 
o fenómenos políticos particulares: a) Enfoque estructural funcionalista9: 
el estudio de caso se situará en un espacio y tiempo específicos —análisis 
micro—, y se examinará la configuración político organizativa, cultural, 
social, económica y de poblamiento del caso Cocolatu; b) Enfoque neo 
institucional: este enfoque dará cuenta de las interacciones de múltiples 
actores en el territorio, así como de las dinámicas del conflicto, los actores 
armados legales e ilegales presentes, y la forma como estos influyeron 
en el abandono forzoso, el confinamiento y el despojo. Igualmente, este 
buscará examinar las principales afectaciones a los derechos colectivos 
territoriales, los obstáculos jurídicos que a nivel teórico y fáctico se 
conforman en el Consejo Comunitario, y las principales intervenciones 
realizadas por las entidades públicas responsables de implementar 
la Ley 1448 de 2011 y el Decreto Ley 4635 de 2011, y c) El enfoque 
constructivista, que apuntaría a determinar los sistemáticos escenarios 
cuellos de botella que complejizan la restitución de derechos territoriales 
en el territorio priorizado.

Es importante anotar que este estudio de caso no es una evaluación 
de política pública, debido a que esto supera el alcance del ejercicio en 
términos de tiempo, presupuesto y capacidad. Simplemente se buscó 
examinar el proceso, así como realizar un seguimiento y monitoreo a la 
implementación de la Ley 1448 de 2011 y el Decreto Ley 4635 de 2011. 

8  Para Stathis N. Kalyvas (2006), el análisis micro hace referencia al estudio de datos a nivel 
individual y municipal, que puede extrapolarse a diferentes regiones en el contexto de una guerra 
civil irregular.
9  Este enfoque parte de una preocupación singular por el entorno dentro del cual tiene lugar un 
fenómeno político, y trata de tenerlo en cuenta de la forma más completa posible (Casas y Losada, 
2008).
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En relación con el proceso de elaboración, se utilizaron instrumentos de 
corte cualitativo para recopilar la información —ver Anexo 1—, así como 
un método etnográfico de observación como instrumento de análisis. 
También, múltiples fuentes de datos que, basados en el principio de 
triangulación, buscaron garantizar validez al estudio de caso (Yin, 1994). 
Lo anterior, permitió que los datos obtenidos mediante diferentes fuentes 
de información guardaran relación entre sí. 

En consecuencia, se utilizaron bases de datos, archivos de prensa, 
fuentes bibliográficas, información de internet, la aplicación de entrevistas 
estructuradas y semiestructuradas10 —16 entrevistas— a comunidades 
étnicas y campesinas reclamantes de tierras y organizaciones 
acompañantes, así como documentos y estadísticas relacionadas con el 
fenómeno de estudio.

Para la aplicación de las entrevistas estructuradas y semiestructuradas 
no se seleccionó una muestra representativa de población, sino una 
muestra teórica (Eisenhardt, 1989). Es decir, se eligió la muestra teniendo 
en cuenta los siguientes criterios: a) Relevancia del caso de restitución 
en la realidad territorial11; b) Conocimiento existente del fenómeno de 
estudio12   y c) Presencia y acompañamiento a la organización étnico 

10  En relación con las entrevistas estructuradas se formuló un cuestionario como técnica para la 
elaboración de datos de estudio, con preguntas orientadoras para los cinco escenarios cuellos de 
botella: a) Procesos de restitución individual; b) Seguridad y protección; c) Segundos ocupantes; 
d) Recuperación integral de territorio y e) Articulación institucional.
La modalidad de entrevistas semiestructuradas se utilizó especialmente en las entrevistas colectivas 
a líderes/as de Cocolatu, también con preguntas orientadoras en los cinco escenarios cuellos de 
botella mencionados, pero con técnicas abiertas, flexibles y variadas para la elaboración de datos.
11  Se aplicaron entrevistas a líderes con tres tipos de perfil: a) Líderes/as a quienes se les negó 
la inscripción de la solicitud en el Registro de Tierras Despojadas de la URT; b) Líderes/as quienes 
adelantan hoy procesos de restitución de predios de manera individual y c) Líderes/as con 
sentencias proferidas por los Juzgados Civiles Especializados en Restitución de Tierras.
12   Se realizaron diversas entrevistas: a un delegado/a de la Junta Directiva de Cocolatu y a la 
Junta Directiva del Consejo; a dos líderes/as de la comunidad de Macondo-Cocolatu; a cuatro 
líderes/as en formato colectivo de la comunidad de Puerto Rivas-Cocolatu a trece líderes en 
formato colectivo de las cuatro zonas del territorio; a un líder de la comunidad de Madre Unión-
Cocolatu; a un líder de la comunidad de Villa Eugenia-Cocolatu; a un líder de la comunidad de 
Bella Rosa-Cocolatu; a un líder de la comunidad de Cuchillo Negro-Cocolatu; al secretario/a de 
despacho de la Alcaldía Municipal de Riosucio (Chocó), a un ex funcionario/a de la Unidad para 
la Atención y Reparación de Victimas-Dirección Territorial Urabá, y a un asesor en restitución de 
tierras de la Dirección General de la Unidad Nacional de Protección (unp).
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territorial o campesina reclamante de tierra en la subregión del Bajo 
Atrato y el Urabá antioqueño13.

Sin embargo, la dificultad de obtener información fue constante y limitante, 
especialmente con las entidades públicas responsables de implementar 
la Ley 1448 de 2011 y el Decreto Ley 4635 de 2011, en razón de dos 
factores: a) Por la reserva legal y la regulación en el manejo de información 
confidencial14 y b) Por el nivel de prevención existente entre la entidad 
pública y la sociedad civil organizada frente a la evaluación de su gestión, 
el alcance de metas y el cumplimiento de objetivos institucionales15. 

Por último, para el desarrollo de las entrevistas semiestructuradas, se 
generó consentimiento informado con el líder, los funcionarios públicos 
y delegados de las organizaciones étnico territoriales, las asociaciones 
de víctimas y las organizaciones acompañantes, con miras a garantizar 
cuidados éticos especiales frente al anonimato. 

13  Se aplicaron entrevistas a un delegado/a de la Asociación de Víctimas Tierra y Vida, a un 
delegado/a de la Misión de apoyo al proceso de paz en Colombia (mapp/oea), a un delegado/a del 
Instituto Popular de Capacitación (ipc) y a un delegado/a del Cinep/PPP.
14  Un claro ejemplo de esta situación fue el seguimiento realizado por el Cinep/PPP de la medida 
cautelar —Auto Interlocutorio 00181 del 12 de diciembre de 2014 y sus autos derivados 193 de 
2015, 153 de 2016 y 0053 de 2017— ordenada por el juez primero civil del Circuito Especializado 
en Restitución de Tierras de Quibdó, donde se generaron por lo menos 35 órdenes judiciales.
En el papel de asesores de Cocolatu, y por solicitud de la Junta Directiva, se radicaron entre los 
meses de junio y julio de 2017 trece derechos de petición a entidades públicas y autoridades 
municipales, entre otras, con la intención de examinar su gestión en el proceso y de realizar 
seguimiento a las órdenes judiciales. Al día de hoy, hubo respuesta para siete derechos de 
petición, en tanto que en seis existió silencio administrativo. 
Por tal motivo, el Consejo Comunitario presentó diversas tutelas, en uso del artículo 86 de la 
Constitución Política y de sus Decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992, del artículo 23 de la 
Constitución Política de Colombia y de la Sentencia T-377 de 2000. Esta acción generó la respuesta 
de seis entidades públicas, y autoridades municipales, entre otras.
15  Vía correo electrónico, en el papel de asesores de Cocolatu y por solicitud de la Junta Directiva, 
se remitieron múltiples correos —el último el día 19 de enero de 2017— a la URT, a la Dirección de 
Derechos Humanos del Ministerio del Interior y a la Defensoría Delegada para los Derechos de la 
Población Desplazada de la Defensoría del Pueblo, sin respuesta alguna.
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1	 DESCRIPCIÓN DEL TERRITORIO 
COLECTIVO DEL CONSEJO COMUNITARIO 
DE LOS RÍOS LA LARGA Y TUMARADÓ 
(Cocolatu) 

El territorio colectivo del Consejo Comunitario de los ríos La Larga y 
Tumaradó (Cocolatu) —ver Anexo 2— está localizado en la subregión del 
Bajo Atrato, entre los municipios de Turbo y Mutatá (Antioquia) y Riosucio 
(Chocó). Tiene una extensión de 107 064 hectáreas y 1760 m2, en un piso 
térmico que va desde los 0 hasta los 531 m.s.n.m. Se caracteriza por tener 
un clima cálido húmedo, correspondiente al bosque pluvial premontuno, 
con una temperatura promedio de 28,2 °C y una humedad relativa del 85 
% (Instituto Geográfico Agustín Codazzi —igac—, 1980).

Un importante sistema de ríos, quebradas, canales, caños y ciénagas cubre 
el territorio, destacándose los ríos La Larga, La Largaboba y Tumaradocito 
(o Cuchillo) como los de mayor afluencia. Entre las principales quebradas 
y caños se encuentran: el Tumaradó, La Larga Boba, La Guacamaya y 
La Eugenia. Las principales ciénagas que acompañan los valles aluviales, 
característicos del territorio, son: la de Nausi, la de Antasales, la del 
Chigüiro, La Mazamorra y la de Aguas Vivas.

Las unidades morfológicas que caracterizan el territorio son las colinas, 
lomas y ondulaciones, y las llanuras aluviales de piedemonte. Se destacan 
dos elevaciones: el cerro de La Madre y el cerro El Cuchillo; este último, con 
531 m.s.n.m. en su punto más alto, es la principal elevación del territorio 
colectivo y una de las zonas más conservadas de toda la subregión 
(Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico —iiap—, 2013, p. 36).
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Según la capacidad de uso, manejo y aptitud, los suelos del territorio son 
clasificados por el igac de la siguiente forma: en las planicies aluviales son 
de clase agrológica III, mientras en las faldas y colinas se clasifican como 
VI y VII16. Son suelos fértiles, debido a la descomposición de la materia 
orgánica, pero con el tiempo son lavados por las altas precipitaciones que 
arrastran los nutrientes, lo que genera una vocación forestal de los suelos 
que, según los técnicos del entonces Instituto Colombiano de Reforma 
Agraria —INCORA— (2000a, p. 72), “solo permiten técnicas especiales de 
explotación como las usadas por los indígenas y negros nativos de la 
región que las han perfeccionado en el transcurrir del tiempo”.

Por estar ubicado en el Chocó biogeográfico —caracterizado por una gran 
biodiversidad y por sus valiosos recursos genéticos—, el territorio colectivo 
tiene un importante valor ambiental y hace parte de uno de los ecosistemas 
estratégicos del país (INCORA, 2000a, p. 72). Toda la subregión del Bajo 
Atrato ha sido explotada por empresas madereras desde comienzos del 
siglo XX, y se han generado cambios permanentes en el uso del suelo 
en amplias extensiones a lado y lado del río Atrato. Si bien el territorio de 
Cocolatu no ha quedado al margen de esta explotación, aún existe una 
gran diversidad de fauna y flora en sus zonas de vida y ecosistemas.

El cerro El Cuchillo, uno de los lugares donde está mejor conservado el 
bosque, cuenta con más de 350 especies, con familias como: Fabaceae, 
Arecaceae, Euphorbiaceae, Lecythidaceae, Flacourtiaceae, Malvaceae, 
Chrysobalanaceae, Apocynaceae, Elaeocarpaceae, Anacardiaceae, 
Moraceae, Annonaceae, Rubiaceae, Sapotaceae, Burseraceae, 
Melastomataceae, Meliaceae, Araceae y Bignoniaceae ( IIAP, 2013, p. 54).

16  Para abordar las características de los suelos, así como para establecer su uso actual, uso 
potencial y las medidas de manejo de los mismos, estos se relacionan en cuatro grupos, de 
acuerdo a su capacidad de uso, que comprenden categorías menores de clasificación, que 
son las clases de capacidad. Estas se diferencian unas de otras por el grado de limitaciones 
permanentes o riegos que involucran el uso de los suelos. El primer grupo comprende cuatro 
clases de capacidad que van de la clase I a la clase IV. La clase I se considera la mejor, y carece 
de limitaciones, las cuales aumentan desde la I hasta la IV. El segundo grupo está integrado por 
las clases V y VI, y sus limitaciones aumentan de forma progresiva. El tercer grupo consta sólo 
de la clase VII, y agrupa suelos apropiados para la explotación forestal. El cuarto grupo está 
formado por la clase VIII, y sus suelos presentan limitaciones que los hacen inapropiados para 
fines agropecuarios o de explotación forestal (Alcaldía Municipal de Riosucio, Chocó, 2008, p. 33).
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Conforme a la clasificación de ecosistemas continentales y marinos del 
Sistema Nacional Ambiental (SINA) y del IGAC, en el territorio colectivo de 
Cocolatu se encuentran dos tipos de ecosistemas: el zonobioma húmedo 
tropical del Pacífico-Atrato y el halobioma del Pacífico. En estos, hay 
formaciones vegetales y ecosistemas como pastos, bosques primarios 
y secundarios, cultivos permanentes y semipermanentes, hidrofitia 
continental y aguas continentales naturales, dando hábitat a una amplia 
variedad de animales terrestres y acuáticos.

Durante el proceso de titulación, el INCORA enumeró algunas especies 
relevantes en el territorio: guatín, venado, oso, armadillo, guagua, tortuga, 
babilla, iguana, paletón, pava, pavón, perdices, guacharaca, pichí, loras, 
pericos, cotorras, serpientes —talla x, cazadoras y verrugosas—, además 
de peces como bocachico, barcado, bagre, sábalo, doncella, beringo, 
guacuco, mojarra, róbalo, dentón, sabaleta, quicharo y charre (INCORA, 
2000a, pp. 73-74).

En la actualidad, los habitantes del territorio colectivo han reportado la 
existencia de casi 150 especies de vertebrados, entre los que hay 17 
especies de mamíferos, 85 de aves, 18 de reptiles, 16 de anfibios y 13 de 
peces. 

La titulación colectiva tuvo como objetivo, entre otras cosas, conservar esta 
biodiversidad, como lo señaló el INCORA en la Resolución de Titulación:

[...] la política de titulación colectiva es una estrategia de conservación 
y aprovechamiento sostenible de los valiosos recursos naturales que 
existen en la cuenca del Pacífico colombiano ( INCORA, 2000b, p. 5).

Además, la riqueza y diversidad ambiental que caracteriza al territorio 
colectivo están protegidas por medio de dos figuras de conservación: la 
Zona de Reserva Forestal del Pacífico, creada por la Ley 2 de 1959, y la 
Reserva Protectora Nacional del Río León, declarada por el Ministerio de 
Agricultura mediante la Resolución 224 del 17 de agosto de 197117 (IIAP, 
2013, p. 36).

17   Antes de ser declarada Reserva Forestal Protectora el INCORA había creado el Parque Nacional 
Natural del Río León mediante la Resolución 018 del 20 de marzo de 1963.
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Aunque la Reserva del Pacífico, creada por la Ley 2 de 1959, ocupaba 
todo el territorio que en el año 2000 fue titulado a Cocolatu, hoy en día 
solo comprende una parte del mismo, debido a tres sustracciones que se 
hicieron por colonización o reserva: la primera, generada por el INCORA 
con la Resolución 25 de 1962, por colonización; la segunda, generada por 
el mismo Instituto con la Resolución 2964 de 1964, con objeto de reserva 
natural, y la tercera, por medio del Acuerdo 038 bis de 1973, con objeto de 
colonización (Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales 
—IDEAM—, 2006, p. 72).

Por su parte, la Reserva Protectora Nacional del Río León tiene una 
extensión aproximada de 34 244 hectáreas (IIAP, 2013, p. 36) y está 
ubicada entre los municipios de Riosucio (Chocó), Turbo, Chigorodó y 
Mutatá (Antioquia). Esta reserva comprende algunas de las comunidades 
del territorio de Cocolatu ubicadas en el límite departamental entre Chocó 
y Antioquia: Blanquicet, Eugenia Media, Villa Eugenia, Guacamayas, 
Bellavista-Tumaradocito, Cuchillo Blanco, Cuchillo Negro y Santo Domingo 
(IIAP, 2013, p. 44).

El cerro El Cuchillo, además de estar dentro de la Reserva Protectora 
del Río León, también fue declarado zona de reserva ambiental y área 
de interés ambiental por el Consejo Municipal de Turbo (Antioquia), por 
medio del Acuerdo 17 del 17 de septiembre de 2003, incluyendo un área 
de 3315,6 hectáreas (Sistema Departamental de Áreas Protegidas de 
Antioquia, 2010, p. 72).

Ahora bien, como se señaló en la introducción, a continuación se detallará 
el proceso de reconfiguración de las formas de ocupación del territorio de 
Cocolatu. Inicialmente, se describirán las características socioculturales y 
la forma de organización político territorial del Consejo Comunitario; luego, 
se examinará el proceso de poblamiento, ocupación y formas de uso del 
territorio.
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1.1  Características socioculturales y organización 
político territorial 

Conforme al reglamento interno de Cocolatu, el territorio colectivo está 
dividido en tres zonas geográficas, compuestas por 49 comunidades. 
Para efectos de este estudio de caso distribuiremos el territorio colectivo 
en cuatro zonas, para una mayor comprensión de las dinámicas del 
conflicto, el abandono forzoso y las afectaciones a los derechos colectivos 
territoriales. 

Fuente: Construcción propia, con datos de Cocolatu (2018) y del periódico El Espectador (2016).

El Consejo Comunitario es la organización étnico territorial encargada 
de administrar el territorio colectivo y la Asamblea General es el máximo 
órgano de dirección. Esta última es conformada por los delegados o 

Zona 1 Zona 2 Zona 3 Zona 4

Nueva Unión Santo Domingo La Pala Tierra Adentro

Yarumal La Posa La Punta Los Cerritos

Venecia Cuchillo Blanco Villanueva Guacamayas

Los Coquitos Caño de Oro Calle Larga Macondo

Caracolí Medio Los Chipes California Blanquicet

Caracolí Alto Peñitas Puerto Cesar Nueva Luz

La Línea
Bellavista-

Tumaradocito
Puerto Rivas Primavera

La Fortuna Cuchillo Negro Aguas Vivas Caño Seco Limón

La Loma Bella Rosa El Sinaí La Madre

Quibdocito El Cedro Villa Eugenia

Pueblo Bello Salsipuedes Eugenia Media

La Florida Las Lomitas

Pueblo Regao Antasales

El Caimán Cetino 1

Eugenia Arriba

11 comunidades 14 comunidades 9 comunidades 15 comunidades
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representantes de los consejos locales, que son la base fundamental 
del Consejo Comunitario. Por su parte, la Junta Directiva es el órgano de 
administración del territorio y se encuentra subordinado a las políticas y 
directrices de la Asamblea General.

Cocolatu se rige por el reglamento interno, el cual es considerado la 
principal norma para todo el Consejo Comunitario, tanto dentro como 
fuera del territorio; además, el reglamento implica el reconocimiento de 
los códigos ancestrales de convivencia con el entorno, para garantizar la 
reafirmación y conservación de las tradicionales, costumbres e identidad 
cultural (Cocolatu, 2018).

Los consejos locales se conformaron tras la creación del Consejo 
Comunitario, el cual remplazaba las juntas de acción comunal (JAC). 
Sin embargo, no se establecieron estos consejos de forma inmediata 
en el año 2000, después de la titulación, sino que fueron fundándose 
en forma paralela a los procesos de retorno de las comunidades, tras el 
desplazamiento forzado, y a las dinámicas de autorreconocimiento que se 
ha desarrollado en medio del contexto de violencia y desestructuración 
social generados por el conflicto armado. Así, en los últimos 15 años se 
han conformado 32 consejos locales, que representan a 32 comunidades 
del territorio, faltando aún más de 17 comunidades por organizarse y 
reconocerse de esta forma.

1.2  Poblamiento, ocupación y formas de uso del 
territorio

A mediados del siglo XIX comenzó el poblamiento del actual territorio 
de Cocolatu . Negros recién libertos del río San Juan y del Alto Baudó 
migraron a la subregión, en busca de tierras para trabajar y vivir. Allí se 
encontraron con mulatos y criollos del Caribe, en especial de Cartagena, y 
con algunas comunidades indígenas, conformando entre todos un espacio 
heterogéneo y diverso en términos culturales (Villa, 2013).
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A comienzos del siglo XX, la subregión del Bajo Atrato atrajo varios proyectos 
agroindustriales, incentivados por las casas comerciales de Cartagena, 
que se establecieron en Quibdó (Steiner, 1993), entre los que sobresale la 
hacienda azucarera Sautatá, muy cercana al territorio de Cocolatu. Estos 
proyectos, y la explotación de maderas finas, generaron una importante 
migración hacia la zona, y llevaron a varias familias a adentrarse por los 
ríos Riosucio y La Larga, incentivados por la gran disposición de recursos 
naturales (Villa, 2013). Así, las primeras familias llegaron a la zona donde 
después se establecería la comunidad de La Loma, una de las primeras 
comunidades de la región, de gran importancia cultural para el Consejo 
Comunitario.

La empresa Maderas del Atrato fue central en el proceso de poblamiento 
de la cuenca, ya que desde mediados del siglo pasado esta empresa 
abrió varios canales artificiales para la extracción de maderas, asociadas 
al sistema de catival, lo que les permitió a las familias que habitaban la 
zona abrirse paso en el territorio y fundar nuevas comunidades. Así, tras 
la salida de la empresa, las familias de La Loma —lugar donde vivía la 
mayoría de los empleados— se dispersaron por todo el territorio, fundando 
comunidades como Los Coquitos, Venecia y La Punta.

Siguiendo las rutas creadas por la carretera que conecta Medellín con el 
golfo de Urabá (construida en 1955), llegaron al territorio nuevas familias 
—en su mayoría mestizos o chilapos— provenientes de las sabanas 
de Córdoba y Sucre, que colonizaron las zonas de bosque, ampliando 
la frontera agrícola (Villa, 2013). Esas familias fundaron las principales 
comunidades localizadas en la zona limítrofe entre Antioquia y Chocó 
durante los años setenta y ochenta. Es importante resaltar que este 
encuentro de familias de diferentes zonas generó un escenario cultural 
diverso, que no solo caracteriza el territorio de Cocolatu, sino que es 
común a toda la subregión del Bajo Atrato (Villa, 2013).

Todas estas familias ubicadas en diferentes puntos del territorio cultivaban 
plátano, maíz, yuca y arroz, pescaban en los ríos, caños y quebradas, 
cazaban y extraían productos del bosque, como lo describió el INCORA en 
la Resolución de Titulación:
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La comunidad negra18  que conforma el Consejo Comunitario de los 
ríos La Larga y Tumaradó practica una economía de subsistencia, 
donde se integran distintas actividades relacionadas con la agricultura, 
la minería, la pesca, la caza, la recolección de productos secundarios 
del bosque, el aprovechamiento forestal y las actividades artesanales 
(INCORA, 2000b, p. 5).

No obstante, durante el tiempo y debido a las características ambientales 
del territorio, algunas diferencias en las prácticas productivas se fueron 
estableciendo dentro del mismo. En las comunidades localizadas más 
cerca al cerro El Cuchillo, las familias tuvieron una mayor vocación hacia la 
ganadería, e incluso consiguieron créditos del Fondo Ganadero de Antioquia 
(FGA) para la cría de ganado. La vocación agropecuaria y el establecimiento 
de zonas de pasto fueron posibles en esta zona gracias a los cambios 
permanentes en el uso del suelo generados por las explotaciones forestales 
realizadas por Maderas del Atrato, en la primera mitad del siglo XX.

A inicios de la década de los noventa, en la cuenca habitaban más de mil 
familias en unas 33 comunidades, siendo La Loma la más poblada. A pesar 
de la casi nula inversión estatal, las comunidades habían logrado, con 
trabajo colectivo y organización comunitaria, la construcción de escuelas, 
canchas, casas colectivas, centros de acopio de productos agrícolas, 
caminos y puentes veredales, sistemas comunitarios de energía y centros 
de salud. Así mismo, los habitantes de la cuenca habían establecido 
diversas prácticas culturales de familiaridad e intercambio que les permitían 
apoyarse, trabajar conjuntamente, mantener la seguridad alimentaria y 
solventar las dificultades cotidianas. 

Fiestas patronales, como la de La Cruz en la comunidad de la Loma 
(celebrada el 2 de mayo) o la fiesta de Bellavista-Tumaradocito, famosas 
en la subregión, reafirmaban de tiempo en tiempo los vínculos entre las 
comunidades y las familias. Del mismo modo lo hacían los campeonatos 
de fútbol y béisbol realizados por todas las comunidades que incluían 
territorios aledaños. 

18  Es un conjunto de familias de ascendencia afrocolombiana que poseen una cultura propia, 
comparten una historia y tienen sus propias tradiciones y costumbres dentro de la relación campo-
poblado, que revelan y conservan consciencia de identidad que las distingue de otros grupos 
étnicos (Ley 70 de 1993, art. 2).
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Con todo, el conflicto armado cambió esas dinámicas. Las formas de 
ocupación y de uso del territorio se vieron alteradas y suplantadas, y los 
procesos organizativos y las iniciativas comunitarias se destruyeron por 
acción de los grupos armados y el desplazamiento forzado provocado por 
ellos.

Por lo anterior, en el análisis que se realiza a continuación, en un primer 
momento se describirá los primeros reportes de presencia guerrillera en 
el territorio de Cocolatu y cómo, desde los años setenta hasta mediados 
de los ochenta, estos grupos lograron tener presencia en casi el 80% 
de las comunidades del territorio. A continuación, examinaré la entrada 
y posterior desmovilización de grupos paramilitares en el territorio de  
Cocolatu, y cómo estos actores lideraron una estrategia macrocriminal 
para despojar los territorios colectivos dentro de su plan de expansión 
regional; concluiré, finalmente, que la confrontación y disputa entre estos 
grupos explica, en gran medida, la configuración de la realidad social y 
territorial de la subregión hasta el día de hoy. 
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2  DINÁMICA DEL CONFLICTO ARMADO EN 
EL TERRITORIO DE Cocolatu

La presencia de actores armados ilegales en zonas próximas al actual 
territorio colectivo data de finales de los años sesenta. Las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército Popular de Liberación 
(EPL) “[…] tenían desde su origen hundidas sus raíces en Urabá y este 
territorio, por tanto, tenía un especial significado geoestratégico para tales 
grupos; para el EPL en tanto condición de existencia, para las FARC por 
cálculo racional” (García, 1997, p. 140). 

Colonos y campesinos, vinculados a la industria bananera y al creciente 
movimiento sindical de los municipios del eje bananero, constituyeron 
el apoyo de las guerrillas en esa época (García, 1996, p. 139). Ya para 
mediados de los años setenta esa presencia se intensificó con la llegada 
del Ejército de Liberación Nacional (ELN) y con la fundación del Frente 5 de 
las FARC que “[...] eligió el piedemonte de la serranía de Abibe porque desde 
allí podía expandirse tanto hacia el sur como al norte, a los municipios de 
Turbo, Mutatá, Riosucio, Peque e Ituango” (Verdad Abierta, s.f.). 

A finales de los años setenta, el EPL se fortaleció hacía el norte del Urabá, 
mientras el Frente 5 de las FARC extendió su influencia a Dabeiba, Mutatá, 
Murindó, Vigía del Fuerte y la frontera con Panamá. Después, las FARC 
crearon el Frente 34, que se estableció en los límites con el Chocó entre 
el Atrato y el Darién Caribe, y llegó de esta forma a la subregión del Bajo 
Atrato.

Los primeros reportes de presencia guerrillera en el territorio de Cocolatu 
se inician a comienzos de los años setenta, pero hacia mediados de los 
años ochenta es cuando logran tener presencia en casi el 80% de las 
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comunidades del territorio. El primer grupo guerrillero que llega al territorio 
son las FARC, después el ELN y, casi a finales de los ochenta, el EPL. Durante 
este tiempo los grupos guerrilleros organizaban reuniones, incentivaban 
algunas formas de trabajo colectivo, e imponían normas y conductas a los 
jóvenes y a la comunidad en general. Debido a la ausencia del Estado en 
la subregión, la guerrilla se fue estableciendo como una autoridad entre 
las familias, solucionando conflictos internos, imponiendo sanciones a 
quienes infringían los acuerdos colectivos, así como también reclutando a 
jóvenes, líderes y otros miembros de las comunidades19. La principal forma 
de financiamiento de la subversión en ese momento fue el secuestro y la 
extorsión de ganaderos y empresarios de la zona (El Espectador, 2016).

Habitantes del territorio consideran que, en los primeros años de llegada 
de las guerrillas, estos grupos no ejercían acciones violentas contra la 
comunidad. Sin embargo, a finales de los años ochenta, las FARC efectuaron 
los primeros homicidios contra los hermanos Manuel y Marcos Murillo, 
fundadores de la comunidad de Macondo —situada al nororiente del título 
colectivo—: dichos homicidios fueron motivados como parte del ejercicio 
de control social por parte de esta guerrilla, ya que se buscaba “eliminar” 
a quien no obedeciera a los lineamientos de la organización en su zona de 
influencia, o a supuestos colaboradores o informantes del Ejército o de los 
paramilitares, así como lo manifestó a la URT uno de sus habitantes:

[...] cuando mataron a los dos Murillo, a Manuel y a Marcos, fue algo 
tan impactante en la comunidad porque los mataron en medio de la 
gente... eso no fue por los paramilitares ni los talanqueros, eso fue 
mucho antes, entonces, antes de entrar los talanqueros, se vivían 
momentos difíciles porque manejaban los otros, los que estaban en 
el monte y... cuando alguien no estaba (sic) de acuerdo con ellos, 
entonces iban y lo mataban, entonces siempre se vivía la zozobra 
por los actores armados (URT, jornada de recolección de información 
con solicitantes del corregimiento de Macondo, 18 de abril de 2013, 
tomado de: Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia, Sala 
Tercera Civil especializada en Restitución de Tierras. Sentencia de 
Restitución de Tierras 03 (2016, pp. 17-18).

19   Entrevista colectiva a líderes/as de la Puerto Rivas-Cocolatu (2016), entrevistados por Cinep/
PPP, Riosucio (Chocó).
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Pero esto no solo ocurrió en Macondo, la guerrilla de las FARC  también realizó 
homicidios selectivos y extorsiones en comunidades como Guacamayas, 
Cuchillo Negro y Villa Eugenia20. Las acciones de violencia contra los 
habitantes de la cuenca se intensificaron en los años noventa, cuando el 
Ejército Nacional construyó una base militar en el cerro El Cuchillo, con el 
objetivo de tener una posición estratégica para el control de la subversión 
en la zona. Esto llevó al recrudecimiento de los combates con la guerrilla 
de las FARC, lo que se reforzó luego con la llegada del Batallón Voltígeros 
de la XVII Brigada del Ejército Nacional.

Tras la instalación de dicha base se generaron varios combates en sus 
alrededores, y en el cerro de La Madre. Además, en esa época, las FARC 
ingresaron a la comunidad de La Pala, incendiaron el campamento de la 
compañía Maderas del Darién e intimidaron a la comunidad. Así mismo, 
en 1994, las FARC instalaron explosivos en el puente que comunica la 
comunidad de Macondo con Cuchillo Negro, con el fin de emboscar 
un pelotón del ejército, que dejaron heridas a algunas personas de la 
comunidad.

2.1  Arremetida paramilitar para el control social del 
territorio 

Hacia comienzos de los años noventa, la dinámica del conflicto en la 
subregión del Bajo Atrato cambió de forma abrupta con la entrada de 
nuevos actores armados, y la violencia contra las comunidades de Cocolatu 
empeoró. La Casa Castaño, que hacía presencia en el norte del Urabá 
hacia comienzos de los años noventa, llegó a la zona nororiental del actual 
título colectivo de Cocolatu por medio de un grupo de 40 paramilitares de 
las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), al mando de 
Raúl Emilio Hasbún, luego denominado Frente Árlex Hurtado del Bloque 
Bananero de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Este grupo se 
ubicó en la zona de la carretera Panamericana, en el corregimiento de 
Macondo, haciendo presencia en las comunidades aledañas al cerro El 
Cuchillo (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia, Sala Tercera 
Civil especializada en Restitución de Tierras. Sentencia de Restitución 

20  Entrevista colectiva a líderes/as de la Puerto Rivas-Cocolatu (2016), entrevistados por Cinep/
PPP, Riosucio (Chocó).
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de Tierras 03, 2016, p. 18). Bajo el mando de Hasbún estaba Darson 
López Simacá, alias ‘Lázaro’ o ‘Mono pecoso’, que era señalado por las 
comunidades como el comandante de la zona.

Por su parte, el Bloque Élmer Cárdenas de las AUC, al mando de Freddy 
Rendón Herrera, alias ‘el Alemán’, ingresó a la subregión del Bajo Atrato en 
1996. En febrero se tomaron el municipio de Unguía y el 20 de diciembre 
se tomaron la cabecera del municipio de Riosucio con un grupo de 150 
hombres camuflados y armados. Según datos oficiales, ese día secuestraron 
a cinco personas, entre esas al alcalde encargado Benjamín Arboleda 
Chaverra; una de ellas fue liberada, otra reclutada a las filas del grupo 
armado, las otras tres fueron asesinadas y sus cuerpos desaparecidos 
(Verdad Abierta, 2013). Esta toma, organizada por ‘el Alemán’ y por Raúl 
Emilio Hasbún, bajo las órdenes de Carlos Castaño, tuvo el apoyo del 
Comandante de la Policía del Chocó y también involucró a la Brigada XII 
del Ejército (Verdad Abierta, 2013; Tribunal Superior de Medellín, Sala de 
Justicia y Paz. Sentencia Primera Instancia Bloque “Elmer Cárdenas”, 
2014, pp. 48-49).

Algunos miembros de Cocolatu coinciden en que este fue el inicio de 
“la violencia” en el territorio: a partir de ese momento los paramilitares al 
mando de ‘el Alemán’ mantuvieron el control de la cabecera municipal, 
desde donde controlaban el ingreso y la salida por el río y por la carretera, 
y tenían un estricto control del comercio y de la venta de gasolina. Según 
diversos testimonios, fue en el Hotel Casa Blanca donde montaron el 
principal centro de operaciones, y el comandante de la zona era Julio Cesar 
Arce Graciano, alias ‘el Alacrán’ o ‘ZC’, un desertor de la guerrilla quien 
conocía toda la región (Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y 
Paz. Sentencia Primera Instancia Bloque “Elmer Cárdenas”, 2014, p. 91; 
Verdad Abierta, 2013).

Los paramilitares al mando de ‘el Alemán’ organizaron después la llamada 
“Operación Cacarica”, en connivencia con el coronel Rito Alejo del Río, entre 
el 23 de febrero y el 5 de marzo de 1997. Esta acción que fue acompañada 
por la “Operación Génesis”, adelantada por la XVII Brigada del Ejército 
(Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y Paz. Sentencia Primera 
Instancia Bloque “Elmer Cárdenas”, 2014, pp. 49-50). Los paramilitares, 
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en conjunto con miembros del Ejército, ingresaron al territorio colectivo 
de Cacarica y, además de asesinar brutalmente a Marino López Mena, 
infligir temor entre la comunidad y bombardear los territorios colectivos 
de Salaquí y Cacarica, llevaron al desplazamiento de alrededor de 9000 
personas de estos dos territorios ancestrales, y a más de 25 000 de las 
zonas rurales de la subregión del Bajo Atrato, hacia los centros urbanos de 
Riosucio, Bajirá, Quibdó, Turbo, Apartadó, Carepa, Medellín y Cartagena 
(Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2013).

Sin embargo, no solo el Bloque Elmer Cárdenas y el Frente Árlex Hurtado 
del Bloque Bananero hicieron presencia en el territorio de Cocolatu; 
también, la Casa Castaño de forma directa, por medio de Vicente Castaño 
y la banda La 35, tomaron el control de la zona aledaña al municipio de 
Bajirá, en especial en la denominada zona carretera, que conduce de este 
municipio a Riosucio y que marca parte de la división entre el territorio 
colectivo de Cocolatu y el del Consejo Comunitario de Pedeguita y Mancilla.

Como lo indicó Hasbún, Vicente Castaño terminó controlando la zona en 
la que el Frente Árlex Hurtado se había establecido, y alias ‘55’ y ‘Palillo’, 
bajo el mando de Castaño, comenzaron a tener control de toda la zona de 
Bajirá, con centro en Blanquicet (Fiscalía General de la Nación, 2010a). 

Como puede evidenciarse, el accionar de estos tres grupos paramilitares 
incidió de forma particular en determinadas zonas del territorio de Cocolatu: 
el Élmer Cárdenas controlaba el centro municipal, el río Atrato y así mismo 
a las comunidades que se encontraban a las orillas o cercanías de este; el 
Árlex Hurtado controlaba la zona nororiental, en las cercanías a Bajirá y la 
carretera Panamericana; mientras, la Casa Castaño, por medio de Vicente, 
controlaba la zona carretera. No obstante, hay que tener en cuenta que, 
más que antagónicos, estos grupos actuaban con un mismo propósito, y 
por lo tanto realizaban acciones conjuntas y articuladas. Además, como 
se analiza en páginas posteriores, aunque inicialmente el Elmer Cárdenas 
y el Árlex Hurtado mantuvieron el control, fue la Casa Castaño quien 
terminó estableciéndose en lugares estratégicos del territorio, ocupando y 
despojando las tierras de la comunidad.

El momento álgido de la violencia paramilitar se extendió entre 1997 y 
1998; sin embargo, desde su ingreso al territorio hasta el 2004, las AUC 
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generaron una oleada de terror en la subregión del Bajo Atrato. Durante 
estos últimos años realizaron al menos 60 ejecuciones extrajudiciales, 
14 amenazas, 9 torturas, 10 desapariciones forzadas, 21 detenciones 
arbitrarias y otras violaciones a los derechos humanos, además de 36 
acciones de violación al Derecho Internacional Humanitario, según datos 
aportados por habitantes de las comunidades21. 

Como se observa en los cuadros 1 y 2, los hechos victimizantes en 
Riosucio y Turbo alcanzaron cifras alarmantes en el año 1997, en especial, 
en relación con el desplazamiento que, en el municipio de Riosucio, llegó 
a la trágica suma de 53 933 personas (Registro Único de Víctimas y Red 
Nacional de Información, 2016).

Cuadro 1. Número de víctimas por hecho victimizante en Riosucio, año 1997.

Fuente: Construcción propia con datos del Registro Único de Víctimas y Red Nacional de 
Información (2016).

21  Entrevista colectiva a la Junta Directiva de Cocolatu (2015), entrevistada por Cinep/PPP, 
Riosucio (Chocó).

Hecho Personas

Acto terrorista/Atentados/

Combates/ Hostigamientos
61

Amenazas 259

Delitos contra la libertad y la 
integridad sexual

14

Desaparición forzada 160

Desplazamiento 53 933

Homicidio 263

Perdida de bienes muebles o 
inmuebles

50

Secuestros 21

Torturas 7
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Cuadro 2. Número de víctimas por hecho victimizante en Turbo, año 1997

Fuente: Construcción propia con datos del Registro Único de Víctimas y Red Nacional de 
Información (2016).

En marzo de 1997 (antes de la toma de Riosucio), al menos 60 hombres 
armados pertenecientes a las AUC ingresaron a la comunidad de La Pala 
en compañía del señor José Vicente Cantero, un poseedor de grandes 
extensiones de tierra en el territorio de Cocolatu, y se establecieron en el 
antiguo campamento de la empresa Maderas del Darién. Este fue el mayor 
campamento paramilitar al interior de l territorio colectivo, y desde allí 
controlaron y generaron diversas acciones violentas contra los habitantes 
del territorio22. 

Entre 1996 y 1998, la incursión paramilitar generó el vaciamiento del 
territorio colectivo. Un 80% de la población abandonó sus tierras, dejando 
comunidades vacías y otras con pocas familias. Tras la llegada de las AUC 
y el abandono del territorio se inició un proceso de compraventa de tierras 

22  Entrevista colectiva a la Junta Directiva de Cocolatu (2015), entrevistada por Cinep/PPP, 
Riosucio (Chocó).

Hecho Personas

Abandono o despojo forzado de 

tierras
148

Actos terroristas / Atentados/
Combates/ Hostigamientos

24

Amenazas 79

Delitos contra la libertad y la 
integridad sexual

6

Desaparición forzada 321

Desplazamiento 15 333

Homicidio 661

Minas antipersona/Munición sin 
explotar/Artefacto explosivo

1

Perdida de bienes muebles o 
inmuebles

25

Secuestros 14
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y de establecimiento de proyectos productivos agroindustriales, como lo 
han declarado varios jefes paramilitares. Así, Raúl Emilio Hasbún, en sus 
versiones libres, afirmó que con la llegada del Bloque Árlex Hurtado muchas 
personas se desplazaron por miedo a los enfrentamientos entre los grupos 
armados, pero esto generó una demanda de tierras: “cuando empezamos 
a erradicar la guerrilla efectivamente empezó mucho inversionista a entrar 
en el sector, no solamente en Guacamayas sino en toda la región de 
Urabá” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia, Sala Tercera 
Civil especializada en Restitución de Tierras. Sentencia de Restitución de 
Tierras 03, 2016, p. 18). De la misma forma, este paramilitar afirmó en 
declaración libre que en el Urabá:

La tierra fue un botín de guerra que le arrebataron a aquellos 
campesinos que supuestamente eran guerrilleros o sus auxiliadores 
[...] en el Urabá antioqueño, los predios arrebatados se convertían en 
activos de la organización paramilitar y, en algunas ocasiones, se les 
entregaban a algunos comandantes y combatientes como premio a 
sus acciones militares (Verdad Abierta, 2011a).

Tras el vaciamiento de las comunidades, los paramilitares consiguieron 
controlar las zonas estratégicas del territorio, estableciendo centros de 
presencia en varios caseríos y manteniendo el dominio de las vías de 
comunicación: el río Atrato, la carretera de Bajirá a Riosucio y la carretera 
Panamericana.

La comunidad de Nueva Unión, a orillas del río Atrato, en cercanías a la 
boca del río La Larga, fue usada desde ese momento como un punto de 
presencia y control permanente del Bloque Elmer Cárdenas. De hecho, 
la presencia de grupos paramilitares se mantiene hasta hoy en día en 
dicha comunidad, conservando la vigilancia sobre el territorio por parte de 
grupos armados.

Otra de las grandes acciones militares que marcaron un hito en el contexto 
de violencia del territorio de Cocolatu, como la toma de Riosucio y las 
operaciones Cacarica y Génesis, fue la Operación Tormenta del Atrato, 
realizada entre abril y mayo del 2002 por paramilitares del Bloque Élmer 
Cárdenas. Aunque la acción bélica estaba dirigida contra la guerrilla en 
la comunidad de Bellavista, cabecera municipal de Bojayá —donde 200 
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hombres al mando de ‘el Alemán’ y ‘Carlos Correa’ se enfrentaron con el 
Frente José María Córdoba de las FARC (Tribunal Superior de Medellín, Sala 
de Justicia y Paz. Sentencia contra el Bloque “Élmer Cárdenas”, 2014, p. 
80)—, la operación militar también incluyó combates y hostigamientos a lo 
largo del río Atrato a la altura de Riosucio, que atemorizó a las poblaciones 
aledañas y generaron desplazamientos forzados.

Entre 1996 y 2006, los paramilitares se configuraron como una figura de 
poder entre las comunidades: se impartía justicia, se controlaba el desarrollo 
de la vida cotidiana y se defendían los intereses de los empresarios que se 
establecieron en el territorio. Es decir, la guerra irregular llevó a los grupos 
paramilitares a crear cierto orden en el territorio donde se establecieron 
(Arjona, 2008).

En relación con esto, Raúl Emilio Hasbún afirmó, en versión libre en 
septiembre de 2010, que empresas y empresarios de la región habían 
colaborado con esa estructura ilegal con más $60  000 000 al año: entre 
estos identificó a Jaime Uribe Castrillón, los hermanos Ríos, Oscar 
Mosquera, Felipe Peniche, Adriano Pino y Elí Gómez (Fiscalía General de 
la Nación, 2010a) quienes, como se analiza más adelante, son unos de los 
grandes ocupantes de tierras al interior del título colectivo.

2.2  Desmovilización y permanencia del paramilitarismo 
en el territorio 

Tras el acuerdo de las AUC con el Gobierno Nacional los grupos 
paramilitares comenzaron a desmovilizarse. El Bloque Élmer Cárdenas 
se desmovilizó en el 2006, en tres etapas: en Necoclí, Turbo y Unguía, 
donde se entregaron más de 1500 hombres y mujeres pertenecientes a 
los diferentes frentes (Verdad Abierta, 2008).

Sin embargo, esto no significó el cese del control paramilitar en el territorio 
colectivo. Varios miembros de estos grupos continuaron delinquiendo, 
alzados en armas, y manteniendo el control militar del territorio. Las 
AUC no volvieron a reivindicar ninguna acción militar, pero han surgido 
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otros grupos como las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC) o 
las Águilas Negras, cuyo modo de acción es igual al de los grupos antes 
del acuerdo y muchos de los antiguos integrantes del Élmer Cárdenas y 
del Bloque Bananero continuaron su accionar de la misma forma que lo 
hacían antes (Defensoría del Pueblo, 2009).

En la actualidad, estos grupos hacen presencia en varias zonas del 
territorio, “[…]regulando la vida pública de la comunidad, fijando normas 
de conducta en la vida privada, estableciéndose en los espacios de 
poder de la administración pública, haciendo exigencias económicas 
o interviniendo en diversas expresiones de participación política de los 
ciudadanos” (Arjona, 2008, s.p.), especialmente en las comunidades de 
Blanquicet, Cuchillo Blanco, Nueva Unión, Peñitas, Tierra Adentro y Santo 
Domingo, comunidades que han sido históricamente señaladas por las 
guerrillas como colaboradoras de grupos paramilitares, lo que mantiene 
un ambiente de zozobra y ha generado nuevos desplazamientos forzados 
hacia los centros municipales o, incluso, hacia fuera de la región.

Como lo ha manifestado la Defensoría del Pueblo, persisten en el 
territorio el control poblacional y territorial, los homicidios selectivos, 
las amenazas a líderes comunitarios y otras violaciones a los derechos 
humanos contra la población de Cocolatu como estrategia para sostener 
los proyectos agroindustriales —ganaderos, madereros y agrícolas— en 
el territorio colectivo (Defensoría del Pueblo, 2009, p. 3). Además, existen 
diversas formas de violencia y de cooperación obligada y altamente 
coactiva (Arjona, 2008) contra el Consejo Comunitario para legitimar las 
formas de usurpación del territorio, como lo denunciaba la Defensoría 
del Pueblo en el 2011:

En los territorios colectivos de La Larga-Tumaradó y Pedeguita-Mancilla 
en el municipio de Riosucio, las Águilas Negras o Urabeños custodian 
las tierras que presuntamente fueron objeto de despojo, durante la 
existencia del Bloque Elmer Cárdenas de las AUC, ejerciendo presión 
para que algunas familias y/o consejos menores firmen o mantengan 
contratos con empresas interesadas en la implementación de proyectos 
extractivos particularmente relacionados con la explotación maderera 
en gran escala y la ganadería extensiva generando que, a través de la 
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coerción armada sobre la población civil, los dueños ancestrales del 
territorio sólo puedan acceder al uso del suelo de una parte de sus 
predios. A finales de enero de 2011, hombres uniformados y con fusiles 
realizaron un retén ilegal a la salida de Riosucio, en dirección hacia 
Belén de Bajirá, muy cerca de donde termina el pueblo, al parecer, 
buscando a determinadas personas […] De igual modo, las Águilas 
Negras, o Urabeños, controlan la movilidad fluvial realizando patrullajes 
después de las seis de la tarde por el río Curbaradó y en los alrededores 
del puerto de Brisas; así como también por el río Atrato entre Tumaradó 
y la cabecera municipal de Carmen del Darién y ejercen control a 
la circulación de los habitantes ancestrales de la cuenca La Larga 
Tumaradó, quienes deben solicitar “permiso” para moverse dentro del 
territorio colectivo (Defensoría del Pueblo, 2011, p. 23).

El escenario de riesgo de la comunidad se mantiene hasta hoy en día, 
debido a la persistencia de acciones de control económico y social 
por parte de grupos armados ilegales. De igual modo, los procesos 
de reparación y restitución de tierras, en el marco de la Ley 975 de 
200523 —conocida como la Ley de Justicia y Paz—, de la Ley 1448 y 
del Decreto Ley 4335 han incrementado las amenazas contra los líderes 
del Consejo Comunitario y contra los habitantes tradicionales que han 
iniciado retornos voluntarios o que adelantan procesos de exigibilidad de 
restitución de sus derechos territoriales (Defensoría del Pueblo, 2015).

A la luz de lo anterior, es clave enfatizar que fue en un contexto de violencia 
generalizada y de violación sistemática de los derechos humanos 
donde el Estado colombiano realizó el procedimiento administrativo de 
titulación colectiva, con el único interés de salvaguardar los derechos 
étnico territoriales de la población que con ocasión del conflicto armado 
interno se había visto obligada a abandonar su territorio ancestral. 

Sin embargo, y como veremos a continuación, ese periodo en el que se 
realizó el proceso de titulación colectiva coincide con el momento en el 
que aproximadamente el 80% de la población que habitaba el territorio 

23 Ley que facilita procesos de paz y la reincorporación a la vida civil de miembros de 
grupos armados al margen de la ley que se hayan desmovilizado individual o colectivamente, 
garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación integral (Ley 
975 de 2005, Art. 1).
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que hoy es considerado como colectivo se encontraba en situación de 
desplazamiento forzado: escenario que complejiza aún más las realidades 
organizativas, culturales y de ocupación del territorio y, además, coincide 
también con el proceso organizativo de defensa colectiva del territorio, 
como se verá en el capítulo siguiente. 
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3  EL PROCESO DE TITULACIÓN EN MEDIO 
DEL CONTEXTO DE VIOLENCIA Y DE 
DESPOJO DEL TERRITORIO ANCESTRAL

Justo después del momento más álgido de la violencia, en el territorio de 
La Larga y Tumaradó —en condición de vaciamiento— se inició un proceso 
organizativo de defensa del territorio que, entre otras cosas, posibilitó la 
titulación colectiva.

Acompañados por la parroquia de Riosucio, por la Pastoral Social de la 
Diócesis de Apartadó y por el Cinep/PPP, las familias en condición de 
desplazamiento establecidas en el centro municipal de Riosucio iniciaron 
un proceso de defensa de sus formas de vida y de su territorio por medio 
de la Comunidad de Paz Nuestra Señora del Carmen (Vega, 2001). En 
conjunto con otras familias de territorios desplazados en Pavarandó 
y organizadas en la Comunidad de Paz de San Francisco de Asís se 
movilizaron y comenzaron un proceso de diálogo y negociación con el 
Gobierno Nacional (Gamboa, 2011). Ese proceso de organización, y las 
negociaciones con el Gobierno, llevaron a la conformación de varios 
consejos comunitarios en la subregión del Bajo Atrato y al inicio de los 
procesos de titulación en la región.

De esa forma, el veinte de septiembre de 1999 —en el marco de la Ley 
70 de 199324 y en el desarrollo del Decreto 1745 de 199525 — el recién 

24  Ley que tiene por objeto reconocer el derecho a la propiedad colectiva a las comunidades 
negras que han venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la 
cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción (Ley 70 de 1993, 
art. 1).
25  Decreto que reglamenta el Capítulo III de la Ley 70 de 1993. Establece los procedimientos 
generales para la titulación colectiva de los territorios de comunidades negras.
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conformado Consejo Comunitario de los ríos La Larga y Tumaradó solicitó 
al entonces INCORA la titulación colectiva de los terrenos baldíos que venía 
ocupando de forma colectiva.

Según lo dispuesto en la Resolución de Titulación, el entonces INCORA 
surtió todas las actuaciones y diligencias encaminadas a la titulación: 
revisión legal de las tierras solicitadas, etapa publicitaria, notificaciones 
y visita a la comunidad por parte de sus funcionarios (INCORA, 2000b, 
pp. 1-2). La visita técnica se realizó entre los días 5 y 8 de noviembre 
de 1999, y tuvo como propósito recoger los datos relacionados con las 
características etnohistóricas, culturales y productivas de la comunidad, 
además de realizar el censo, recolectar información ambiental y caracterizar 
la tenencia de tierras al interior del territorio.

En el acta de la visita practicada a la comunidad, fechada el 8 de noviembre 
de 1999, el INCORA describió que en el territorio había cinco comunidades: 
Venecia, Santa Cruz de la Loma, Bellavista-Tumaradó, La Posa y Larga 
Boba (INCORA, 2000a, p. 4). Además, citando el censo de la población, 
afirmaba que en el territorio habitaban 754 personas, agrupadas en 164 
familias (INCORA, 2000a, p. 6). Por otro lado, se estableció en relación 
con la tenencia de tierras que “no se encontraron terceros ocupantes, 
y se deslindaron de común acuerdo los territorios pertenecientes a las 
comunidades indígenas” (INCORA, 2000a, p. 7). 

Surtidos los demás procedimientos administrativos y legales, el INCORA 
expidió la Resolución de Titulación 2805 del 22 de noviembre del año 
2000, por medio de la cual “se adjudican en calidad de tierras de las 
comunidades negras” los terrenos baldíos ocupados colectivamente por 
la comunidad negra organizada en el Consejo Comunitario de los ríos La 
Larga y Tumaradó, ubicados en jurisdicción del municipio de Riosucio, 
departamento del Chocó. Siguiendo lo dispuesto en el informe técnico, la 
Resolución afirma que:

[…] dentro del área solicitada en titulación colectiva, durante la 
práctica de la visita no se encontraron terceros ocupantes ni predios 
de propiedad privada adjudicados por el Instituto, no obstante de 
conformidad con lo dispuesto en el literal e) del artículo 6 de la Ley 
70 de 1993 y el numeral 5 del artículo 19 del Decreto 1745 de 1995, 
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cualquier predio de propiedad privada que se encuentre dentro del 
área que por esta providencia se adjudica queda excluido del título 
colectivo (INCORA, 2000b, p. 6)

No obstante, la realidad territorial durante el proceso de titulación eviden-
ciaba otro panorama sobre las comunidades que habitaban el territorio de 
estos dos ríos y sobre la tenencia de la tierra.

Si bien en el acta de la visita técnica se nombran apenas cinco comunidades, 
el censo de ese mismo proceso da cuenta de catorce comunidades, y 
además de las cinco ya mencionadas se enumeran: La Línea, La Pala, La 
Punta, Playa Roja, La Fortuna, Campo Alegre, Puerto Cesar, Los Coquitos 
y Caracolí. Es decir, en el territorio existían muchas más comunidades y 
habitaban muchas más familias de las listadas. 

Resultado de diálogos establecidos en años anteriores con autoridades 
del territorio de Cocolatu, se concluyó que hacia comienzos de los 
años noventa había en el territorio —de lo que actualmente está titulado 
colectivamente— más de treinta comunidades: Antasales, California, 
Caño de Oro, Caracolí, Cuchillo Blanco, Cuchillo Negro, Eugenia Media, 
Guacamayas, La Madre Unión, Las Lomitas, Los Chipes, Macondo, Nueva 
Luz, Peñitas, Primavera, Pueblo Bello, Puerto Cesar, Tierradentro, Villa 
Eugenia y Villa Nueva (ver Figura 1). 

Ni la visita realizada por los técnicos del INCORA ni la Resolución de Titulación 
hacen referencia a todas esas comunidades, porque durante el proceso 
de titulación aproximadamente el 80 % de los habitantes del territorio se 
encontraban en situación de desplazamiento y la mayoría de los caseríos 
establecidos a lo largo y ancho del territorio estaban abandonados. 

El conflicto armado que desde finales de los años ochenta azotó la 
subregión del Bajo Atrato y del Urabá antioqueño generó, entre otras 
graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario, una gran oleada de desplazamientos colectivos 
e individuales en toda la subregión, y en particular entre las comunidades 
del actual territorio colectivo de Cocolatu, lo que cambió las formas de 
ocupación y poblamiento tradicional de esta comunidad. Debido a esto, 
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aunque en el territorio habitaban muchas más familias y existían más 
comunidades, estas no fueron incluidas en el proceso ni en la Resolución 
de Titulación.

Lo anterior significa una perturbación del derecho de propiedad sobre el 
territorio colectivo de Cocolatu, ya que evidencia diferentes mecanismos 
empleados para la consolidación de nuevas formas de apropiación y 
ocupación de la tierra —donde participan tanto la acción legal como la 
ilegal en la que se inscribe el fenómeno. 

Por tal razón, a continuación daré cuenta de cómo se vio afectado el sujeto 
colectivo, en una de las modalidades más frecuentes para la usurpación 
y vulneración de los derechos que legal y constitucionalmente les son 
reconocidos a las comunidades que allí habitan: las adjudicaciones 
indebidas sobre tierras ocupadas o utilizadas por comunidades negras.

3.1  Tenencia de la tierra, terceros ocupantes y 
adjudicaciones individuales 

Con relación a la tenencia de la tierra, la realidad territorial también dista 
sustancialmente de lo dispuesto en la Resolución de Titulación, en especial 
en lo concerniente a los predios de propiedad privada. Aunque el INCORA 
afirma que no se encontraron predios de propiedad privada adjudicados 
por el mismo instituto, en los círculos registrales de los municipios de 
Frontino, Dabeiba, Turbo y Riosucio existe el registro varios cientos de 
títulos individuales ubicados al interior del territorio colectivo de Cocolatu, 
de los cuales la mayoría corresponden a adjudicaciones de baldíos 
realizados por el mismo INCORA26. La mayoría de esas adjudicaciones se 
encuentran en la zona del territorio colectivo que pertenece al municipio 
de Turbo y, aunque en menor número, también existen adjudicaciones en 
las zonas correspondientes a Mutatá y Riosucio. 

Por más que la Resolución de Titulación no identifica o enumera estos 
títulos, exime los predios de propiedad privada que haya en su interior: 

26  Certificados de tradición y libertad de las oficinas de Quibdó, Frontino, Dabeiba y Turbo.
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[…] de conformidad con lo dispuesto en el literal e) del artículo 6 de 
la Ley 70 de 1993 y el numeral 5 del artículo 19 del Decreto 1745 de 
1995, cualquier predio de propiedad privada que se encuentre dentro 
del área que por esta providencia se adjudica queda excluido del título 
colectivo (INCORA, 2000b, p. 6). 

La existencia de cientos de títulos dentro del territorio colectivo tiene 
varias implicaciones para los derechos territoriales de Cocolatu. Aunque 
muchos fueron otorgados y registrados antes que entrara en vigor la 
Constitución de 1991, y con ella el artículo transitorio 55 —que ordena 
el reconocimiento legal de las tierras baldías27 en zonas rurales ribereñas 
a los ríos de la cuenca del Pacífico—, otros tantos fueron otorgados y 
registrados después de 1991, después de la promulgación de la Ley 70 
de 1993 —que desarrolló el artículo transitorio— e incluso después de la 
titulación colectiva.

Si bien la mayoría de las adjudicaciones se hicieron a los habitantes 
tradicionales del territorio —es decir, aquellos que lo poblaron conjuntamente 
y desarrollaron unas prácticas de producción acordes con la protección y 
conservación de los recursos naturales, así como unas prácticas culturales 
y sociales propias—, otras se hicieron a personas ajenas o con intereses y 
prácticas contrarias a las establecidas no solo por la Ley 70 de 1993, sino 
por las restricciones propias de los suelos, de las condiciones ecológicas 
y de las figuras de protección ambiental que amparan el territorio.

Con todo, el mayor problema está en que muchos de los títulos individuales 
pasaron de dominio en los últimos años, en especial después de la 
presencia paramilitar y el desplazamiento forzado de la mayor parte de la 
población de Cocolatu. Las ventas forzadas, como se analiza en páginas 
posteriores, fueron una estrategia muy utilizada en toda la subregión por 
grupos armados y empresarios para apoderarse de las tierras que estaban 
en manos de campesinos, indígenas y comunidades negras.

27  Son los terrenos situados dentro de los límites del territorio nacional pertenecientes al Estado y 
que carecen de otro dueño, y los que, habiendo sido adjudicados con ese carácter, deban volver 
a dominio del Estado, de acuerdo con lo que dispone el artículo 56 de la Ley 110 de 1913, y las 
normas que lo adicionen, desarrollen o reformen (Ley 70 de 1993, art. 2).
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Así, se han presentado compraventas, donaciones, sucesiones y otras 
formas de transferencia de dominio de los títulos individuales, en especial 
en el periodo comprendido entre 1996 y el 2005, lo que corresponde con 
la época crítica del desplazamiento y la violación de derechos humanos en 
el territorio. Evidencia de esto es que solo en el territorio de Cocolatu hay 
alrededor de 400 solicitudes de restitución sobre predios individuales ante 
la URT (La Silla Vacía, 2015). Por otro lado, se han acumulado varios títulos 
individuales, lo que ha generado una concentración de la tierra en todo el 
territorio, y en varios de estos predios empresarios y otras personas ajenas 
a la comunidad han establecido proyectos agroindustriales, ganadería 
extensiva, monocultivos y otras actividades de explotación de los recursos 
naturales.

Esto configura graves afectaciones al territorio, como resultado de acciones 
de despojo llevadas a cabo por terceros y por actores armados para acceder 
a la tierra, los cuales han estado directa e indirectamente relacionados con 
el conflicto armado interno, como se refleja a continuación. 
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4	 AFECTACIONES Y DAÑOS GENERADOS 
POR EL CONFLICTO ARMADO

Las acciones violentas contra la comunidad de Cocolatu han derivado 
hacia una grave situación de violación de los derechos humanos y de los 
derechos étnico territoriales establecidos por la Constitución de 1991 y 
por la Ley 70 de 1993. Los bombardeos, homicidios, enfrentamientos, 
amenazas y demás acciones violentas han llevado al abandono del territorio 
de la mayoría de los habitantes, a la pérdida de su autonomía y de sus 
prácticas tradicionales de producción. Además, han generado cambios en 
las formas de uso y ocupación del territorio. Todas estas condiciones han 
sido aprovechadas por terceros, empresas y empresarios, para hacerse a 
las tierras abandonadas por los miembros de esta comunidad étnica. Por 
medio de comisionistas de tierras, ventas forzadas o haciendo ocupaciones 
de hecho, empresarios de la región han conseguido apropiarse de más de 
50 000 hectáreas dentro del título colectivo para el desarrollo de proyectos 
agroindustriales y de explotación de recursos naturales (El Espectador, 
2016).

Pero no solo el despojo ha generado graves afectaciones en el territorio 
y en la comunidad de Cocolatu. La presencia de actores armados, el 
desplazamiento forzado y el control por parte de empresarios y terceros 
ha generado cambios en las prácticas tradicionales de producción y en las 
prácticas culturales que caracterizan a esta comunidad negra, atentando 
contra la función ecológica del territorio y la diversidad cultural del país. 
Además, los cambios en las relaciones de poder ocurridos desde la llegada 
de los primeros grupos armados al territorio han menoscabado las formas 
de gobierno propio y están atentando contra la autonomía de Cocolatu.
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4.1  Desterritorialización, desarraigo y rompimiento del 
tejido social 

Desde la llegada de los primeros grupos armados al territorio iniciaron 
los desplazamientos forzados, generados por presiones directas contra 
familias o contra personas que estaban en contra o que obstaculizaban los 
intereses del grupo en disputa.

Según el Registro Único de Víctimas y Red Nacional de Información 
(2016), entre 1985 y 1995 en el municipio de Riosucio se desplazaron 2378 
personas; aunque no hay datos puntuales para Cocolatu, sí se presentaron 
varios hechos de desplazamiento generados por homicidios en el territorio, 
uno de ellos en la comunidad de Macondo, detallado en la Sentencia 03 
de 2016 (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia, Sala Tercera 
Civil especializada en Restitución de Tierras. Sentencia de Restitución de 
Tierras 03, 2016, pp. 16-17).

Como se ilustra en la Figura 1, fue en los años 1996 y 1997 que se 
generó una ola de desplazamientos forzados en todo el territorio, lo cual 
desembocó en el abandono de la mayoría de las comunidades.

Figura 1. Personas desplazadas en el municipio de Riosucio 1985 – 2016.

Fuente: Construcción propia con datos del Registro Único de Víctimas y Red Nacional de 
Información (2016).
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A pesar de tener rasgos comunes, estos procesos de desplazamiento fueron 
diferenciados, según el grupo paramilitar que ingresó al territorio y según 
los procesos de resistencia y organización de las propias comunidades.

En la Zona 128 del Consejo Comunitario ingresó el Frente Árlex Hurtado 
del Bloque Bananero de las AUC, siendo alias ‘el Chivo’ el comandante 
principal (Verdad Abierta, 2011b). En las comunidades de esta zona, 
los paramilitares asesinaron a habitantes ancestrales, líderes y otros 
miembros importantes de la comunidad de Los Coquitos y La Fortuna, lo 
que llevó al desplazamiento de aproximadamente el 90 % de las familias 
que habitaban la zona, las cuales se dirigieron hacia los centros urbanos 
de Riosucio, Bajirá, Quibdó y el Urabá antioqueño. Las comunidades de la 
Fortuna, Venecia y Pueblo Bello quedaron totalmente abandonadas, y las 
familias nunca retornaron. Tras esta situación, Juan Guillermo González, 
Dorance Romero, Oscar Mosquera, Leogardo López, entre otros, fueron 
comprando las tierras de las familias.

El desplazamiento en las comunidades de la Zona 229 fue orquestado 
por alias ‘Palillo’, ‘el Chivo’ y ‘55’, miembros del Frente Árlex Hurtado 
de las AUC, quienes, según declaraciones libres de Hasbún, eran los 
responsables de manejar las tierras de Vicente Castaño en la región (El 
Espectador, 2010). Este grupo ingresó en 1996 a la comunidad de Bellavista-
Tumaradocito, donde asesinaron a varias personas de la comunidad y 
generaron el desplazamiento de todas las familias. Después ingresaron 
a la comunidad de Cuchillo Negro, donde asesinaron otras personas y 
llevaron al desplazamiento de casi todos los habitantes de la zona. Las 
familias salieron hacia los centros poblados de Riosucio, Quibdó, Bajirá y 
el Urabá antioqueño, incluso a Montería, Barranquilla y Cartagena. Luego 
del casi vaciamiento de la zona, José Vicente Cantero, Dorance Romero, 
Oscar Mosquera, Ángel Adriano Pino y otras personas compraron las 
tierras, y establecieron al menos dos grandes fincas ganaderas.

28  Comunidades de Nueva Unión, Yarumal, Venecia, Los Coquitos, Caracolí Medio, Caracolí Alto, 
La Línea, La Fortuna, La Loma, Quibdocito y Pueblo Bello.
29  Comunidades de Santo Domingo, La Posa, Cuchillo Blanco, Caño de Oro, Los Chipes, Peñitas, 
Bellavista-Tumaradocito, Cuchillo Negro, Bella Rosa, El Cedro, Salsipuedes, La Florida, Pueblo 
Regao y El Caimán.
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En la zona 330, la toma a la comunidad de La Pala en 1996 fue el hecho 
central en el desarrollo de los objetivos paramilitares. Fue allí donde se 
instalaron hombres armados, en el campamento de Maderas del Darién, 
y desde ese lugar orquestaron varios de los actos violentos contra las 
comunidades de la zona. En 1997, las AUC entraron al centro de Belén 
de Bajirá, restringiendo la circulación de los habitantes y el ingreso de 
alimentos y otros víveres esenciales, lo que llevó al aumento de la tensión 
de las familias de la zona y al desplazamiento de muchas de ellas. Uno de 
los paramilitares reconocidos de esta región era alias ‘Pecoso’, que hacía 
parte del Frente Árlex Hurtado.

Las familias de esta zona se desplazaron hacia Riosucio, Belén de 
Bajirá, Turbo, Apartadó y otras zonas del Urabá antioqueño, así como 
a los municipios de Lorica, Tierralta y Montería, en Córdoba. Tras el 
desplazamiento, José Vicente Cantero compró varias de las tierras y 
estableció una finca ganadera.

En las comunidades de la Zona 431 , la arremetida paramilitar inició desde 
finales de 1995 con el grupo de los llamados Tangueros —o Los 40— a la 
zona de la carretera Panamericana; luego entraron a las comunidades de 
Guacamayas, Macondo, Eugenia Media y Villa Eugenia en 1996, donde 
asesinaron a varios de sus miembros y generaron el desplazamiento de 
las comunidades aledañas. 

Alias ‘Lázaro’, o ‘Mono pecoso’, a quien Hasbún reconoció como parte del 
Bloque Bananero, fue el comandante que dirigió las acciones violentas en 
esta zona (El Espectador, 2010). Las familias salieron desplazadas hacia 
diversos municipios del Urabá antioqueño, a Caucasia (Antioquia) y a los 
departamentos de Córdoba y Bolívar. Tras su salida, se apropiaron de las 
tierras personas como Francisco Castaño, Rogelio y Leogardo López, 
Oscar Mosquera, Ángel Adriano Pino y José Vicente Cantero, entre otros, 
estableciendo haciendas ganaderas.

30  Comunidades de La Pala, La Punta, Villanueva, Calle Larga, California, Puerto Cesar, Puerto 
Rivas, Aguas Vivas y El Sinaí.
31  Comunidades de Tierra Adentro, Los Cerritos, Guacamayas, Macondo, Blanquicet, Nueva Luz, 
Primavera, Caño Seco-Limón, La Madre, Villa Eugenia, Eugenia Media, Las Lomitas, Antasales, 
Cetino 1 y Eugenia Arriba.
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Figura 2. Porcentaje de familias desplazadas por zona en el periodo 1996 – 1998.

Fuente: Construcción propia con datos de autocensos de Cocolatu y de Cinep/PPP, 2016. 

Así las cosas, aproximadamente el 80 % de la población del territorio 
abandonó sus tierras, dejando casi completamente vacío el territorio 
(Figura 2). A pesar de los logros en términos legales de reconocimiento 
de los derechos territoriales de las comunidades negras, la comunidad 
de Cocolatu vivía una situación de violación de derechos humanos y de 
aniquilación que, como se describe en el Auto Interlocutorio 00181, era 
una completa pesadilla:

Lo que al principio parecía un verdadero avance en la legislación, 
con beneficios tangibles para las comunidades negras en el Pacífico 
colombiano, ahora corre el riesgo de volverse una verdadera 
pesadilla. Pues justamente en el momento en que ellas reciben el 
reconocimiento legal de ser las dueñas ancestrales de las tierras del 
Pacífico (anteriormente consideradas como baldías por el Estado 
colombiano) se han visto sujetas a procesos de desterritorialización 
al ser desplazadas violentamente de sus tierras por los diferentes 
actores armados (Auto Interlocutorio 00181. Medida de protección a 
favor del Consejo Comunitario de La Larga y Tumaradó, 2014, p. 18).

Zonas Del Consejo 

Comunitario

Comunidades Porcentaje

ZONA 1
Venecia, Pueblo Bello, Caracolí, Los 

Coquitos, La Fortuna y La Línea.
88 %

ZONA 2
La Posa, Cuchillo Blanco, Los Chipes, Caño 
de Oro, Peñitas, Bellavista-Tumaradocito y 

Cuchillo Negro.
95 %

ZONA 3
La Pala, La Punta, Villa Nueva, California, 
Puerto Cesar, Puerto Rivas y Aguas Vivas.

71 %

ZONA 4

Madre Unión, Nueva Luz, Primavera, Caño 
Seco-Limón, Guacamayas, Las Lomitas, 

Los Cerritos, Tierra Adentro, Villa Eugenia, 
Antasales, Macondo, Cetino 1, Eugenia 

Media y Villa Eugenia.

75 %
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El desplazamiento y la dispersión de las familias en varias zonas del país —
en especial en los departamentos de Chocó, Antioquia, Bolívar y Córdoba— 
generó un rompimiento del tejido social que habían construido a lo largo de 
la historia del territorio. Las estrechas relaciones existentes entre familiares 
y vecinos, establecidas a lo largo del proceso de poblamiento y fortalecidas 
por las tradiciones de los negros libertos de finales del siglo XVIII, fueron 
brutalmente quebradas por la violencia, el abandono y el despojo. 

Estas relaciones tenían un papel central en el desarrollo de las prácticas 
tradicionales de producción, y, con ellas, en la seguridad alimentaria de 
las familias del territorio, pues mediante estas se generaba un intercambio 
permanente de alimentos y fuerza de trabajo que permitía enfrentar las 
difíciles condiciones económicas, las particularidades ambientales de la 
región y la falta de presencia estatal característica de todas las comunidades.

Estas relaciones se basaban en el conocimiento mutuo, en la confianza, 
y en la historia compartida por las familias a lo largo de los años. En este 
proceso tenían un papel central los primeros pobladores, los ancianos y los 
líderes veredales, quienes, además de mantener la cohesión social servían 
como figuras de poder, eran respetados y seguidos en las comunidades.

La llegada de los grupos armados desde los años setenta comenzó a 
romper esta estructura social, con el reclutamiento forzado y las demás 
acciones violentas, estableciendo un estado permanente de miedo y 
desconfianza que empeoró con la llegada de los grupos paramilitares en 
los años noventa. El miedo y la zozobra se arraigaron entre los habitantes, 
situación que generó desconfianza e impidió el tránsito en su propio 
territorio, la posibilidad de realizar actividades productivas y cotidianas, así 
como las dinámicas de intercambio y convivencia o apoyo mutuo. 

Además, el establecimiento de personas ajenas a la comunidad, como 
empresarios, empresas y trabajadores, entre otros, agravó este rompimiento 
del tejido social. De la misma forma, el desplazamiento forzado llevó a la 
separación de las familias y vecinos, que durante varios años no tuvieron 
contacto entre ellos, lo que aumentó el estado de desconocimiento y 
desconfianza impuesto por los grupos armados.
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Así, en menos de una década, el accionar de los grupos armados resquebrajó 
las dinámicas socioculturales, las formas de ocupación y los usos tradicionales 
del territorio que habían erigido los habitantes por más de un siglo.

Con relación a esto, como se corroborará a continuación, el proceso 
de despojo derivado del contexto de violencia generalizada que sufrió 
Cocolatu se caracterizó por la compra masiva y forzada de predios. Esto, 
sin duda alguna, llevó a fenómenos de concentración formal o material de 
la tierra, así como a drásticos cambios en las prácticas tradicionales de 
producción, que atenta contra la función ecológica del territorio. 

4.2  Compras forzadas, concentración de la tierra y 
otras formas de despojo

En el caso de Cocolatu, es evidente que el desplazamiento forzado fue 
una estrategia para la apropiación de la tierra y el establecimiento de 
proyectos productivos contrarios a los principios de la Ley 70 de 1993. 
Esta relación es manifiesta si se analiza la cronología del conflicto armado, 
el desplazamiento forzado, las compras masivas y los cambios del uso 
del suelo hacia actividades como la ganadería, los monocultivos y la 
explotación forestal, como se observa en la Figura 3.



Restitución de Tierras

48

Figura 3. Línea del tiempo en Cocolatu. Hechos organizativos y comunitarios, hechos de 
compra de tierra y hechos del conflicto armado

Fuente: Construcción propia con datos de Cocolatu y de Cinep/PPP, 2016.

Paralelo a la ola de terror, cuyo auge tuvo lugar entre 1997 y 1998, se inició 
un proceso de usurpación de tierras, utilizando, además de la apropiación 
de hecho, un conjunto de diversos mecanismos jurídicos para conseguir el 
despojo. Se llevaron a cabo actos administrativos, ventas y otros negocios 
jurídicos, e incluso sentencias judiciales a través de las cuales terceros 
—empresarios, actores armados y empresas— han usurpado una buena 
parte del territorio de Cocolatu.
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Ingreso paramilitares
a la comunidad de la 
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Las ventas forzadas —como consecuencia de amenazas, homicidios y 
otras formas de violencia— fueron la forma más frecuente de usurpación 
de tierra, y este modelo fue común en todo la subregión del Bajo Atrato, 
donde se hizo tristemente célebre la frase “si no me vende la tierra le 
compro a la viuda” (El Espectador, 2016).

Personas jurídicas y naturales, en asocio con grupos paramilitares, 
aprovechándose de la situación de violencia generalizada, fueron 
comprando por medio de comisionistas —o en persona— las tierras de 
las diferentes comunidades del territorio, favoreciendo a ciertas élites y 
grupos con un solo objetivo: ganar más poder político y económico 
(Kalyvas, 2006).

El hecho de que el paramilitarismo surja como una estructura puramente 
defensiva no niega que en un estado de guerra las condiciones a su 
vez generan el favorecimiento de ciertas élites y grupos, que ven en la 
conformación de estas organizaciones una vía para tomar ventaja de la 
situación y ganar más poder político y económico.

La apropiación de la zona nororiental del título fue central para los propósitos 
económicos y militares de las AUC. Como lo documentó la Fiscalía, para 
la Casa Castaño, Belén de Bajirá era central para el desarrollo de sus 
operaciones económicas y militares, por lo cual los corregimientos de 
Blanquicet, Macondo y Nuevo Oriente, que pertenecen al municipio de 
Turbo (Antioquia), así como el de Barranquillita, perteneciente al municipio 
de Chigorodó (Antioquia), fueron objetivos de apropiación (Revista 
Semana, 2008).

Para apoderarse de esta zona los paramilitares realizaron una gran 
arremetida militar, siendo Hasbún su líder, y Darson López Simacá, alias 
‘Lázaro’ o ‘Mono pecoso’, el encargado de las operaciones. Con 26 
homicidios, 5 desapariciones forzadas y 43 hechos de desplazamiento 
forzado, esta estructura militar logró que los habitantes de la zona les 
vendieran sus tierras o las abandonaran, y en ellas se estableció la Sociedad 
Guacamayas S.A., con un gran proyecto ganadero sobre algo más de 
1000 hectáreas. Posteriormente, en el 2005, los activos de la sociedad 
Guacamayas S.A. fueron absorbidos por la firma Inversiones e Inmobiliaria 
ASA Ltda. (Verdad Abierta, 2012). 
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Los aportes realizados por empresarios de la zona no solo financiaron 
a las AUC, sino que, además, apoyaron proyectos de infraestructura 
directamente ejecutados por los paramilitares y que beneficiaron los 
objetivos económicos de ambos sectores. Así, como lo manifestó Hasbún 
en declaración libre, los ganaderos de la zona donde operaba el Frente 
Árlex Hurtado pagaban $10 000 por hectárea al año para el financiamiento 
de las autodefensas; además, el mismo Carlos Castaño acordó con 
bananeros, empresarios y directivos de empresas exportadoras el pago 
de tres centavos de dólar por caja de banano exportada. Todo ese dinero 
les permitió construir con su propia maquinaria un tramo de la carretera a 
Barranquillita por la Panamericana, con apoyo de finqueros, la Alcaldía de 
Bajirá y el Ejército. Así, según este jefe paramilitar, “la carretera, que era 
una necesidad para las autodefensas, se le vendió a la comunidad como 
una obra de beneficio social” (Revista Semana, 2008).

Otro caso de concentración y despojo en el territorio de Cocolatu ocurrió 
a manos de Juan Guillermo González, quien adquirió varias tierras en las 
comunidades de La Fortuna y Los Coquitos por medio de comisionistas. 
En el 2010, Juan Guillermo González fue detenido por cargos de 
desplazamiento forzado, financiamiento a paramilitares y otros delitos, pero 
fue liberado un año y medio después. Aunque él no aparece en ninguna 
sentencia de restitución, su empresa Cultivos Recife S.A. aparece en la 
lista de poseedores a los que se les ordenó devolver tierras al Consejo 
Comunitario de Curbaradó en el año 2009 (El Espectador, 2015).

Otro de los grandes compradores que ocupa una mayor cantidad de 
hectáreas en el territorio colectivo es José Vicente Cantero Ibáñez, quien 
fue capturado en el año 2013, sindicado de los delitos de desplazamiento 
forzado y concierto para delinquir. Según la Fiscalía General de la Nación, 
Cantero “hacía parte de un plan diseñado por narcotraficantes, ganaderos 
y paramilitares con el fin de apoderarse de un cordón de tierras en la región 
de Urabá” (Fiscalía General de la Nación, 2013). En las comunidades de 
Las Lomitas, Villa Eugenia, La Pala, California, Cuchillo Blanco, Caño de 
Oro entre otras, Cantero concentró los terrenos de las familias y estableció 
un proyecto ganadero. 
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Dorance Romero, conocido como ‘Wilmer Romero’, a veces por sí mismo 
u otras en asocio con Cantero, concentró otra gran cantidad de tierras 
de las familias de Cocolatu, en comunidades como Los Cerritos, Calle 
Larga, Villa Nueva, California, Eugenia Media entre otras, donde estableció 
la hacienda ganadera “La Siete” (Cinep/PPP, 2013, p. 85). Romero fue 
capturado en el año 2014, sindicado de delitos de desplazamiento forzado 
y concierto para delinquir, pues, según la Fiscalía:

[…] durante los años 1996 y 1998 se produjo una presunta alianza 
entre paramilitares, narcotraficantes y empresarios ganaderos de la 
región para apoderarse y concentrar grandes extensiones de tierra 
en el suroccidente de Turbo, en Chigorodó y en el corregimiento de 
Belén de Bajirá, en Mutatá (Antioquia), así como en inmediaciones 
con el departamento del Chocó en el municipio de Riosucio (Fiscalía 
General de la Nación, 2014).

Ángel Adriano Palacios Pino, conocido como ‘el Negro’ Pino o ‘Adriano 
Pino’, concentró unas 8 mil hectáreas en el territorio colectivo a través 
de la sociedad A.A. Palacios y Cía., después convertida en A. Palacios 
S.A.S. (La Silla Vacía, 2015). En el 2015, el Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Antioquia falló en contra de la empresa A. Palacios S.A.S., al no 
acreditarse el obrar de buena fe exenta de culpa por la compra de varios 
predios ubicados en Macondo, Cuchillo Negro y Bella Rosa (Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Antioquia, Sala Tercera Civil especializada 
en Restitución de Tierras. Sentencia de Restitución de Tierras 05, 2015). 
Es de resaltar que, según información de los habitantes del territorio, 
desde la finca “El Trébol”, propiedad de Adriano Palacios, ubicada en el 
kilómetro 25 de la vía Panamericana, los grupos paramilitares orquestaron 
sus actividades contra los habitantes de comunidades como Blanquicet y 
Macondo (Cinep/PPP, 2013, p. 100).

En las comunidades de Las Lomitas y La Madre Unión, Francisco Castaño 
Hurtado adquirió tierras a través de diversos comisionistas, entre ellos Luis 
Manuel Tordecilla. Conforme a la Sentencia de Restitución de Tierras 03 
del 20 de enero de 2005: 

FRANCISCO LUIS CASTAÑO compró varias tierras en la década de 
los noventa a ciertos vecinos y en efecto él aseveró que le compró 
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a SANTIAGO MODESTO LÓPEZ, DAGOBERTO TERÁN OSUNA 
y PABLO JOSÉ Y MANUEL TOSCANO, lo cual evidencia una 
acumulación de tierras en una zona con inestabilidad de orden público 
(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia, Sala Tercera Civil 
especializada en Restitución de Tierras. Sentencia de Restitución de 
Tierras 03, 2016, p. 31). 

Como se manifiesta en esa sentencia, el objetivo de adquisición de las 
tierras de Francisco Castaño era la explotación forestal (Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Antioquia, Sala Tercera Civil especializada en 
Restitución de Tierras. Sentencia de Restitución de Tierras 03, 2016, p. 
33), explotación que aún hoy desarrolla, en especial en el cerro La Madre, 
en cercanías a la comunidad de La Madre Unión.

En las comunidades de Caracolí Medio y Pueblo Bello los hermanos 
Leogardo y Rogelio de Jesús López Duque, actuando como testaferros 
de Vicente Castaño, adquirieron los predios de varias familias que fueron 
desplazadas, predios que luego serían dedicados a la ganadería extensiva. 
En febrero de 2016, los dos hermanos fueron detenidos y sindicados de 
pertenecer a la Casa Castaño, pues según la Fiscalía:

Leogardo López Duque, alias ‘Gallito’, sería uno de los testaferros del 
grupo paramilitar Casa Castaño, en quien Vicente Castaño depositó 
su confianza para disfrazar la verdadera propiedad, en esta zona del 
Urabá, y de paso para cometer diversos abusos y atropellos en la zona 
[...] entre tanto, Rogelio de Jesús López Duque habría sido otro de los 
comerciantes ganaderos que el grupo paramilitar utilizó para disfrazar 
la verdadera propiedad y delegarle la compra de tierras en territorios 
colectivos, para narcotraficantes amigos de la Casa Castaño, logrando 
el despojo de los predios. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Antioquia, Sala Tercera Civil especializada en Restitución de Tierras. 
Sentencia de Restitución de Tierras 03, 2016, p. 33)

Otro de los compradores de tierras, quien concentra unas seis mil hectáreas 
en el territorio colectivo, es Oscar Moisés Mosquera Piedrahita (Cinep/PPP 
2013, p. 80), el cual, acompañado de hombres armados o aprovechándose 
del contexto de violencia, adquirió terrenos en comunidades como La 
Loma, Bellavista-Tumaradocito, Macondo y Cuchillo Negro. Es importante 
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mencionar además que, conforme a la certificación emitida por la Fiscalía 
General de la Nación en el marco de la Sentencia 05 de 2015, el señor 
Mosquera Piedrahita se encuentra investigado por presunto delito de 
concierto para delinquir, por hechos sucedidos en el Urabá antioqueño 
(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Antioquia, Sala Tercera Civil 
especializada en Restitución de Tierras. Sentencia de Restitución de 
Tierras 05, 2015, p. 27).

Aunque se hicieron amenazas directas, la intimidación y el temor por el 
contexto de violencia generalizada que se vivió en el territorio fueron los 
principales móviles de las ventas que hicieron las familias de Cocolatu. 
Los contratos de compraventa, que fueron los más comunes en la zona, 
constituyeron una estrategia para apropiarse formalmente de los terrenos 
familiares, los cuales fueron realizados además pagando un valor muy 
bajo de la tierra.

La concentración de la tierra es tan alta que en manos de estos empresarios 
y paramilitares se encuentra el 95% de las tierras productivas del territorio 
legalmente titulado, mientras que la comunidad de   Cocolatu  dispone apenas 
de un 5%, esto teniendo en cuenta que las zonas bajas permanentemente 
inundadas e improductivas representan aproximadamente el 40% del 
territorio (Cinep/PPP, 2013, p. 82). 

Esta concentración de grandes extensiones de tierra, por parte de personas 
naturales o jurídicas ajenas a la comunidad del territorio, limita el uso y 
goce del territorio ancestral y legalmente titulado a Cocolatu, generando 
situaciones de confinamiento y restringiendo la voluntad de retorno de las 
familias y comunidades enteras que aún se encuentran en situación de 
desplazamiento. 

Sin embargo, las ventas forzadas y la concentración de la tierra a través de 
la violencia orquestada por la estructura paramilitar no han sido las únicas 
formas de despojo en el territorio. Otras de las formas de usurpación 
que se establecieron en Cocolatu fueron las adjudicaciones de baldíos, 
realizadas por el INCORA después del año 1991, en los territorios ocupados 
ancestralmente por la comunidad negra. Aunque desde los años sesenta 
dicho instituto adjudicó varios predios dentro de lo que posteriormente 
sería el territorio colectivo de Cocolatu, es importante tener en cuenta que, 
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tras el establecimiento del artículo transitorio 55 y de la Ley 70, los baldíos 
ocupados ancestralmente por comunidades negras solo era posible 
adjudicarlos a dichas comunidades.

Aunque en la comunidad de Cocolatu coexisten dos formas de relación 
jurídica con el territorio —títulos individuales adquiridos por adjudicaciones 
del INCORA y el título colectivo—, el proceso cultural, productivo y 
organizativo que demarca la comunidad étnica es el mismo, ya que han 
sido habitantes raizales, que tienen una historia compartida y comparten las 
mismas prácticas tradicionales de producción, localizadas y enraizadas en 
el territorio. No obstante, existen títulos individuales de terceros totalmente 
ajenos al territorio y a los procesos organizativos, que tienen intereses y 
formas de ocupación y uso contrarias a la Ley 70. 

4.3  Amenaza a la función ecológica de la propiedad 
por el establecimiento de proyectos productivos 
agroindustriales y explotación de recursos naturales 

En el caso de la usurpación de tierras y despojo en Cocolatu, resulta evidente 
que la arremetida paramilitar y toda la ola de violencia dirigida por los 
grupos armados desde mediados de los años noventa tuvo como objetivo 
principal cambiar los usos del suelo y las actividades productivas que 
allí realizaba la comunidad negra, para establecer proyectos productivos 
agroindustriales y explotar los recursos naturales. Aunque estas tierras y 
sus recursos estaban protegidos por diversas figuras legales —Ley 2.a 
de 1959, Reserva Natural Protectora del Río León, territorio colectivo 
de comunidades negras—, los empresarios y grupos paramilitares 
consiguieron cambiar el uso del suelo, explotar los recursos naturales, 
construir canales, cambiar los cursos de agua y secar ciénagas enteras sin 
que ninguna institución del Estado, local, regional o nacional, lo impidiera.

Una de las primeras empresas que generó cambios permanentes en el 
uso del suelo fue Maderas del Darién. Entre 1990 y 1997, esta empresa 
realizó un aprovechamiento forestal de 30 000 m3 sobre el cauce del río 
La Larga Boba, en más de 10 000 hectáreas (Defensoría del Pueblo, s.f., 
p. 7), lo que afectó a las comunidades de La Posa, Santo Domingo, Villa 
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Nueva, Caño de Oro, Calle Larga, California, Cuchillo Blanco, Los Cerritos, 
Bellavista-Tumaradocito y Peñitas.

Aunque los permisos de aprovechamiento forestal concedidos por 
CODECHOCÓ en 1993 incluyeron una cláusula según la cual los contratos 
deberían acogerse a lo estipulado en lo que entonces sería la Ley 70 de 
1993, los contratos suscritos entre esta entidad y la empresa continuaron 
siendo de tipo “único”, e implicaron la explotación definitiva del bosque, 
cuyo suelo sería destinado a usos diferentes del forestal (Defensoría del 
Pueblo, s.f.).

La explotación, encaminada al ecosistema de catival y a especies de alto 
valor comercial, como el cativo, el güino y el caracolí, devastó las áreas de 
bosque de esta zona y cambió las condiciones de uso del suelo de forma 
permanente. Además, la explotación implicó la realización de al menos 
ocho canales para la extracción de la madera, lo que afectó el curso de los 
ríos Larga Boba, La Pala y Los Chipes.

Es importante tener en cuenta que esta empresa tuvo un vínculo estrecho 
con los grupos armados, ya que, como lo manifestó alias ‘el Alemán’, en el 
Bajo Atrato: “Los madereros pagaban voluntariamente un impuesto del 5% 
sobre maderas finas y 3% sobre maderas ordinarias [...] esas empresas 
que aportaban eran Maderas del Darién y Tríplex Pizano” (Verdad Abierta, 
2008). Además, el máximo líder del Bloque Élmer Cárdenas sostuvo que 
para sus operaciones militares usaron la frecuencia de radio de dicha 
empresa:

Inicialmente utilizamos de manera inconsulta las frecuencias de 
Maderas del Darién, pero ellos nunca cambiaron de frecuencia. A 
partir de nuestra entrada a Riosucio (Chocó), ellos se convirtieron 
en uno de nuestros grandes aportantes para la guerra en esa región 
(Verdad Abierta, 2010). 

Las acciones de aprovechamiento forestal de Maderas del Darién dieron 
paso al establecimiento de otros proyectos agroindustriales en el territorio, 
en especial el de ganadería a gran escala, que ha sido el más extendido 
en las tierras usurpadas de Cocolatu. Tras la explotación realizada por 
Maderas del Darién y los cambios permanentes en el suelo se generaron 
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condiciones propicias para el establecimiento de pastos y de ganadería 
en los alrededores del cerro El Cuchillo y la comunidad de La Larga Boba. 
Así, en el año 2007 la Defensoría del Pueblo manifestaba que:

[…] en las regiones del Bajo Atrato y del Darién se presenta un avance 
exponencial en los cambios del uso del suelo (bosque natural por 
zonas de ganadería o agricultura), lo que genera destrucción de los 
ecosistemas naturales y de la frágil diversidad endémica que posee la 
región (Defensoría del Pueblo, 2007, p. 2).

El fenómeno de fincas ganaderas que siguió al desplazamiento forzado 
y al abandono de las comunidades se estableció sobre los espacios 
sociales y culturales de vida de las familias de Cocolatu. Así, se calcula 
que en el territorio colectivo existen aproximadamente 30 000 hectáreas 
dedicadas a la ganadería extensiva, y más de 20 000 cabezas de ganado 
de tipo cebú, brahmán y criollo (El Espectador, 2016). Además, se ha 
introducido una gran cantidad de búfalos (Bubalus bubalis) en varias de 
las fincas ganaderas, generado grandes daños ambientales y sociales. 
Debido a que esta especie se adapta a las zonas inundadas, los búfalos 
son introducidos en los ríos, ciénagas y caños, que terminan contaminados 
por sus excrementos, lo que hace que estas aguas no sean aptas para 
el consumo humano, generando alergias, intoxicaciones y enfermedades 
gastrointestinales, además de afectar la fauna que se encuentra en los 
cuerpos de agua, en especial los peces.

Para la introducción de ganado los ocupantes —empresarios, 
administradores y trabajadores de las fincas— generaron una gran 
deforestación de las zonas de bosque, acabando con especies de gran 
valor ambiental como el cativo, el cedro güino, el bálsamo, el olleto, la ceiba, 
el roble, el cedro y el caracolí, entre otros. Además, esta deforestación 
generó graves afectaciones en la fauna local, que encontraba en estos 
bosques su hábitat.

La desviación de cuerpos de agua para adecuar los terrenos a la ganadería 
y el establecimiento de pastizales fue común en todo el territorio. Los 
finqueros abrieron canales, cambiaron cauces de ríos y secaron las ciénagas 
para mejorar las condiciones de las haciendas, afectando los principales 
ríos y quebradas del territorio. Esto ha generado una reducción de la 
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disponibilidad hídrica para las comunidades, así como la disminución 
de la fauna íctica y de otros animales.

La actividad ganadera en  Cocolatu  ha sido implementada bajo la 
moda-lidad de uso extensivo y exhaustivo de los suelos delicados del 
territorio, generando erosión y deteriorando la estructura de los suelos 
que, como lo manifestaba el INCORA en el año 2000, son suelos lavados 
por las altas precipitaciones y que solo permitían prácticas de manejo 
especiales desarrolladas por las minorías étnicas presentes en la 
subregión. 

Es importante anotar que los pocos remanentes de bos que existentes 
en las haciendas han venido siendo explotados recientemente, en 
especial el cerro La Madre, el cerro El Cuchillo y en las áreas aledañas 
a la comunidad de Las Lomitas, que eran las zonas más conservadas 
del título colectivo. La explotación forestal es realizada por grupos de 
aserradores contratados, que cortan y movilizan la madera por los 
canales y carreteras a varias zonas del país. Como lo ha denunciado la 
Defensoría del Pueblo, los grupos postdesmovilización —en especial 
las AGC— controlan esta actividad, como lo hacían otros antes del 
acuerdo, en especial el Bloque Élmer Cárdenas. 

La Defensoría del Pueblo ha manifestado que en municipios como 
Riosucio, Carmen del Darién y Belén de Bajirá, hombres armados 
controlan la actividad social y comercial a través de milicias o “urbanos”, 
que controlan el comercio, los préstamos, la compraventa y todas las 
cadenas de la madera (Defensoría del Pueblo, 2009, pág. 4).

Por otro lado, al igual que en otros territorios colectivos de la subregión 
del Bajo Atrato —Curbaradó, Jiguamiandó y Pedeguita-Mancilla—, los 
empresarios y empresas que usurparon la tierra han venido estableciendo 
cultivos de palma aceitera. La Defensoría del Pueblo denunció en el 
año 2002 que existía un proyecto dirigido a Chocó y Antioquia para 
la siembra de 20 000 hectáreas de palma por las empresas Urapalma 
y Asopalma, con el apoyo de instituciones del Estado como el Banco 
Agrario y el Ministerio de Desarrollo y Agricultura (Defensoría del Pueblo, 
2005). El proyecto incluía varios territorios colectivos, entre esos el de 
Cocolatu. Así, en el año 2003, Urapalma se reunió repetidas ocasiones 
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con miembros de la comunidad de Cocolatu para adelantar el proyecto 
en el territorio colectivo (Defensoría del Pueblo, 2005, pág. 14).

Aunque se han hecho diversas denuncias y emitido sentencias y tutelas 
relacionadas con el cultivo de palma, en los territorios de Curbaradó y 
Jiguamiandó se han reducido las acciones de las grandes empresas 
palmeras y en el territorio colectivo de los ríos La Larga y Tumaradó vienen 
creciendo progresivamente los cultivos (Cifuentes, 2016).

Uno de esos cultivos se encuentra en la comunidad de Cetino 1 —en los 
límites con Curbaradó—, comunidad donde las familias se desplazaron 
tras el ingreso de 80 hombres armados de las AUC hace unos años. Allí, 
las empresas Urapalma y Agropalma sembraron más de 200 hectáreas de 
palma de aceite en el territorio de Curbaradó, mientras en Cocolatu el señor 
Jesús Correa —quien posee tierras en los dos territorios colectivos— tiene 
una hacienda ganadera y un cultivo de palma. 

Su ocupación fue declarada ilegal en la Sentencia 0073 del 5 de octubre 
de 2009, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Chocó, 
por medio de la cual se le ordena suspender las actividades productivas 
y la ocupación. No obstante, el cultivo y la ocupación continúan en una 
parte del territorio de Cocolatu. Debido al establecimiento de esta finca, 
los habitantes de la comunidad de Cetino 1 perdieron el acceso al río 
Curbaradó y con ello la conexión con comunidades aledañas, que se 
hacían por vía fluvial. Además, las familias que vivían en la zona donde 
se estableció el cultivo de palma no han podido retornar al territorio y se 
encuentran en situación de desplazamiento.

En Bellavista-Tumaradó se desarrolla otro cultivo de palma de aceite. De 
esa comunidad, todas las familias salieron desplazadas tras el ingreso 
de un grupo de paramilitares en 1996. Allí Dorance Romero o ‘Wilmer 
Romero’, Ángel Adriano Palacios y Oscar Mosquera adquirieron los 
territorios, adaptándolos para la ganadería extensiva, pero en el año 2014 
se estableció un semillero y un cultivo de palma de aproximadamente 600 
hectáreas.

El cultivo de palma —al igual que la ganadería— implica la deforestación y 
el cambio del uso del suelo; además, la construcción de canales y caños 
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para asegurar la irrigación del suelo ha cambiado los cauces de los ríos, 
afectando la fauna y la flora de la región.

En general, el establecimiento de cultivos de palma, las grandes haciendas 
ganaderas y la explotación forestal cambiaron casi por completo el uso 
del suelo del territorio de Cocolatu, generando graves daños ambientales 
y sociales, algunos de los cuales son irreparables. La diversidad y 
heterogeneidad que caracterizaban al territorio, y que fueron protegidas 
y mantenidas por la comunidad negra durante todo el siglo XX, fueron 
transformadas en menos de diez años por un paisaje homogéneo, en el 
que priman los pastos, el ganado y la palma aceitera. 

La deforestación, tanto para el aprovechamiento forestal como para 
la adecuación de haciendas y monocultivos, degradó ecosistemas 
estratégicos como el catival, cuya principal especie asociada, el cativo 
(Prioria copaífera), está registrada en el libro rojo como especie en peligro, 
y aunque antes ocupaba una gran parte del territorio colectivo, en la 
actualidad ha desaparecido de esta zona. Pero el cativo no es la única 
especie maderable en peligro que fue diezmada del territorio de Cocolatu, 
otras como el choibá (Dipteryx oleifera), el nogal (Huberodendron patinoi) 
y el algaborro o cedro (Quercus humboldtii) se encuentran catalogadas 
como especies vulnerables, y su población al interior del territorio colectivo 
es cada vez más escasa (Cárdenas & Salinas, 2006). 

Por otra parte, el desvío de ríos y quebradas, así como la construcción de 
canales para la movilización de la madera y para el establecimiento de 
grandes haciendas, generó el desecamiento de ciénagas y otros cuerpos 
de agua, afectando la fauna íctica, aves, mamíferos y otras especies, 
además de reducir la disponibilidad hídrica para la comunidad de Cocolatu. 
De esta forma, un pez como el bocachico (Prochylodus magdalenae), que 
es central en la dieta de las familias del territorio, se encuentra cada vez 
más escaso y está catalogado en el libro rojo como especie en peligro 
crítico (IIAP, 2013, pág. 87). 

Aves asociadas a los cuerpos de agua como el gavilán caracolero o 
cienaguero (Buteogallus meridionalis y Busarellus nigricollis), el pato (Anas 
discors), la garza tigre (Tigrisoma mexicanum), la garza (Ardea alba), el 
garzón (Ardea herodias), la pava de monte (Penelope purpurascens), entre 
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otras que están muy diezmadas en el territorio, se encuentran catalogadas 
como especies en peligro (IIAP, 2013, pág. 92 - 93).

La pérdida de hábitat ha llevado a la disminución sustancial de mamíferos 
que antes eran comunes en todo el territorio, como el tigrillo (Leopardus 
pardalis, Leopardus weidii), el mico aullador negro (Aloauatta palliata), la 
nutria (Lontra longicaudis) y el jaguar o tigre (Panthera onca), que en la 
actualidad están catalogados como especies vulnerables. En cuanto otros 
mamíferos, como la guagua (Cuniculus paca), el perro de monte (Potos 
flavus), el cusumbo (Nasua nasua) y la ardilla (Sciurus granatensis), se 
encuentran catalogados como especies en peligro y en peligro crítico (IIAP, 
2013, pp. 99-100).

Sin duda, la función social y ecológica de la propiedad de Cocolatu —la 
cual busca beneficiar a toda una colectividad y proteger los ecosistemas 
haciendo efectivos los derechos ambientales— se ha visto amenazada por 
todos los cambios de uso del suelo generados por terceros y facilitados 
por el conflicto armado. 

Hoy, el Consejo Comunitario como sujeto colectivo tiene la obligación de 
conservar, mantener y propiciar la regeneración de la vegetación protectora 
de los cuerpos de agua, para garantizar la persistencia de los ecosistemas 
especialmente frágiles, así como la protección y conservación de las 
especies de fauna y flora silvestre vulnerables o en peligro de extinción. Sin 
embargo, el conflicto armado y la usurpación de las tierras atenta contra el 
cumplimiento de esta labor, y con ello amenaza la sostenibilidad ambiental 
de un área de especial conservación para el país, además de poner en 
riesgo la pervivencia social y cultural de la comunidad negra de Cocolatu, 
que se encuentra arraigada a este territorio y a sus recursos naturales.

4.4  Las dificultades de los procesos de retorno y 
restitución de derechos en el contexto de violencia y 
despojo 

Como lo evidencia la línea del tiempo para Cocolatu (ver Figura 3), los 
procesos de retorno de las familias desplazadas se iniciaron tras la titulación 
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colectiva y de forma paralela al establecimiento de fincas ganaderas, 
palmeras y de explotación forestal. 

Desde el año 2001, algunas familias desplazadas comenzaron a retornar 
al territorio, la mayoría de ellas  iniciativa propia y sin ningún tipo de apoyo 
o acompañamiento de instituciones del Estado. Esto no ha significado 
el restablecimiento de los derechos territoriales de la comunidad, ni el 
desarrollo de un proceso de retorno completo y acorde a lo determinado 
por la ley. Primero, porque apenas un 20% de las familias desplazadas 
han realizado acciones de retorno32, y segundo, porque la mayor parte del 
territorio se encuentra en manos de terceros, que han transformado el uso 
del suelo y las dinámicas de vida en la zona, dificultando la reintegración 
económica, social y organizativa de las familias en sus tierras.

A pesar de las sentencias, autos y otras herramientas jurídicas que se 
han dispuesto para el restablecimiento de los derechos territoriales de la 
comunidad, la situación en el territorio colectivo es tensa, no solo por la 
presencia y control vigente de grupos armados al margen de la ley, sino 
por las acciones que han realizado empresarios, administradores y otros 
terceros para defender sus ocupaciones y proyectos agroindustriales. A 
esto se ha sumado la llegada de trabajadores foráneos, traídos y atraídos 
por las fincas y proyectos productivos que se han establecido en el territorio 
de Cocolatu. 

La adecuación de las haciendas ha demandado una gran cantidad de 
mano de obra: empresarios, empresas y administradores han impulsado 
la llegada de varias personas ajenas al territorio, que han ocupado la 
tierra de las familias desplazadas o que terminaron vinculándose a las 
comunidades luego que la demanda de mano de obra se aminoró tras 
el establecimiento de las haciendas. De esta forma, cerca de un 40 % de 
las familias que en la actualidad viven en el territorio son nuevas en él, y 
llegaron tras el desplazamiento de los habitantes tradicionales.

Por otro lado, desde el año 2008 se ha presentado un auge de retornos 
voluntarios sin acompañamiento; muchos de estos han sido por vías 
de hecho: así, las familias han ocupado las tierras de las que fueron 

32  Entrevista colectiva a la Junta Directiva de Cocolatu (2015), entrevistada por Cinep/PPP, 
Riosucio (Chocó).
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desplazadas y que hoy en día hacen parte de grandes fincas palmeras y 
ganaderas. Administradores, trabajadores y empresarios han defendido 
las ocupaciones de empresarios y actores armados de forma violenta, 
atacando por medio de cuerpos de seguridad privada a las familias 
retornadas, lo que ha llevado a nuevas olas de violencia contra las familias 
de la comunidad y ha generado nuevos desplazamientos.

Un caso claro de esta situación ha ocurrido en la comunidad de Macondo 
y otras comunidades de la Zona 4, donde los pobladores tradicionales 
retornaron sin acompañamiento institucional desde el año 2008. Repetidas 
veces, las personas que retornaron han sido amenazadas, les han dañado 
sus cultivos, animales y casas, y han tenido que desplazarse nuevamente 
(Cifuentes, 2016). Además, los administradores de las fincas que hoy 
concentran la tierra del territorio colectivo han solicitado operativos de 
desalojo, o incluso desalojos forzados, realizados por la fuerza pública y 
en connivencia con funcionarios públicos de alcaldías de Turbo y Mutatá. 

En la comunidad de La Madre Unión se han presentado otros hechos que 
ilustran las dificultades de los procesos de retorno. Allí, algunas de las 
familias retornadas establecieron una zona humanitaria y de biodiversidad 
—comunidad acompañada por la organización no gubernamental 
Comisión Intereclesial de Justicia y Paz— como estrategia de protección 
frente al empresario que ocupó y concentró la tierra, así como de los 
actores armados que controlan el territorio.

Por medio de la alcaldía de Riosucio, los ocupantes consiguieron realizar 
varios intentos de desalojo, pero con la intervención de la Defensoría 
del Pueblo y las autoridades étnico territoriales se logró que el Juzgado 
Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de 
Quibdó, mediante el Auto Interlocutorio 00181 del 12 de diciembre de 2014, 
ordenara medidas cautelares para proteger, no solo a los retornantes33 
de la comunidad de La Madre Unión, sino a todas las comunidades del 
territorio colectivo. 

33  Se entiende con el término de retornantes, no solo a los reclamantes de tierras quienes se 
acogieron a los distintos marcos de restitución de tierras y pudieron regresar a los predios de los 
cuales habían sido despojados, sino especialmente a ese conjunto de poblaciones que decidieron 
tomar acciones por su cuenta para “retornar sin acompañamiento estatal” a las tierras reclamadas 
como suyas.
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Mediante este auto, el juez ordenó a las autoridades pertinentes abstenerse 
de realizar diligencias de lanzamiento o desalojos en contra de las 
comunidades de Cocolatu hasta tanto no se haya surtido el proceso de 
restitución de tierras y se determinen los legítimos propietarios del territorio 
(Auto Interlocutorio 00181. Medida de protección a favor del Consejo 
Comunitario La Larga y Tumaradó, 2014).

El retorno tras varios años de desplazamiento ha sido tormentoso para las 
familias de Cocolatu, en medio de un contexto local y regional controlado 
por empresarios y actores armados. Aunque se han realizado retornos 
de hecho, la comunidad ha iniciado diversos procesos legales para la 
recuperación de su territorio. Mientras algunas familias han avanzado 
en la defensa de sus derechos por medio de la Ley 70 de 1993 y, en los 
últimos años, en la restitución de derechos territoriales por medio del 
Decreto Ley 4635 de 2011, otras han iniciado procesos de defensa de 
sus tierras de forma individual por medio de la Ley 975 de 2005, conocida 
como Ley de Justicia y Paz, y de la Ley 1448 de 2011, valiéndose de los 
títulos individuales adjudicados por el INCORA.

Sin embargo, esta situación ha generado nuevos conflictos, que evidencian 
la complejidad del proceso de despojo de tierras y de los mecanismos de 
defensa del territorio que ha emprendido la comunidad de Cocolatu. Un 
ejemplo de dicha complejidad son los procesos de restitución iniciados 
por familias de la comunidad de Guacamayas, por medio de la Ley 975 de 
2005. Estos procesos fueron fallados en contra de las familias en el 2014, 
cuando un magistrado con funciones de control de garantías de Medellín 
decidió, en primera instancia, no restituir doce predios en disputa, tras 
considerar que no probaron el despojo ni la situación de zozobra que 
los llevó a vender a bajo precio (Verdad Abierta, 2014). Dicha sentencia 
fue ratificada por la Corte Suprema de Justicia a comienzos del año 
2016, afirmando que: “No se probó que los reclamantes fueron objeto de 
despojo de sus bienes inmuebles, a pesar de lo que adujeron repetidas 
veces la Fiscalía y los apoderados de las presuntas víctimas” (Verdad 
Abierta, 2016a).

A pesar de lo anterior, se han proferido seis sentencias en la misma zona 
por medio de la Ley 1448, la mayoría de las cuales han fallado a favor de las 
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familias desplazadas, donde los jueces han considerado que sí ha habido 
despojo (Verdad Abierta, 2016a). No obstante, aunque habían establecido 
el despojo, la mayoría de los fallos consideraron la compensación de los 
predios, debido a que estos se ubicaban en una zona delimitada, por ser 
parte de la Reserva del Río León o por estar en suelos inundables. Pero el 
8 de julio de 2016, el Tribunal Superior de Antioquia generó un nuevo fallo 
por medio del cual mandó a modular las órdenes de algunas de dichas 
sentencias, cambiando la compensación por la restitución real de los 
predios (Verdad Abierta, 2016c).

En este punto, cabe señalar que, solo en el caso de la comunidad de 
Macondo, se han interpuesto 203 solicitudes de restitución de predios 
ubicados en dicho corregimiento (Verdad Abierta, 2016b); además, se han 
rechazado varias solicitudes por carecer de derechos de propiedad sobre 
los predios (Verdad Abierta, 2015). Sin embargo, esta comunidad solo es 
una parte del territorio colectivo y, aunque existen casos particulares, toda 
la comunidad de Cocolatu ha sido víctima del despojo y de la violación 
sistemática de sus derechos. Pese a que en el año 2014 se inició el proceso 
de restitución colectiva a través del Decreto Ley 4635 de 2011, aún no 
existe una sentencia directa que permita agilizar los procesos del Estado 
en relación con el retorno, la protección y la restitución de derechos de 
esta comunidad étnica.

Así las cosas, mientras las familias del territorio se esfuerzan por 
permanecer, retornar, recuperar y defender el territorio que le es propio, 
sus estrategias y mecanismos de defensa encuentran resistencia tanto 
en el campo jurídico y político como en la cotidianidad territorial, donde 
empresarios, administradores de fincas y actores armados defienden con 
violencia los proyectos productivos y las ocupaciones conseguidas con la 
dramática violación de los derechos de la comunidad de Cocolatu. 

En últimas, lo que este escenario evidencia es una gran afectación generada 
por el conflicto armado y el despojo de las tierras: la fragmentación de 
los procesos organizativos que las comunidades venían desarrollando 
antes del desplazamiento, y con ello la dificultad del Consejo para edificar 
formas organizativas, en un nuevo contexto social con actores políticos, 
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económicos y sociales que aún tienen control, poder e intereses en el 
territorio.

Con el panorama anteriormente descrito, detallaré el devenir histórico 
y puntualizaré los hechos más importantes de la estrategia que han 
implementado la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas-Dirección de Asuntos Étnicos y Dirección Territorial 
de Antioquia —y otras instituciones responsables—, la Defensoría del 
Pueblo —y las ramas del poder judicial— y el Juzgado Primero Civil 
del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó, para el 
restablecimiento de los derechos territoriales que han sido vulnerados 
en el territorio de Cocolatu, a más de cuatro años de implementación del 
Decreto Ley 4635 de 2011.
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5  EL PROCESO DE RESTITUCIÓN DE 
DERECHOS TERRITORIALES ÉTNICOS DEL 
CONSEJO COMUNITARIO DE LOS RÍOS LA 
LARGA Y TUMARADÓ – Cocolatu

5.1  Origen del proceso de restitución de derechos 
territoriales 

A partir de una investigación realizada por Cinep/PPP (año 2009), la URT 
adelantó estudios preliminares, solicitó y consolidó información básica 
secundaria de diferentes fuentes institucionales, e inició de oficio los 
trámites necesarios para adelantar la focalización del territorio de Cocolatu 
—Resolución RZE 0052 fechada el 10 de septiembre de 2014—, de acuerdo 
al artículo 115 del Decreto Ley 4635 de 2011.

Esta investigación habría identificado un fenómeno de concentración de 
la tierra por parte de terceros ajenos al territorio, en el marco del conflicto 
armado interno y por factores subyacentes y vinculados al mismo: 

[...] en términos de posesión de tierras en  Cocolatu las comunidades 
poseen el equivalente al 5 % (5697,35 ha) del territorio colectivo, 
los poseedores de mala fe poseen un aproximado del 51 % (55 100 
ha) del territorio, los posibles títulos individuales existentes en el 
territorio colectivo ocupan un 3 % (2689,2ha) y el 41 % (43 622,63 
ha) restante serian consideradas tierras bajas, se podría deducir que 
aproximadamente más del 90 % de las tierras productivas ubicadas 
en el territorio colectivo están en manos de ocho (8) poseedores de 
mala fe. (Cinep/PPP, 2013, p. 63)
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Teniendo en cuenta lo anterior, la URT solicitó al Cinep/PPP —por medio 
de contrato J701A-042— la identificación de las afectaciones y daños al 
territorio colectivo, a fin de elaborar el informe técnico de caracterización 
de afectaciones territoriales en el caso focalizado, de conformidad con los 
requisitos legales en el marco del Decreto Ley 4635 de 2011. El plazo de 
ejecución fue de cuatro meses a partir de la firma del contrato (marzo de 
2014), y tuvo dos adiciones en tiempo: el Cinep/PPP finalizó el compromiso 
en noviembre del año 2015. 

Cumplido el objeto del contrato, y constituyéndose el informe en 
herramienta central con la que cuenta la Unidad de Tierras para la 
definición de la procedencia de una actuación judicial, para la protección 
de los derechos colectivos territoriales de Cocolatu, el Cinep/PPP identificó 
cinco grandes afectaciones a los derechos colectivos territoriales de la 
comunidad étnica por factores subyacentes y vinculados al conflicto 
armado interno: a) Presencia y control social por parte de actores armados 
de distinta índole y terceros ajenos al territorio; b) Una transformación de 
las formas tradicionales de ocupación y poblamiento; c) Grandes rupturas 
y transformaciones de formas culturales ancestrales y, de este modo, una 
reconfiguraron radical de la vida de las comunidades en materia cultural; 
d) Acciones que facilitaron la usurpación de la tierra, el desarraigo y la 
desterritorialización material y simbólica de sus habitantes, empleando la 
violencia como mecanismo en el marco del proceso de despojo, y en el 
que se vinculan el abandono y el confinamiento como causa o efecto, y e) 
Un rompimiento de la economía local tradicional y cambios radicales del 
uso del suelo.

Así las cosas, y como resultado del análisis conjunto entre la Junta 
Directiva de Cocolatu, el /PPP, la URT y la Defensoría del Pueblo en torno a 
los resultados del informe de caracterización, la propuesta del Cinep/PPP 
es motivar un procedimiento administrativo de resolución de controversias 
intraétnicas e interétnicas al interior del Consejo, amparado en el artículo 
131 del Decreto Ley 4635 de 2011.

Lo anterior, basado en las siguientes realidades territoriales: a) La existencia 
de comunidades con variadas formas de organización política al interior 
del Consejo Comunitario, que no se relacionan ni se autorreconocen 
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como parte del sujeto colectivo —juntas de acción comunal, comunidades 
sin organización política o zonas humanitarias y de biodiversidad—, 
y b) La historia común de ocupación y poblamiento del Consejo para 
comunidades reconocidas como parte del sujeto colectivo y aquellas no 
autorreconocidas, quienes han ocupado de manera histórica el territorio, 
y que comparten prácticas culturales, religiosas, productivas, deportivas, 
entre otras, escenario que valida la generación de un procedimiento de 
autorreconocimiento, y que busca garantizar derechos étnico territoriales 
a todos los habitantes del territorio.

Por otro lado, como resultado de esos espacios de reflexión conjunta y 
dada la complejidad de las dinámicas territoriales, la URT y la Defensoría 
del Pueblo solicitó ante el juez primero civil del Circuito Especializado en 
Restitución de Tierras de Quibdó la adopción preventiva de una medida 
cautelar —Auto Interlocutorio 00181 del 12 de diciembre de 2014—, con la 
determinación de garantizar la protección a los derechos étnico territoriales 
de los habitantes del territorio, sustentada en las múltiples acciones 
policivas motivadas por los opositores como estrategia de defensa de los 
derechos que presuntamente pretenden hacer valer en sede judicial.

Planteado este panorama general, que identifica las dos grandes acciones 
realizadas por las principales entidades públicas en fase administrativa, 
en aplicación de la Ley 1448 de 2011 y el Decreto 4635 de 2011 y en el 
marco del proceso de restitución de derechos territoriales en Cocolatu, 
a continuación describiré sus características generales, momento clave 
del estudio de caso para vislumbrar los escenarios cuellos de botella que 
complejizan la restitución de tales derechos territoriales. 



Territorios en disputa: restitución de tierras en el Consejo Comunitario de la 

Larga y Tumaradó, subregión del bajo Atrato (Chocó)

69

5.2  Acciones adelantadas por la Unidad de Restitución 
de Tierras en el territorio de Cocolatu 

5.2.1  Medida cautelar para la protección de Cocolatu

La medida cautelar34 —Auto Interlocutorio 00181 del 12 de diciembre de 
2014— en el territorio colectivo de Cocolatu se originó como respuesta 
a unas acciones policivas de lanzamiento por ocupación de hecho35, 
motivadas por uno de los grandes ocupantes y opositores en el 
proceso de restitución —Darío Montoya—, en razón de los retornos sin 
acompañamiento estatal que realizaron las victimas de desplazamiento 
forzado considerados habitantes históricos del territorio. 

Así, la Defensoría del Pueblo y la URT solicitaron ante el juez civil del Circuito 
Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó la adopción de medidas 
cautelares en el territorio colectivo, sustentadas en los hechos violentos 
padecidos por la población retornante y amparadas en el artículo 116 del 
Decreto Ley 4635 de 2011, que contempla la posibilidad de decreto de 
medidas de protección, cuando se probare que los territorios son objeto 
de hechos violentos o que vulneren los derechos fundamentales de las 
comunidades. 

Mediante el Auto Interlocutorio, el Juzgado Primero Civil del Circuito 
Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó reconoció que lo 
solicitado por la Defensoría del Pueblo y la URT se enmarcaba dentro de 
las condiciones de urgencia, posibles amenazas y efectivas violaciones de 
los derechos territoriales de las comunidades pertenecientes al Consejo 
Comunitario, dado que se configura una amenaza inminente contra el 

34  Para la Corte Constitucional (Sentencia C-379 de 2004), las medidas cautelares son aquellos 
instrumentos con los cuales el ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el 
proceso, la integridad de un derecho controvertido en ese mismo proceso. De esa manera, el 
ordenamiento protege preventivamente a quien acude a las autoridades judiciales a reclamar un 
derecho, con el fin de garantizar que la decisión adoptada sea materialmente ejecutada.
35  Cuando alguna finca ha sido ocupada de hecho, sin que medie contrato de arrendamiento 
ni consentimiento del arrendador, el jefe de policía ante quien se presente la queja se trasladará 
al lugar en donde esté situada la finca dentro de las cuarenta y ocho horas después de la 
presentación del escrito de queja; si los ocupantes no exhiben el contrato de arrendamiento, o 
se ocultan, procederá a verificar el lanzamiento sin dar lugar a recurso alguno ni a diligencia que 
pueda demorar la desocupación de la finca (Ley 57 de 1905, Art. 15).
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territorio, haciendo viable la intervención del juez (Juzgado Primero Civil 
del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó, 12 de 
diciembre de 2014).

Por ello el juez, en ejercicio de sus funciones, procedió a decretar las 
siguientes medidas, con una vigencia de un año, bajo el presupuesto de 
que durante ese periodo la URT pudiese radicar la demanda de restitución 
de derechos territoriales: 

a)	 Ante la inminencia de una diligencia de desalojo, decretar como 
medida provisional de urgencia su suspensión. Aunque inicialmente 
la medida buscaba proteger unas familias de la comunidad de La 
Madre Unión frente al desalojo, el proceso terminó tratándose de 
una medida cautelar en favor de todo el territorio colectivo.

b)	 En dicho auto se reconoce, además, la existencia de elementos 
probatorios que dan cuenta de una posible participación de 
terceros ajenos al territorios en las afectaciones de los derechos 
de las comunidades con la siembra de palma aceitera. 

c)	 Respecto a las medidas de seguridad, se señaló en el Auto que 
estas deberán adoptarse para las personas que habitan el territorio, 
previo estudio de seguridad urgente, serio y eficaz que la UNP 
realice de manera colectiva. 

d)	 A la Unidad Nacional de Protección (UNP), al Comité de Evaluación 
de Riesgos y Recomendación de Medidas (CERREM) y al Ministerio 
de Defensa ordenó a adoptar medidas que garanticen la seguridad, 
la vida, la libertad y la integridad de las personas retornadas.

e)	 Ordenó también elaborar un censo de las personas retornadas 
sin acompañamiento y de reclamantes de tierras, así como de 
los líderes de la comunidad y de las personas y familias que han 
sido desalojadas de manera violenta o a través de alguna acción 
judicial o policiva (Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado 
en Restitución de Tierras de Quibdó, 2014, p. 28).
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f)	 Por último, a la Superintendencia de Notariado y Registro ordenó 
detener las transacciones de cualquier naturaleza que impliquen 
la transferencia de tenencia, posesión, ocupación o propiedad en 
el territorio colectivo. En el mismo sentido, se ordenó a los jueces 
la suspensión de los procesos en razón de acciones de domino, 
pertenencia, o cualquier otro que implique legalización de tierras, 
que se encuentren dentro del área del territorio colectivo (Juzgado 
Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras 
de Quibdó, 2014, p. 28). 

Igualmente, en consideración de la disposición decimocuarta del Auto 
ordenó la conformación de una comisión interinstitucional integrada 
por entidades públicas del orden regional y nacional, responsables 
de implementar el proceso de restitución —URT, Defensoría, Unidad de 
Víctimas, Departamento de Prosperidad Social, Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, Alcaldías de Turbo, Riosucio, entre otras—, con la 
intención de generar un proceso de diálogo armónico, comprender las 
razones del conflicto y buscar soluciones. 

Luego de seis reuniones de este espacio durante 2015, y resultado de 
una conversación informal en la ciudad de Apartadó (Antioquia) con un 
funcionario de la Procuraduría Delegada para Restitución de Tierras, se 
me informó que, de acuerdo a una revisión que la Procuraduría realizó 
a las órdenes judiciales de la medida cautelar, se encuentra que existen 
varias órdenes que aún no se cumplen, resaltando la Procuraduría que se 
verificará si este incumplimiento se debe a la renuencia de las entidades 
comprometidas, o a que las ordenes de alguna u otra forma exceden la 
capacidad institucional.

Con el anterior escenario, llegada la fecha de vencimiento de las medidas 
de protección territorial (12 de diciembre de 2015) y teniendo en cuenta 
que la URT no había a ese momento logrado terminar la fase administrativa 
del proceso de restitución, así como la persistencia de hechos violentos 
padecidos por la población retornante, especialmente en la zona 4 del 
territorio colectivo, nuevamente el juez civil del Circuito Especializado en 
Restitución de Tierras de Quibdó, mediante el Auto 193 de 2015, decidió 
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prorrogar por un año más las medidas impartidas, no sin antes reiterar a 
las entidades públicas la ejecución de las órdenes dadas.

Meses después de generada la prórroga, y nuevamente con idéntico 
panorama de incumplimiento para la ejecución de las ordenes, la 
Defensoría del Pueblo y el Cinep/PPP motivaron al juez a realizar una 
comisión de seguimiento a las medidas cautelares en el territorio colectivo; 
dicha comisión fue ordenada mediante el Auto 0096 de 2016 y se llevó a 
cabo entre los días 10 al 13 de mayo de 2016. 

Del seguimiento realizado, el juez pudo conocer de la enorme insatisfacción 
de parte de las comunidades protegidas por el Auto 00181 de 2014, así 
como de una serie de denuncias y peticiones elevadas por los empresarios 
presuntamente afectados con las órdenes impartidas. Como resultado de 
la visita, el juez expide un auto interlocutorio, el 153 de diciembre de 2016, 
en el cual nuevamente se prorrogan las medidas cautelares y se dispone 
lo siguiente en el aparte resolutivo: 

a)	 Prorrogar la medida cautelar por un término de seis meses (junio 
15 de 2017). 

b)	 Ordenar a la URT presentar la demanda de restitución de derechos 
territoriales en el plazo de prórroga de la medida cautelar.

c)	 Ordenar la elaboración de un censo de los retornados de las 
comunidades de Macondo y Cuchillo Negro.

d)	 Ordenar la salida del territorio colectivo de Cocolatu de todas 
aquellas personas que retornaron con posterioridad al 12 de 
diciembre de 2014.

e)	 Ordenar a la URT aclarar si las personas solicitantes en los procesos 
individuales pertenecen o no al Consejo Comunitario.

f)	 Ordenar a los juzgados de restitución de tierras de Apartadó, y a la 
Sala Especializada del Tribunal Superior de Antioquia, suspender 
los trámites de los procesos de restitución de tierras que adelanta 
la Unidad con respecto a los predios individuales traslapados con 
el territorio colectivo. 
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A pesar de la existencia del Auto 153 que ordenó —en su orden segunda— 
a la URT el interponer la demanda en un término definitivo de seis meses, 
so pena de las sanciones a las que haya lugar, y debido al silencio de 
la Unidad, y a la pobrísima falta de comunicación de la misma con la 
Junta Directiva de Cocolatu frente al estado y los avances del proceso de 
restitución de derechos territoriales. Esto porque no se había socializado 
el informe técnico de caracterización ni las pretensiones de la demanda, 
no se conocía el resultado de las jornadas de resolución de controversias 
intraétnicas e interétnicas en el interior del Consejo, y no había fecha para 
el desarrollo de la Asamblea Delegataria para la socialización del informe 
técnico de caracterización y la demanda. Así, a poco menos de dos días 
calendario para la finalización de la temporalidad del Auto Interlocutorio, 
el Consejo radicó un memorial al juez de Quibdó, en el que manifiesta 
una seria inconformidad frente al inminente incumplimiento de la medida 
cautelar. 

El 16 de junio de 2017, el juez expide un nuevo auto interlocutorio (el 
0053), en el cual manifestó preocupación por la actitud dilatoria de parte 
de la URT frente a la no presentación de la demanda de Cocolatu y, por 
ende, el incumplimiento de las múltiples órdenes impartidas. De este 
modo, se puso en evidencia que nuevamente se prorrogaron las medidas 
cautelares y se ordenó compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación, 
a la Procuraduría Regional del Chocó, a la Oficina de Control interno de 
la Unidad y a la Sala Disciplinaria de Consejo Superior de la Judicatura, 
en contra de Elkin Rocha Noriega como director de la URT-Territorial 
Urabá. Asimismo, se le ordenó a la Dirección de Asuntos Étnicos de la 
Unidad que asumiera el liderazgo y la continuidad del proceso, además 
del cumplimiento inmediato de las órdenes impartidas en los autos del 
proceso en curso.

Ante este complejo panorama, entre los meses de julio y agosto de 2017 
se desarrollaron múltiples reuniones, cuyo objetivo era el de socializar 
los documentos y procedimientos relevantes construidos en la etapa 
administrativa. A raíz de estos espacios se generaron tres acciones jurídicas, 
de vital importancia para el proceso: a) La Asamblea de socialización 
del sujeto colectivo de Cocolatu (20 y 21 de julio de 2017), así como 
de la validación del informe técnico de caracterización de afectaciones 
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territoriales y de las pretensiones de la demanda, quedando aprobadas la 
totalidad de las mismas; b) La tramitación de la Resolución RZE-0510 del 
29 de agosto de 2017, por medio de la cual se adopta el informe técnico 
de caracterización y c) La tramitación de la Resolución RZE-0525 del 1 
de septiembre de 2017, por medio de la cual se inscribe el territorio en el 
Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente.

Sin embargo, el 11 de agosto de 2017, la misma Unidad de Restitución 
notificó a la Junta Directiva del Consejo la necesidad de modificar una de 
las pretensiones de la demanda, situación que ocasionó serias diferencias 
y desgastantes discusiones con representantes de la Territorial Apartadó, la 
Subdirección Nacional y la Oficina Jurídica de la Unidad, frente a cómo se 
estaba construyendo la estrategia de litigio en el caso, y cómo la estrategia 
planteada por la Unidad en algunos temas específicos —en particular, el 
fenómeno minero al interior del territorio colectivo y la creencia legitima 
y legal de parte del Consejo sobre la solicitud de nulidad del título— no 
correspondía a una defensa con la mayor garantía para las víctimas, 
imaginario que llevó a que la concertación de las pretensiones de la 
demanda de restitución de derechos territoriales entre las partes siguiese 
en deuda.

Fue tan compleja la relación, que el día 8 de septiembre de 2017, el Consejo 
envió un oficio a la Defensoría Delegada para los Derechos de la Población 
Desplazada, la Procuraduría para Asuntos Agrarios y Restitución de Tierras 
y a la Procuraduría Delegada para Asuntos Étnicos, en la cual se solicitó 
acompañamiento a lo que resta de la fase administrativa del proceso, ello 
debido al alto grado de incertidumbre en el que se encontraba el Consejo 
frente a la continuidad del proceso y la garantía de sus derechos.

Esta situación fue resuelta por la Unidad mediante la generación de un 
concepto jurídico (27 de septiembre de 2017) desfavorable y restrictivo 
a los derechos de las víctimas étnicas, con posiciones abiertamente 
inconstitucionales —actuando como juez y parte— y en claro perjuicio del 
derecho propio del sujeto colectivo de Cocolatu —haciendo caso omiso 
a la Asamblea Delegataria, donde se aprobaron todas las pretensiones 
de la demanda en un principio, incluida la pretensión de nulidad para la 
minería al interior del territorio—. Un claro ejemplo de lo anterior son los 
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siguientes argumentos de autoridad generados en dicho concepto por la 
Unidad: a) No hay prueba de mala fe por parte de la empresa minera 
AngloGold Ashanti Colombia S.A.; b) No hay acervo probatorio de ningún 
tipo para establecer otorgamiento del título con ocasión al conflicto 
armado; c) Existen obligaciones comerciales por el Estado colombiano 
que podrían acarrear incumplimiento de la normatividad internacional y 
d) El área solicitada en el contrato de concesión equivale al 0,008 % del 
territorio colectivo de Cocolatu, porcentaje poco representativo para la 
potencialidad de daño territorial. 

Ante dicho concepto jurídico, Cocolatu y el Cinep/PPP —en noviembre 
de 2017— redactaron un documento que controvertía cada uno de los 
argumentos planteados en el concepto dado a conocer por la Unidad, 
y donde se demostraba cómo a través de dicho concepto se estaban 
vulnerando abiertamente los derechos del sujeto colectivo. 

No obstante, el documento no fue valorado y, al contrario, la Directora de 
Asuntos Étnicos de la Unidad manifestó que el concepto jurídico emitido 
por ellos era la directriz dada por la Unidad y que esta entidad se acogía 
plenamente a lo que allí se había planteado, posición que debía aceptar 
el Consejo Comunitario para continuar con la representación jurídica de 
la URT; en caso contrario, se insinuó al Consejo Comunitario que también 
podría ser representado por la Defensoría del Pueblo, y que la Unidad 
tenía la obligación legal de entregarle todo el expediente.

Esta situación generó un alto grado de incertidumbre y temor, así como 
un claro cambio de posición por parte de la Junta Directiva de Cocolatu 
con relación a aceptar las pretensiones de la demanda, tal cual estaba 
formulada por la URT con la idea de avanzar, así fuese consciente que esto 
restringiría sus derechos territoriales. 

En este escenario de violencia generalizada36 y de debilidad comprobada 
y sistemática frente a la respuesta y cumplimiento de las órdenes judiciales 
por parte de las entidades públicas responsables de implementar el proceso 
de restitución, y en el marco de una tercera prórroga de la medida cautelar 
—Auto 0053 de 2017—, la Unidad presentó la demanda de restitución ante 

36  El 27 de noviembre de 2017, fue asesinado en Belén de Bajirá (Chocó) Mario Castaño Bravo, 
líder de Cocolatu
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el juez primero civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de 
Quibdó, el viernes 1 de diciembre de 2017. La comunidad fue consciente de 
que esta era una posibilidad política única e irrepetible de reconfiguración 
territorial, pero también muy sensata al considerar que la desarticulación, 
la inoperatividad institucional, la falta de confianza y la poca efectividad 
para la toma de decisiones por parte de las entidades responsables —en 
correlación con la existencia en el territorio de poderes de corte clientelista 
y una altísima fragilidad política y administrativa—, constituyen quizás 
la gran complejidad de su proceso. Revertir este escenario se plantea 
entonces como el gran reto del Gobierno.

5.2.2  Resolución de controversias intraétnicas en Cocolatu

El conflicto intraétnico existente en Cocolatu  se desprende de un fenómeno 
estructural: la debilidad y pérdida de autonomía política de la comunidad 
como efecto del conflicto armado interno, y de su relación directa con el 
despojo, el abandono y el confinamiento propiciado por terceros ajenos al 
territorio.

Sin embargo, las dificultades de apropiación y desarrollo de la Ley 70 de 
1993 y del Decreto 1745 de 1995 por parte del sujeto colectivo, también por 
causa/efecto del conflicto, han generado una disputa por los espacios de 
participación política existentes al interior del Consejo37; es decir, existen 
serios conflictos y poquísimas claridades al interior del sujeto colectivo 
con respecto a su conformación como comunidad y a su estructura, 
escenario que se refleja directamente en la no participación —quizás por 
desconocimiento del mismo o por lo extenso del territorio— de algunas 
comunidades en el proceso organizativo.

En la actualidad, de las 49 comunidades que conforman Cocolatu  
solo existen 32 consejos comunitarios reconocidos e inscritos ante la 
Junta Directiva, 13 juntas de acción comunal, 2 comunidades con una 
organización política hibrida —California y Cuchillo Blanco cuentan con 

37  Con la implementación de la Ley 70 de 1993 se cambió la estructura organizativa existente al 
interior del territorio, substituyendo las juntas de acción comunal, las cuales eran las formas de 
organización política al interior de las veredas, estableciendo el Consejo Comunitario como una 
gran organización comunitaria y los consejos locales como espacios de participación al interior 
de las comunidades.
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Consejo local y con JAC—; 3 comunidades que no tienen ningún tipo de 
organización política —La Lomita, La Fortuna y Primavera— y 1 comunidad 
—Venecia— que se encuentra en condición de vaciamiento por efecto del 
conflicto armado.

Tal y como mencioné anteriormente, la URT inició un procedimiento 
administrativo de resolución de controversias intraétnicas al interior del 
Consejo, cuyo fin fue lograr el autorreconocimiento y la garantía de los 
derechos étnicos y territoriales a todos los habitantes del territorio.

Así, dicho procedimiento —implementado por la Unidad de Tierras en 
acompañamiento del Cinep/PPP, entre octubre y noviembre de 2016— 
estimó necesario realizar variadas jornadas de resolución de controversias 
intraétnicas entre las directivas del Consejo Comunitario y 17 comunidades 
que, o bien están organizadas en JAC o no tienen ningún tipo de organización 
política38.

Para tal fin, en términos metodológicos, se establecieron visitas a cada una 
de las comunidades, jornadas de formación en legislación territorial étnica 
y diálogos de saberes entre la Junta Directiva de cocolatu y líderes de las 
comunidades objeto de controversias.

Tal y como se esperaba, en la Asamblea General del Consejo Comunitario, 
como máxima autoridad de administración y gestión del territorio, delegados 
de los 32 consejos comunitarios reconocidos tomaron la decisión de 
aprobar la vinculación o autorreconocimiento de las 17 comunidades 
objeto de la resolución de controversias. Dicha acción se realizó en abril 
del año 2017. 

Así las cosas, una vez realizado este paso, socializado y aprobado, 
con resolución de adopción del informe técnico de caracterización de 
afectaciones territoriales, “convenidas” las pretensiones de la demanda y 
realizada la inscripción del territorio en el Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas Forzosamente, se dio por terminada la etapa administrativa, 

38   Las comunidades objeto de resolución de controversias son: California, Cuchillo Blanco, 
Caño de Oro, Macondo, Blanquicet, Villa Eugenia, Eugenia Media, Guacamayas, Cuchillo Negro, 
Antasales, Primavera, Tierra Adentro, Las Lomitas, Los Cerritos, El Cedro, Madre Unión, Bella 
Rosa.
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radicándose en diciembre de 2017 la demanda de restitución de derechos 
territoriales de cocolatu y dando inicio a la etapa judicial del proceso de 
restitución.

A continuación, y en el marco de una nueva fase del proceso de restitución, 
describiré los escenarios cuellos de botella que complejizan a momento la 
restitución de derechos territoriales en cocolatu, los cuales considero son 
solo el inicio del camino que aún falta por recorrer. 
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6   FACTORES QUE OBSTACULIZAN Y/O 
FAVORECEN LA IMPLEMENTACIÓN DE LA 
LEY 1448 DE 2011 Y EL DECRETO LEY 4635 
DE 2011 EN Cocolatu

A cuatro años de la implementación de la política de atención integral 
a víctimas y de restitución de tierras en Cocolatu39, existen sistemáticos 
escenarios cuellos de botella que complejizan la restitución de derechos 
territoriales en el territorio priorizado, pues no permiten avanzar en la 
restitución y reparación de las víctimas del conflicto armado y, por ende, 
dar pasos firmes hacia la paz y la reconciliación.

En el ámbito local, se tiene la frágil identidad organizativa del sujeto 
colectivo de Cocolatu: la informalidad de la propiedad que permite que 
en el mismo territorio colectivo se dé la presencia de segundos y terceros 
ocupantes de buena fe exenta de culpa y de mala fe40; también, la presencia 

39   La URT inició de oficio los trámites necesarios para adelantar la focalización del territorio de 
Cocolatu —Resolución RZE-0052, fechada el 10 de septiembre de 2014—, de acuerdo al artículo 
115 del Decreto Ley 4635 de 2011. Al día de hoy, el proceso de restitución se encuentra en 
fase judicial, y con la transversalidad de la adopción preventiva de una medida cautelar —Auto 
Interlocutorio 00181 del 12 de diciembre de 2014— ordenada por el juez primero civil del Circuito 
Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó.
40  El concepto de “poseedor” surge de la consideración del Código Civil Colombiano, de que 
quien posee es quien asume la tenencia de una cosa con el ánimo de señor y dueño. 
En el marco del proceso de restitución de tierras, se dice que una persona actuó de buena fe 
exenta de culpa, si tuvo conciencia de obrar con honestidad, lealtad y rectitud en un negocio, con 
la seguridad de haber empleado todos los medios para saber si a quien le compraba era el legítimo 
dueño, que pagaba el precio justo, y que el predio no había sido despojado o abandonado por la 
violencia. Si se prueba la buena fe exenta de culpa, el poseedor tendrá que entregar el bien a ser 
restituido, pero será compensado. 
Por el contrario, si no se logra demostrar la buena fe exenta de culpa será considerado poseedor 
de mala fe, deberá devolver la tierra y será sancionado.
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de grupos armados ilegales, que generan hechos y amenazas concretas 
en el territorio —control social y territorial, asesinatos41, amenazas, 
estigmatizaciones, desplazamiento y confinamiento—, así como los altos 
niveles de concentración de tierras por parte de terceros ajenos al territorio.

En el ámbito regional y nacional, la existencia de poderes de corte clientelista, 
y una altísima fragilidad política y administrativa de los departamentos de 
Antioquia y Chocó, unido a una clarísima falta de coordinación entre las 
diferentes entidades públicas y sus limitaciones de recursos técnicos, 
humanos y financieros, y, aún más grave, el desconocimiento y la errónea 
aplicabilidad del principio de enfoque diferencial étnico son los escenarios 
que complejizan el proceso, dado que no garantizan el cumplimento de la 
ejecución de las órdenes de jueces y magistrados y debilitan las acciones 
garantistas para la no repetición, imposibilitando de facto la implementación 
de la política de restitución en el plano local. 

A continuación, se analizan cuatro escenarios cuellos de botella: a) 
Seguridad y protección; b) Coordinación institucional; c) Segundos 
ocupantes y d) Recuperación integral de territorio, que, como se ha 
mencionado anteriormente, son los retos que tiene el Estado en su intento 
estructural por reparar las secuelas del despojo y el desarraigo en el 
territorio de Cocolatu.

Este apartado del estudio de caso examinará la distancia entre la ruta ideal 
y la realidad territorial, concluyendo que son escenarios que, de no ser 
medianamente resueltos o por lo menos identificados por las entidades 
públicas y organizaciones étnico territoriales, según Barrera y Castellanos 
(2013), imposibilitarán una idea de restitución transformadora y, por el 
contrario, darán continuidad al despojo y a su carácter multidimensional, 
legitimarán las graves afectaciones territoriales y romperán la labor de 
reivindicación de derechos territoriales. En últimas, se vulnerará plenamente 
el derecho de las víctimas a una reparación integral.

41  En el año 2017 se produjeron en Cocolatu tres asesinatos a líderes reclamantes de tierras 
(Porfirio Jaramillo Bogallo, Jesús Alberto Sánchez y Mario Castaño Bravo).
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6.1  Seguridad y protección

Los Artículos 31 y 32 de la Ley 1448 de 2011 y el Artículo 47 del Decreto Ley 
4635 de 2011 reconocen la existencia de riesgos para víctimas, testigos y 
funcionarios públicos que intervengan en procedimientos de reparación, y 
en especial de restitución de tierras —antes, durante y después de que se 
lleven a cabo—, así como la adopción de medidas especiales de protección 
—con enfoque diferencial de carácter étnico, etario y de género— frente 
a los derechos a la vida, la seguridad, la libertad y la integridad, para 
comunidades o personas en situación de riesgo extraordinario o extremo.

Igualmente, y conforme con la Ley 1448 de 2011, se creó un programa 
especial para reclamantes de tierras —para personas, comunidades y 
grupos— a cargo de la UNP, entidad adscrita al Ministerio del Interior, en 
virtud del Decreto 4912 de 2011. De esta manera, se activó y unificó, en 
el año 2012, la ruta de presunción constitucional de riesgo contra víctimas 
y funcionarios que intervienen en procesos de restitución de tierras, así 
como un convenio interadministrativo de cooperación.

A la par, la URT, mediante Resolución 002 del 21 de marzo de 2012, conformó 
a su interior el Grupo de Gestión en Prevención, Protección y Seguridad, 
con la misión de identificar y evaluar los riesgos, así como incorporar y 
monitorear las acciones que puedan llegar a incidir en el desarrollo de los 
procesos de restitución.

En virtud de la ley colombiana, las medidas de prevención y protección para 
un reclamante de tierras establecerán por lo menos tres procedimientos a 
realizar: a) Que la comunidad o persona en situación de riesgo extraordinario 
o extremo acuda ante la entidad pública local donde reside —Secretaría 
del Interior y/o de Gobierno Municipal—: está tendrá la obligación de 
implementar las medidas de prevención y protección a que haya lugar42; 
b) La obligación de la URT —como resultado del programa especial para 
reclamantes de tierras— de pasar a la UNP las solicitudes para la realización 
de evaluaciones de riesgos, informes de riesgo o amenazas que se le 
presenten a un reclamante de tierras (Amnistía Internacional, 2014), y c) 
La realización de una valoración preliminar de riesgo por los comités de 

42  Artículo 42 del Decreto 4912 de 2011.
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evaluación de riesgos y recomendación de medidas (CERREM)43, según el 
Decreto 1066 de 2015.

En virtud del resultado de la valoración del riesgo, la UNP procede a 
implementar las medidas individuales definidas que son de su competencia, 
tales como: asignación de vehículos, hombres de protección, apoyos para 
reubicación y transporte, medios de comunicación y chalecos antibalas, 
remitiendo también ante las demás entidades públicas, especialmente la 
Fiscalía y el Ministerio del Interior, lo que corresponda. 

Ahora bien, como resultado de mi interacción con organizaciones étnico 
territoriales, agentes pastorales de la Iglesia católica y la institucionalidad 
pública local/regional, y a partir de la realidad de lo que pasa allí, 
personalmente identifico tres escenarios de riesgo que constituyen un 
obstáculo frontal para la restitución de derechos territoriales en Cocolatu, 
así como un peligro para los propios reclamantes de tierras. 

El primero de ellos está relacionado con la connivencia entre grandes 
ocupantes, actores armados, y funcionarios o servidores públicos, con la 
finalidad de desplazar, desalojar, amenazar y agredir al reclamante, así 
como de infiltrar entidades públicas, especialmente en el ámbito local —
inspecciones de Policía, personerías municipales, cuerpos de investigación 
judicial, entre otros—.

[…] nosotros estamos muy seguros que los empresarios trabajan 
de la mano con la Unidad, la Fiscalía y las inspecciones de Policía, 
cada vez que vamos a denunciarlos ellos se dan cuenta, saben lo 
que hacemos, con quién lo hacemos y cómo lo hacemos (Entrevista 
a líder de la comunidad de Madre Unión-Cocolatu, 2016 [entrevistado 
por Cinep/PPP], Riosucio (Chocó).

Lo anterior pone en evidencia una débil capacidad del gobierno local, 
aprovechada por grandes ocupantes, actores armados y funcionarios 
o servidores públicos, para intervenir y transformar a su acomodo la 
administración de justicia frente a la realidad del territorio colectivo, 

43  El CERREM está compuesto por 13 entidades: 5 miembros permanentes y 8 entidades invitadas; 
algunos de los miembros permanentes para casos de tierras son: la Dirección de Derechos 
Humanos del Ministerio del Interior, la Unidad de Víctimas, la Oficina de Protección y Servicios 
Especiales de la Policía Nacional, entre otros. No incluye a representantes de la URT.
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representado en dos acciones: a) En los efectos adversos de acciones 
administrativas y procesos judiciales en contra de personas naturales y 
jurídicas vinculadas con el despojo, que continúan con el control territorial 
y poblacional —altísima impunidad—, y b) En los efectos de las decisiones 
proferidas por la rama judicial en los procesos de restitución de tierras que 
se han adelantado bajo el marco de la Ley 975 de 2005.

Un segundo escenario de riesgo está vinculado con la presencia y control, 
territorial y poblacional, de grupos paramilitares. Las AGC hacen presencia 
en varias comunidades, así como en las cabeceras urbanas de Riosucio y 
Belén de Bajirá, con hombres de civil. El poder de las AGC en los territorios 
colectivos no es centralizado: en algunas zonas de los territorios el grupo 
armado tiene intereses directos sobre la tierra, pues se ubican en zonas 
estratégicas para el desarrollo de actividades agroindustriales, así como 
para el cultivo y procesamiento de hoja de coca y extracción ilegal de 
maderas; en otras zonas, se trata de intereses indirectos sobre las tierras, 
por ser corredores estratégicos para la comercialización de cocaína, 
contrabando, tráfico de armas y personas (Cinep/PPP, 2016).

Esta situación complejiza al día de hoy los retornos sin acompañamiento 
institucional, especialmente de campesinos que hoy reclaman predios 
individuales adquiridos u ocupados tradicionalmente —zona 444 del título 
colectivo—, quienes, a su llegada a un territorio que se encuentra bajo 
control social y territorial por actores armados ilegales, son víctimas de: 

[...] amenazas, intimidaciones, destrucción de cultivos, destrucción de 
viviendas, corte de cercas, restricciones a la movilidad, acoso sexual y 
atentados con armas de fuego por parte de hombres presuntamente 
pertenecientes a las AGC, administradores de fincas y hasta ejércitos 
privados contratados por los mismos empresarios (Entrevista a líder 
de la comunidad de Villa Eugenia-Cocolatu, 2016 [entrevistado por 
Cinep/PPP], Riosucio, Chocó).

El tercer factor de riesgo es la estigmatización del proceso de restitución 
de tierras por parte de líderes políticos, gremiales y altos funcionarios del 

44  Comunidades de Madre Unión, Nueva Luz, Primavera, Caño Seco-Limón, Guacamayas, Las 
Lomitas, Los Cerritos, Tierra Adentro, Villa Eugenia, Antasales, Macondo, Cetino 1, Eugenia Media 
y Villa Eugenia.
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Estado, los cuales han generado una campaña frontal de desprestigio 
contra los procesos de restitución y reparación colectiva. 

El partido político Centro Democrático, en cabeza de la representante 
María Fernanda Cabal, motivó un debate en la Comisión Primera del 
Congreso de la República —29 de julio de 2015— y participó en otro 
—15 de septiembre de 2015— convocado por el partico político Cambio 
Radical, en los cuales orientó sus intervenciones a la identificación 
de las falencias que tiene la actual Ley de Restitución de Tierras, 
consideró a esta política pública como una herramienta de despojo 
administrativo, relacionó a los reclamantes y a las organizaciones 
acompañantes con grupos guerrilleros y solicitó cambios estructurales 
a la Ley de Restitución. En últimas, sus intervenciones no estuvieron 
orientadas a defender, proteger o insistir en la defensa y la restitución 
de los derechos territoriales de las comunidades étnicas victimizadas, 
sino dirigidas a favorecer intereses de sectores políticos y económicos 
locales, regionales y nacionales.

En dichos espacios, la Representante Cabal acusó directamente 
al Cinep/PPP y a las organizaciones étnicoterritoriales que este 
acompaña de ser instrumentalizadas por la guerrilla de las FARC y de 
mentir con respecto a los contextos de violencia que examina y de ser 
verdugos que desfiguran la verdad histórica. 

Adicionalmente, la representante considera que el Estado debe 
proteger a los actuales ocupantes, afirmando que las víctimas no 
son los campesinos, sino los antiguos propietarios de las haciendas 
(Cinep, 2015, p. 7).

En la región del Urabá, ganaderos y grandes ocupantes de tierras se 
han articulado y han conformado una organización en la que se declaran 
“víctimas de la Ley de Víctimas” —Asociación Colombiana de Propietarios. 
Tierra, Paz y Futuro—, asociación que busca defenderse de los supuestos 
atropellos que el gobierno está cometiendo, que asegura además que a los 
ocupantes les están quitando la tierra a pesar de ser poseedores de buena 
fe, que legitima la presencia de los grandes ocupantes, y que generaliza 
la estigmatización y deslegitimación de las reclamaciones. Más aún, las 
variadas intervenciones en medios de comunicación locales, regionales 
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y nacionales, del exprocurador Alejandro Ordoñez, del presidente de 
FEDEGÁN, José Félix Lafaurie y de María Fernanda Cabal, representante a 
la Cámara del partido Centro Democrático, aumentan la tensión.

Todas estas realidades se complejizan cuando se presentan asesinatos 
selectivos dentro del Consejo Comunitario como manera de presionar e 
intimidar a la población que reclama del Estado una respuesta oportuna, 
real y eficiente, y que evidencian que la restitución de los derechos 
territoriales y étnicos no avanza. Los casos de los homicidios de los líderes 
reclamantes de tierras Porfirio Jaramillo Bogallo, miembro del Consejo 
local de la comunidad de Guacamayas, Consejo Comunitario de La 
Larga y Tumaradó, sucedido el domingo 29 de enero de 2016; del joven 
reclamante de tierras Jesús Alberto Sánchez Correa, quien pertenecía 
también a la comunidad de Guacamayas y fue asesinado el sábado 19 de 
agosto de 2017, y de Mario Castaño Bravo, asesinado en Belén de Bajirá 
(Chocó) el 27 de noviembre de 2017, configuran patrones de violencia que 
no se producen en el vacío (Wood, 2010).

Panorama complejo, que muestra que el componente de prevención y 
protección, en ocasión de la existencia de riesgos a reclamantes y víctimas 
retornadas o reubicadas, es uno de los temas más delicados para la 
implementación de la Ley 1448 de 2011 y el Decreto Ley 4635 de 2011, 
en lo que respecta a restitución de tierras despojadas o abandonadas en 
Cocolatu.

Al día de hoy, y en respuesta al escenario de riesgo descrito anteriormente, 
en el territorio colectivo se han adoptado tres tipos de medidas de 
protección, en el marco del programa especial para reclamantes de tierras 
a cargo de la UNP: medidas compartidas45 de protección en favor del 
sujeto colectivo; medidas de protección individual a líderes y personas 
desplazadas y, recientemente, medidas de protección para comunidades 
o grupos colectivos. A continuación, examinaré cada una de las medidas 
y describiré su implementación.

45  En Cocolatu, hasta 2015, no se había implementado la ruta de protección colectiva —
Resolución 1085 de 2015— debido a que el Auto 073 de 2015 de la Corte Constitucional ordenó a 
la UNP priorizar la realización de estudios de riesgo colectivo en varios consejos comunitarios del 
departamento de Nariño. Únicamente se realizó un taller de concertación de medidas de carácter 
colectivo, sin haber realizado el estudio de riesgo colectivo, tal y como está establecido en la 
Resolución 1085 de 2015. Por esta razón, la UNP las denomina medidas compartidas.
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Frente a las medidas compartidas, y con el fin de dar cumplimiento a las 
órdenes quinta y sexta de la medida cautelar —00181 del 12 de diciembre 
de 2014—, la UNP convocó en octubre de 2015, en la comunidad de La 
Punta, a la Junta Directiva y a líderes de las cuatro zonas geográficas del 
territorio colectivo para realizar un ejercicio de concertación —en media 
jornada de trabajo— para la evaluación de riesgos colectivos. Luego de 
once meses de generada la orden judicial —en el Auto se obligaba a la 
UNP a realizar la acción un mes después de hecha pública la orden, so 
pena de investigación penal y disciplinaria— se aprobaron medidas de 
seguridad colectiva, así como medios efectivos para minimizar el riesgo 
en el que se encuentra la comunidad. Dicha gestión concluyó con las 
siguientes medidas:

[...] 38 celulares para las comunidades (uno por cada comunidad) a 
partir del mes de abril de 2015 y asignación de subsidio de transporte 
mensual y por un año para 26 personas de 13 comunidades, 2 
personas por cada comunidad a razón de 2 SMMLV por persona, así 
como jornadas de formación en autoprotección en diferentes zonas 
geográficas del territorio colectivo (Entrevista a asesor en restitución 
de tierras de la Dirección General de la UNP, 2017 [entrevistado por 
Cinep/PPP], Bogotá).

Según el presidente del Consejo Comunitario, aunque la UNP efectuó 
monitoreo durante seis meses a través de llamadas a los líderes de la 
Junta Directiva, y asignó debidamente los subsidios y entrega de teléfonos 
celulares —acción bien vista por la Junta para la protección colectiva—, 
no dio cumplimiento a la totalidad de lo convenido, en razón de: a) La 
no priorización del Consejo Comunitario para la formulación del estudio 
de riesgo colectivo y b) Limitaciones presupuestales que dificultaron la 
generación de las jornadas de formación en autoprotección. Acciones que 
en ese momento imposibilitaron indirectamente el diseño e implementación 
de un plan de protección y seguridad de líderes reclamantes de tierras en 
Cocolatu, gestión vital solicitada expresamente por el Consejo Comunitario 
para garantizar la sostenibilidad del proceso de restitución, la posible 
disminución de los riesgos y vulnerabilidades y el aumento de capacidades 
organizativas frente a nuevos hechos y posibles víctimas, en un escenario 
tan crítico como el mencionado anteriormente. 
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Ahora bien, respecto a la protección individual a líderes y personas 
desplazadas, se destaca la existencia de 23 esquemas de protección 
y seguridad temporal al interior del Consejo, medidas en su mayoría 
aprobadas entre el segundo semestre de 2016 y el primer semestre de 2017, 
localizándose la gran mayoría de ellas en la zonas 2 y 4 del título colectivo, 
con medidas especiales de protección que van desde proporcionar un 
medio de comunicación, un chaleco blindado, un vehículo convencional, 
uno o dos hombres de protección con enfoque diferencial y/o de confianza, 
hasta esquemas de protección extensivos al núcleo familiar, compartidos 
entre dos y hasta tres líderes reclamantes.

Lo anterior evidencia dos escenarios sociales: a) Una realidad territorial con 
una clarísima estrategia por parte de terceros ajenos al territorio, cuyo fin 
es el obstaculizar los procesos de reivindicación de derechos territoriales 
de las comunidades, con el consecuente aumento en los niveles de riesgo 
y b) Una conexión, en la medida en que el éxito de la política de restitución 
de derechos territoriales en Cocolatu depende en gran parte del respeto y 
la garantía del derecho a la vida, la libertad y la integridad de la población 
reclamante. 

Llegado este punto, paso a examinar dos esquemas de protección individual 
y seguridad temporal para líderes reclamantes de tierras en Cocolatu, con 
la intención de describir la medida y examinar su implementación. 

El primero, el esquema de protección y seguridad del representante 
legal del Consejo Comunitario —implementado en junio de 2014—, con 
valoración de riesgo extremo dado por el CERREM y, por lo tanto, con 
medidas especiales de protección: un vehículo blindado, dos hombres 
de protección, apoyo mensual para transporte, medio de comunicación y 
chaleco antibalas. 

Dichas medidas han permitido que, en razón de su labor de liderazgo y 
defensa de los derechos humanos, se le garantice por parte del Estado su 
derecho a la vida, la integridad y la seguridad, pero a costa de grandes y 
continuas limitaciones o problemas en la cotidianidad de su operatividad, 
que convierten la medida en una verdadera tragedia: 
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[…] al inicio fue muy demorado el procedimiento de asignación del 
vehículo y cuando se me asignó este no era todoterreno. He tenido 
escoltas que no quieren vivir en el pueblo dada las condiciones 
sociales y de pobreza en Riosucio – si están lejos, ¿para qué? –; 
cuando queremos salir a comisión por las comunidades se generan 
demoras en los permisos por parte de la UNP y el giro de los viáticos de 
los escoltas puede durar varios días, sumado a lo irrisorio del subsidio 
de combustible para la camioneta que me obliga en ocasiones a 
subsidiarlo o simplemente a frenar acciones propias del proceso 
organizativo por falta de recursos económicos (Entrevista colectiva 
a la Junta Entrevista a líder de la Junta Directiva de Cocolatu, 2016 
[entrevistada por Cinep/PPP], Riosucio, Chocó).

Otro esquema de protección y seguridad temporal individual para líderes y 
personas desplazadas al interior del Consejo Comunitario que muestra lo 
insuficiente, descontextualizado y poco efectivo de las acciones brindadas 
por el CERREM, es el otorgado mediante Resolución 818 del 21 de octubre 
de 2016 a dos líderes —que no pertenecen al mismo núcleo familiar— de 
la comunidad de La Madre Unión, a los cuales se les vincula a un mismo 
esquema de protección colectivo compuesto por un vehículo, dos hombres 
de protección, dos medios de comunicación y dos chalecos blindados —
ver Anexo 3—.

Lo paradójico de esta medida que el CERREM aprueba es que no se 
diferencian los riesgos particulares en razón de sus labores de liderazgo 
que impactan de manera desproporcionada en sus derechos. En esta, no 
se tiene en cuenta la realidad organizativa de la comunidad —una parte de 
ella es considerada zona humanitaria y de biodiversidad—, la localización 
de los protegidos —son personas que residen en puntos separados— ni 
su condición de sujetos de especial protección, y deja de lado elementos 
claves como la prevención y poniendo en entredicho el concepto de 
protección colectiva.

[…] solicité a la UNP un ajuste, ya que esta medida realmente no la 
entiendo. Estoy esperando noticias, me dicen que están verificando, 
pero ellos demoran meses. Al día de hoy, tengo un chaleco y un celular, 
pero lo que yo necesito es un carro y unos escoltas para poder salir 
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y moverme […]. Esto lo hago para que mañana o más tarde, si me 
pasa algo, no vayan a decir que era que ellos no sabían o no tenían 
conocimiento o yo no había gestionado nada (Entrevista a líder de la 
comunidad de Madre Unión-Cocolatu, 2016 [entrevistado por Cinep/
PPP], Riosucio, Chocó).

El asesinato de Mario Castaño Bravo no solamente confirma la existencia 
de los escenarios de riesgo antes mencionados, sino también evidencia 
elementos importantes que permiten afirmar que las medidas de protección 
otorgadas por la UNP son insuficientes y descontextualizadas respecto a la 
realidad de los territorios y la cotidianidad de sus protegidos. 

Lo anterior, muy a pesar de que semanas antes del homicidio de Mario 
Castaño, en octubre de 2017, el Consejo Comunitario de Cocolatu, había 
elevado una solicitud ante la UNP donde se advertía sobre la insuficiencia 
de los esquemas individuales, se pedía la realización de una evaluación 
de riesgo —especialmente para los líderes Adolfo Antonio Ramos, de la 
comunidad de Villa Eugenia, y Juan Viloria, de la comunidad de Cuchillo 
Negro— y se exponía la urgencia de prescindir de esquemas compartidos 
de protección, tal como lo tenía Mario al momento de su asesinato. 

Dicha complejidad también fue identificada por la Procuraduría General 
de la Nación en el informe Violencia sistemática contra defensores de 
derechos territoriales en Colombia (2018, p. 47), que para el caso particular 
mencionó:

Mario Castaño no contaba con medidas adecuadas. La UNP había 
declarado que estaba bajo un riesgo extraordinario y le había otorgado 
un esquema de protección conformado por dos escoltas, que debía 
compartir con otro líder reclamante de su comunidad. 

Lo concluyente de esta situación es que no se prestó una atención eficaz 
por parte de la UNP a las solicitudes del Consejo, lo cual podría haber 
reducido el riesgo que condujo al homicidio.

Por último, dando alcance a las recomendaciones contenidas en la 
orden quinta de la medida cautelar —Auto 00181 del 12 de diciembre de 
2014—, en la que se solicita a la UNP el estudio inmediato y urgente de 
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las condiciones de seguridad de las personas que componen el sujeto 
colectivo deCocolatu46, para que se les brinden medidas de protección 
colectivas y medios efectivos para prevenir el riesgo, contrarrestar las 
amenazas y minimizar las vulnerabilidades del sujeto colectivo, el CERREM 
recomendó —mediante Resolución 5554 de 2017 de septiembre de 2017— 
las siguientes acciones de protección:

a.	 Implementar cinco apoyos de transporte fluvial —en cuantías que 
van desde los 2 a los 3 SMMLV— para las comunidades de Nueva 
Unión, La Posa, Santo Domingo, Los Chipes y Yarumal, siendo los 
líderes de cada comunidad autónomos en la distribución y uso del 
recurso.

b.	 Implementar tres vehículos convencionales y tres hombres 
conductores, uno para uso exclusivo de la Junta Directiva. 

c.	 Realizar jornadas de capacitación a los miembros del Consejo 
Comunitario en temas de autoprotección y autoseguridad. 

d.	 Implementar quince bocinas —tipo alarma— para el establecimiento 
de una alarma comunitaria. 

e.	 Implementar 55 teléfonos celulares, 7 para la Junta y 48 para cada 
una de las comunidades.

f.	 Realizar monitoreo y evaluación por parte de la UNP, cada quince 
días, para examinar los riesgos del territorio. 

Según el representante legal del Consejo Comunitario, la UNP ha cumplido 
de manera óptima con lo recomendado por el CERREM, ejemplo de ello 
son: el monitoreo y el seguimiento constante, la entrega de los 3 vehículos, 
los 55 teléfonos celulares —realizada en la comunidad de La Punta, en 
noviembre de 2017—, las 15 bocinas y los apoyos mensuales de transporte 
fluvial. 

Sin embargo, el gran vacío para el cumplimiento total de la Resolución ha 
sido la ausencia de desarrollo de los distintos espacios de formación y 

46  El estudio de riesgo de Cocolatu fue realizado por el CERREM (junio de 2017) en la ciudad de 
Apartadó (Antioquia).
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de las acciones específicas para el sujeto colectivo de Cocolatu por parte 
de diferentes entidades públicas que se detallan en la misma. Es decir, 
existe un incumplimiento sistemático y sostenido de las recomendaciones 
generadas por el CERREM en entidades como el Ministerio del Interior, la 
Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), el 
Bienestar Familiar, la Alcaldía de Riosucio y CODECHOCO, en acciones que 
implican la generación de procesos de formación del sujeto colectivo, la 
búsqueda de estrategias de alfabetización, de atención psicosocial, los 
estudios de impacto ambiental, entre otras. 

Este escenario pone en entredicho la efectividad de la medida, plasmando 
la incapacidad y poca oferta institucional para llevar a cabo la política pública 
de atención integral y reparación a las víctimas por parte de entidades del 
orden regional/local y evidencia una enorme distancia entre lo formulado a 
nivel nacional y la implementación en lo local.

[…] la medida colectiva de la UNP ha sido positiva para Cocolatu. 
Sin embargo, esta posee problemas estructurales que no generan 
una acción integral, ejemplo: el carro de la Junta no es blindado y no 
cabemos todos los integrantes de ella, existen esquemas compartidos 
por protegidos, la gasolina no alcanza, algunos escoltas no están 
cerca al protegido —viven a una, dos o más horas— y en ocasiones 
se niegan a acompañar al protegido. Estas situaciones empañan la 
medida. 

Pero quizás lo que más nos complejiza el asunto es la no existencia 
de un plan de prevención y autoprotección: en este punto el Estado 
no nos ha prestado atención, muy a pesar de haber estado con el 
ministro Guillermo Rivera en Bogotá47. 

Por lo anterior, partiendo de cuatro grandes realidades: i) El carácter 
transversal de la medida cautelar —Auto Interlocutorio 00181 del 12 
de diciembre de 2014—; ii) Una solicitud realizada por el Consejo ante 
la UNP —en octubre de 2017— donde se advierte sobre la insuficiencia 
de los esquemas individuales, se hace el requerimiento de prescindir 
de esquemas compartidos y se notifica de la importancia de agilizar y 

47  Entrevista a líder de la Junta Directiva de Cocolatu (2017), entrevistado por Cinep/PPP, Riosucio 
(Chocó).
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aumentar el otorgamiento de viáticos para los escoltas y el valor mensual 
del combustible para los vehículos, así como de la necesidad urgente 
de cambio de medio de transporte para la Junta Directiva del Consejo 
Comunitario, pues este se concedió para cuatro personas y la Junta 
está conformada por seis integrantes; iii) La temporalidad de la medida 
colectiva 5554 de 2017 —doce meses a partir de la fecha de firma del 
acto administrativo— y iv) Los tres homicidios a líderes reclamantes de 
tierras en 2017 —Porfirio Jaramillo Bogallo, Jesús Alberto Sánchez Correa 
y Mario Castaño Bravo—, y en virtud del resultado de una nueva valoración 
del riesgo del sujeto colectivo realizada por el CERREM —el 15 de mayo 
de 2018— se ratifican nuevamente por un periodo de doce meses las 
medidas de protección colectivas —Resolución 5587 de julio 17 de 2018— 
recomendándose las siguientes acciones de protección:

a.	 Ratificar los cinco apoyos de transporte fluvial —en cuantías que 
van desde los 2 a los 3 SMMLV— para las comunidades de Nueva 
Unión, La Posa, Santo Domingo, Los Chipes y Yarumal, siendo los 
líderes de cada comunidad autónomos en la distribución y uso del 
recurso.

b.	 Ratificar los tres vehículos convencionales y tres hombres 
conductores, uno para uso exclusivo de la Junta Directiva. 

c.	 Ratificar la implementación de 55 teléfonos celulares, 7 para la 
Junta y 48 para cada una de las comunidades.

d.	 Realizar el contacto del grupo de implementación de medidas (GIM) 
con el sujeto colectivo, para socializar el proceso de implementación 
de las medidas48. 

e.	 Realizar monitoreo y evaluación por parte de la UNP, cada quince 
días, para examinar los riesgos del territorio. 

Al día de hoy, la UNP ha mantenido la protección necesaria y suficiente 
para garantizar los derechos a la vida, seguridad, integridad y libertad de 
los miembros de COCOLATU, muy a pesar de la existencia de dos grandes 

48   Nuevamente en el marco de la Resolución se recomienda a diferentes entidades públicas el 
desarrollo de espacios de formación y de acciones específicas al sujeto colectivo de Cocolatu, entre 
ellas el Ministerio del Interior, la UARIV, Bienestar Familiar, la Alcaldía de Riosucio y CODECHOCÓ.
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hechos que hace un par de meses eran difíciles de proyectar: i) Los tres 
homicidios a líderes reclamantes de tierras de COCOLATU ocurridos en 2017 
y ii) La presentación de la demanda de restitución ante el juez de tierras 
de Quibdó. 

Sin embargo, y como hecho notorio, se evidencia que las recomendaciones 
de la Resolución 5587 de 2018 para COCOLATU, en sus contenidos y acciones 
específicas, son casi idénticas a la Resolución 5554 de 2017, escenario que 
pone de manifiesto una gran disfuncionalidad de la política de prevención y 
protección49: La UNP no ha ejecutado un nuevo estudio de las condiciones 
de seguridad en conjunto con los líderes del sujeto colectivo de COCOLATU50, 
asumiendo que los riesgos potenciales son los mismos que los identificados 
en junio de 2017 —que son los que dan sentido a la primera medida de 
protección colectiva—, evidenciando así una clarísima omisión del riesgo 
acumulado al menos desde el año 2017 y desconociendo el muy alto nivel 
de exposición y fragilidad del sujeto colectivo a partir de la presentación de 
la demanda de restitución, con lo que se confirma la debilidad enorme en 
el poder infraestructural de esta entidad pública, especialmente en lo que 
atañe a su capacidad y respuesta.

Para COCOLATU, ha sido tal la debilidad institucional de las entidades 
públicas responsables del programa especial para reclamantes de tierras, 
que no han tenido efecto alguno dos comunicaciones emitidas por la 
Junta Directiva, apoyada por los 23 protegidos/as —ver Anexo 3— con 
medidas individuales que se encuentran al interior del territorio colectivo, 
que solicitaban la realización de una reunión en la ciudad de Apartadó 
con delegados del CERREM y la UNP, con el fin de evaluar el desarrollo y 
la efectividad de las medidas implementadas en la Resolución 5587 de 
2018, así como de examinar los riesgos y desafíos que implica para los 
miembros del sujeto colectivo de COCOLATU la nueva etapa —fase judicial— 
del proceso de restitución.

49  Decreto Ley 4065 de 2011, en concordancia con el artículo 2.4.1.2.1 del Decreto 1066 de 2015 
y el Artículo 4 de la Resolución 1085 de 2015.
50  El estudio de riesgo de COCOLATU con participación de líderes de diferentes zonas del territorio 
colectivo fue realizado por el CERREM —junio de 2017— en la ciudad de Apartadó (Antioquia), lo 
anterior como procedimiento previo para la generación de la Resolución 5554 de 2017.
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Además, existen otros factores que complejizan la situación: la presencia 
de poderes locales y regionales de corte clientelista, y una alta fragilidad 
política y administrativa de la localidad y el departamento, realidad que se 
refleja en la distancia que existe entre las partes —entidades/comunidad—, 
en los descontextualizados y pobres estudios de riesgo propios del CERREM, 
en la cerrada interacción con la institucionalidad y las organizaciones 
sociales, étnico-territoriales y campesinas para la formulación de estos51, lo 
que determina que la acción de protección sea mediada por un estrategia 
de burocratización y tercerización, donde la lógica costo-beneficio resulta 
directamente ventajosa para las empresas de seguridad privada y no para 
la comunidad o personas en situación de riesgo extraordinario o extremo. 
Estos escenarios inciden directamente en la no aprobación del esquema, 
o simplemente en la toma de acciones poco eficaces, dado el contexto de 
violencia generalizada.

Así las cosas, y como se ha podido observar, las medidas de prevención 
y protección para los reclamantes de tierras, definidas por el CERREM e 
implementadas por la UNP y demás entidades públicas en el marco del 
programa especial para reclamantes de tierras, son esencialmente reactivas 
e insuficientes para la protección de la comunidad o las personas, y al 
contrario revelan debilidades estructurales de las entidades públicas para 
la construcción e implementación de planes de intervención que garanticen 
protección y seguridad. Además, estas reflejan una enorme distancia entre 
la formulación de acciones públicas pensadas desde el centro y la realidad 
socioterritorial del Consejo Comunitario. Este escenario se complejiza 
debido a la ausencia de un estudio “actualizado” de riesgo colectivo para 
COCOLATU, y de un plan de protección, autoprotección y prevención que 
continúa —desde el año 2009— siendo una mera promesa por parte de 
diferentes entidades del Estado. 

51  Los analistas del Cuerpo Técnico de Recopilación y Análisis de Información (CTRAI) en 
ocasiones para sus estudios de riesgo solo tienen contacto con alcaldías, Policía y Ejército.
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6.2	 La presencia de segundos ocupantes

Este estudio de caso identifica que el proceso de ocupación y poblamiento 
en COCOLATU ha estado caracterizado —desde el año 2011— por escenarios 
de retorno, impulsados por iniciativa propia y sin ningún tipo de apoyo o 
acompañamiento por parte de entidades públicas. 

Como se mencionó en páginas anteriores52, al día de hoy gran cantidad 
familias que pertenecen al sujeto colectivo de COCOLATU han decidido 
retornar a sus territorios, los cuales se vieron obligadas a abandonar con 
ocasión del conflicto armado interno. Todo esto sucedió de forma casi que 
paralela al establecimiento de fincas ganaderas, palmeras y de explotación 
forestal.

[…] me fui de mi tierra el 30 de septiembre de 1996 porque llegaron 
los paramilitares matando gente a diestra y siniestra y echando gente, 
daba compasión ver en esa carretera a un hombre con un gallo o 
un gallina debajo del brazo vendiéndolos para poder comprar un 
pasaje e irse de aquí y ver además a los paramilitares esos acosar y 
amenazar a la gente en sus propias casas para que vendieran en el 
precio que ellos quisieran y se fueran, le daban a la gente cualquier 
cosa para el pasaje y que saliera rápido. A mí nunca me ofrecieron 
nada por mi finca, ni me fueron a buscar, yo me fui solo, dejamos la 
finca y cuando volví en 2008 ya un rico estaba en ella (José Vicente 
Cantero), todo era potrero, todo era distinto a lo que dejé (Entrevista 
a líder de la comunidad de Macondo-COCOLATU, 2016 [entrevistado por 
Cinep/PPP], Riosucio, Chocó).

Durante este proceso, debido a la tensión por la propiedad de la tierra, 
se han presentado agresiones, amenazas, homicidios, y destrucción de 
bienes indispensables para la supervivencia de la población, así como 
de casos de desalojo dentro del marco de la legalidad, adelantados por 
inspectores de policía, o de la ilegalidad, adelantados por trabajadores y 
administradores de las haciendas y empresas que dicen tener la propiedad 

52  Capítulo 1 “Descripción del territorio colectivo del Consejo Comunitario de los ríos La Larga y 
Tumaradó-COCOLATU.”, subcapítulo 1.2 “Poblamiento, ocupación y formas de uso del territorio”.
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actual de la tierra53. Esta pugna por la tierra se ha vuelto cada vez más 
violenta e intensa entre actores de distinta índole que se encuentran 
presentes en el territorio. 

Pese a lo anterior, y como también ya se ha señalado a lo largo de este 
estudio de caso, lo mencionado no significa el restablecimiento de los 
derechos territoriales de la comunidad, ni el desarrollo de un proceso 
de retorno integral acorde a lo determinado por la ley, debido a tres 
escenarios: a) Porque apenas un 20% de las familias desplazadas ha 
realizado acciones de retorno; b) Porque estas dinámicas de ocupación 
y poblamiento han generado el nacimiento de nuevas comunidades al 
interior del Consejo Comunitario, compuestas por familias tanto antiguas 
como nuevas, estas últimas llevadas por diversos motivos54, y c) Porque la 
mayor parte del territorio se encuentra bajo el control social y territorial de 
terceros, que han transformado el uso del suelo y las dinámicas de vida en 
la zona, dificultando la reintegración económica, social y organizativa de 
las familias en sus tierras.

Así las cosas, en mi interacción con el proceso pude identificar la existencia 
de por lo menos cuatro tipos de habitantes del territorio, producto de las 
diversas dinámicas de ocupación y poblamiento de Cocolatu: a) Habitantes 
ancestrales, que se reconocen como comunidad negra y por ende parte 
integral del sujeto colectivo; b) Habitantes históricos, que llegaron a ocupar 
el territorio a mediados del siglo XX, beneficiarios de adjudicaciones 
de baldíos por parte del Estado; c) Habitantes históricos que llegaron a 
ocupar el territorio a mediados del siglo XX, antes del proceso de titulación 
colectiva, que no les fueron adjudicados de manera individual las tierras 

53   En relación con desalojos, se destacan tres ocurridos en la zona 3 del territorio de COCOLATU: 
a) En diciembre de 2015, en la comunidad de Bella Rosa, un grupo de trabajadores de la finca 
de uno de los grandes ocupantes de la zona destruyó la vivienda y los cultivos de una familia 
retornada; b) En marzo de 2016, en la comunidad de Macondo, medio centenar de campesinos 
retornantes se enfrentaron con la Policía para impedir el decomiso de 80 reses en un predio en 
proceso de reclamación, y c) El 7 de junio de 2016, en la comunidad de Guacamayas, hombres 
armados quienes se autorreconocieron como miembros de las Autodefensas Gaitanistas de 
Colombia (AGC) amenazaron a varias personas, robaron 50 cabezas de ganado y se llevaron los 
celulares de los campesinos para evitar que se comunicaran.
54  Entre los motivos de estas nuevas familias están: a) La necesidad del sector empresarial 
de conseguir mano de obra; b) Por el llamado de asociaciones para la implementación de 
parcelaciones y el desarrollo de proyectos productivos a gran escala, especialmente de plátano 
y banano, entre otros, y c) Por ser víctimas desplazadas de otras regiones del país que buscan 
tierra o trabajo.
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que ocupaban y, además, que al día de hoy no se reconocen como parte 
del Consejo Comunitario, y d) Habitantes recientes del territorio colectivo, 
o repobladores, que llegaron al territorio después de la titulación colectiva, 
impulsados por los grandes ocupantes de tierras. 

Bajo este difuso y complejo panorama de ocupación y poblamiento del 
territorio, al de día de hoy se presenta una seria y profunda discusión55  
sobre los derechos que se pueden otorgar a cada uno de estos tipos de 
habitantes, con respecto al uso y tenencia de la tierra. Particularmente, 
una de las mayores complejidades se encuentra en aquellos habitantes 
históricos a los que no les fueron adjudicados los predios que venían 
ocupando. Para el caso particular de COCOLATU, estos han sido denominados 
por la URT como segundos ocupantes.

Yo llegué aquí en el año 1976, mi papá y yo entramos por Riosucio. En 
Riosucio nos enteramos que una pareja estaba vendiendo una tierra 
(123 ha) en lo que es hoy la comunidad de Bella Rosa, la vimos y las 
compramos como entre mil y mil quinientos pesos la hectárea. Según 
la Unidad de Tierras, mi situación es compleja, me dicen que soy 
un segundo ocupante, ya que, si bien tengo tiempo de estar acá, el 
INCORA nunca me adjudicó, por ende, no tengo registro. Muy a pesar 
de tener un desplazamiento encima. 

Me desplacé en 1997 por la entrada a la berraca de los paracos, a 
mando de alias ‘Lázaro’, me fui para Turbo a trabajar en una carpintería. 
La pasé mal, muy mal. En el año 2008 retorné a mi tierra. Luego de 
casi 30 años, aparecieron unos señores de Riosucio, dicen ser de la 
Junta Directiva del Consejo Comunitario de La Larga y Tumaradó, el 
mensaje que nos compartieron es que mi tierra y la de otros tantos 
vecinos está en el interior del territorio colectivo. 

Quiero dejar claro que nosotros no hacemos parte del Consejo, aquí 
todo se maneja entre juntas de acción comunal. Los que dirigen ese 
consejo se acercan acá solo cuando necesitan firmas o cualquier 
cosa, pero no dicen ni para qué. 

55  Entre las entidades públicas responsables de implementar el proceso de restitución —URT, 
Defensoría del Pueblo, Ministerio del Interior, entre otras—, de organizaciones solidarias —CInep/PPP, 
IPC, Forjando Futuros—, sectores gremiales —FEDEGÁN— y políticos —Partido Centro Democrático—.
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La última vez fue el año pasado que hicieron una reunión, pero casi 
nadie fue, vinieron no sé para qué, porque no fui, pero mis vecinos 
me dijeron que vinieron con ustedes los del Cinep/PPP y la URT, entre 
otras cosas a decirnos que estamos dentro de un título colectivo, que 
pertenecemos al Consejo, yo a eso no hago caso (Entrevista a líder 
de la comunidad de Bella Rosa-COCOLATU (2016), entrevistado por 
CinepPPP, Riosucio, Chocó).

La categoría de segundos ocupantes proviene de los principios 
Pinheiro56, los cuales han sido reconocidos como parte del bloque de 
constitucionalidad. Así, el principio 17.1 establece la obligación de los 
Estados de “velar porque los ocupantes secundarios estén protegidos 
contra el desalojo forzoso arbitrario o ilegal”. Señala igualmente que, en 
caso de que el desplazamiento sea inevitable para efectos de restitución de 
viviendas, tierras y territorios, los Estados deben garantizar que el desalojo 
“se lleve a cabo de una manera compatible con los instrumentos y las 
normas internacionales de derechos humanos”, otorgando a los afectados 
garantías procesales, como las consultas, la notificación previa, adecuada 
y razonable, recursos judiciales y la posibilidad de reparación57.

En este contexto, se podría tipificar a los segundos ocupantes como 
aquellos que, habiendo ocupado un territorio de manera legítima y con 
arreglo a las normas legales para hacerse a la ocupación, posesión o 
propiedad de las tierras, y sin tener relación directa con los hechos de 
violencia, despojo, confinamiento o abandono, hicieron uso y goce del 
mismo actuando como señores y dueños.

56   Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas 
desplazadas. Tales principios fueron reconocidos como bloque de constitucionalidad en sentido 
lato mediante Sentencia T- 821 de 2007 (MP. Catalina Botero Marino) de la Corte Constitucional 
de Colombia.
57  Principios Pinheiro. 17.1. “Los Estados deben velar por que los ocupantes secundarios estén 
protegidos contra el desalojo forzoso arbitrario o ilegal. En los casos en que su desplazamiento 
se considere justificable e inevitable a los efectos de la restitución de las viviendas, las tierras y el 
patrimonio, los Estados garantizarán que el desalojo se lleve a cabo de una manera compatible 
con los instrumentos y las normas internacionales de derechos humanos, proporcionando a 
los ocupantes secundarios las debidas garantías procesales, incluida la posibilidad de efectuar 
consultas auténticas, el derecho a recibir una notificación previa adecuada y razonable, y el acceso 
a recursos jurídicos, como la posibilidad de obtener una reparación”.
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Para el proceso de restitución de derechos territoriales de Cocolatu, 
esta conceptualización supondría un tratamiento diferencial para estos 
habitantes, también fundamentada en su situación de vulnerabilidad 
manifiesta, que sin embargo, al día de hoy, no ha sido contemplada 
normativamente al interior de las entidades públicas responsables de 
implementar el proceso de restitución —URT, Defensoría del Pueblo, 
Ministerio del Interior, entre otras—, particularmente cuando los derechos 
que pretenden hacer valer se traslapan con los de los territorios étnicos.

Es importante anotar que, a pesar de lo anterior, la única entidad que ha 
realizado esfuerzos para regular esta situación es la URT —así sea de manera 
abstracta—, ejemplo de ello es: a) El Decreto 440 de 2016, que contempla 
en términos generales unas modificaciones a la Ley 1448 de 2011, en lo 
que respecta al tratamiento diferenciado de los segundos ocupantes en los 
procesos de restitución, proponiendo soluciones acerca de cómo evaluar 
y tasar el requisito de la buena fe exenta de culpa y la carga de la prueba, 
cuando el segundo ocupante se encuentra en situación de vulnerabilidad 
y b) El Acuerdo 33 de 2016, que establece una serie de medidas de 
atención diferenciada a aquellos considerados segundos ocupantes, que 
van desde el otorgamiento de tierras, proyectos productivos, gestión de 
priorización para otorgamiento de subsidios de vivienda y remisión a la 
autoridad competente para la formalización de la propiedad rural.

Sin embargo, ninguno de los dos marcos normativos tipifica con claridad 
la categoría de segundo ocupante, manteniéndose aún en una zona de 
penumbra la situación jurídica de las personas que pueden ser consideradas 
como segundos ocupantes y demostrando, además, que los esfuerzos 
realizados no se compadecen con las realidades y complejidades 
territoriales de las comunidades étnicas, ni con lo que significa el enfoque 
diferencial étnico en la restitución de derechos territoriales, más cuando los 
potenciales ocupantes secundarios se encuentran ubicados en territorios 
étnicos.

Lo anterior apunta a que los segundos ocupantes que habitan actualmente 
territorios ancestrales de comunidades negras ya titulados colectivamente 
merecen atención especial diferenciada, toda vez que: a) Es imposible 
que se adelanten procesos de formalización de la propiedad de la tierra 
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que han venido ocupando; b) Las posibilidades de permitir el uso y goce 
de la misma bajo figuras de arrendamiento o usufructo son escenarios 
jurídicamente inviables y c) En algunos casos los potenciales segundos 
ocupantes, a pesar de no reconocerse como miembros de una comunidad 
étnica, han forjado lazos de arraigo con la tierra y el entorno, situación que 
complejiza la aplicación de medidas como la compensación.

Compleja situación para Cocolatu, ya que enreda la posibilidad de una 
restitución material y efectiva del territorio colectivo, posibilita un daño 
y consecuente perjuicio a la garantía de derechos de los ocupantes 
secundarios, debido a la no existencia de precisiones jurídicas o rutas de 
intervención suficientemente clarificadas por las entidades públicas para 
garantizar la salvaguarda de los derechos de ambas poblaciones, sin que 
ello implique la generación o agudización del conflicto por la tierra y el 
territorio. 

En concreto, y teniendo en cuenta que al día de hoy el proceso de 
restitución de derechos territoriales se encuentra en plena etapa judicial, 
las salidas jurídicas y políticas a esta situación son totalmente inciertas. 
En la actualidad, no se cuenta con claridades con respecto a lo qué es 
un segundo ocupante en territorio étnico, ni sobre cuál debe ser la oferta 
institucional que se le debe garantizar a este tipo de habitante del territorio, 
y lo más grave, no se ha logrado identificar con absoluta seguridad quiénes 
tendrían esta calidad, escenario elemental para la etapa judicial y la de 
posfallo.

Visto lo anterior, es evidente y fundamental el papel que juega la URT frente 
a esta compleja realidad. De no lograr definiciones jurídicas frente al cuello 
de botella descrito anteriormente, significaría para el proceso de restitución 
de derechos territoriales en Cocolatu la imposibilidad de restitución del 
territorio y la tierra de las comunidades étnicas y campesinas.

6.3	 Recuperación integral del territorio 

Definidos los cuellos de botella que complejizan la restitución de derechos 
territoriales y la reparación integral de las víctimas en Cocolatu, este 
apartado del estudio de caso identifica tres elementos centrales que deben 
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ser tenidas en cuenta por las entidades públicas y las organizaciones étnico 
territoriales para facilitar una restitución transformadora, que posibilite 
el respeto a la dignidad de la persona, la justicia social y la integralidad 
de imaginarios éticos, organizativos, sociales, económicos, culturales, 
políticos y medioambientales, todos en relación con el territorio y con 
impactos directos en la sostenibilidad del proceso de restitución. 

Es indispensable, en primer lugar, poseer el censo poblacional del 
territorio colectivo de Cocolatu para determinar, conforme al reglamento 
interno del Consejo, el número de personas que lo conforman en calidad 
de nativos, renacientes, residentes y repobladores. En segundo lugar, 
realizar un estudio de títulos58, así como el deslinde y amojonamiento 
de 442 predios individuales, presuntamente traslapados con el territorio 
colectivo y dentro de una zona de reserva forestal. Por último, formular una 
estrategia política, organizativa y territorial en diálogo y articulación entre el 
sujeto colectivo y las entidades públicas responsables de implementar la 
política y acompañar el proceso de restitución de tierras, para garantizar, 
en un primer momento, la restitución material y efectiva del territorio, y 
en un segundo momento, la construcción de un plan de ordenamiento 
étnico territorial. Estos se consideran los requisitos sine qua non para la 
implementación y desarrollo de una estrategia de recuperación integral 
del territorio que garantice a esta población afrocolombiana permanencia, 
reconocimiento, autonomía, identidad cultural, así como una real gestión y 
administración del territorio, de acuerdo con su cosmovisión y tradiciones

A continuación, examinaré los tres elementos mencionados, contextuali-
zando su relación con el proceso de restitución de derechos territoriales 
en Cocolatu, y la importancia de su implementación en el transcurso de la 
etapa judicial o de posfallo. 

6.3.1	 Censo poblacional del territorio colectivo 

En la actualidad, en el territorio colectivo existe un censo que fue aplicado 
por el Consejo Comunitario como instrumento de derecho propio, haciendo 
uso de una ficha suministrada por la UARIV en diciembre de 2012. Dicho 
censo obedece a instrumentos de captura de información de población 

58  Es el análisis de todas las circunstancias jurídicas que tiene y rodean al inmueble y a su 
propietario.
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desplazada que habita actualmente el territorio colectivo, considerada esta 
población en su gran mayoría retornada o reubicada.

De acuerdo con los datos aplicados por el Consejo, en el territorio 
habitan aproximadamente 3057 personas, 1493 mujeres y 1564 hombres, 
distribuidos en 1155 hogares, identificándose el 100% de las personas 
censadas como población afrocolombiana.

No obstante, se reconoce la existencia de vacíos de información por parte 
de la Junta Directiva de Cocolatu con respecto al desarrollo del proceso 
censal, es decir, se presenta un censo discontinuo, dada la alta expulsión 
y movilidad de población del territorio colectivo debido al fenómeno del 
desplazamiento forzado59. Además, no se cuantifica y caracteriza de 
manera integral el número total de comunidades que hacen parte del sujeto 
colectivo de Cocolatu, pues en el censo no se incluyeron 24 comunidades 
de las 49 existentes. 

Cuadro 3. Población por comunidad en Cocolatu

Fuente: Construcción propia con datos suministrados por el Consejo Comunitario a través de 
ficha suministrada por la UARIV en diciembre de 2012, 2016. 

59  Un 80% de la población abandonó sus tierras dejando comunidades vacías y otras con pocas 
familias.

Comunidad Hogares Población

Aguas Vivas 65 150

Bellavista-Tumaradocito 23 66

California 25 90

Calle Larga 44 153

Caña de Oro 26 61

Caracolí Alto 66 117

Caracolí Bajo 13 59

Cuchillo Blanco 73 135

La Línea 45 116

La Loma 141 282

La Madre 20 40

La Pala 62 131
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Las comunidades no incluidas son: La Fortuna, Cuchillo Negro, Caño 
Seco, Nueva Luz, Blanquicet, Macondo, Eugenia Media, Tierra Adentro, 
Villa Eugenia, Los Cerritos, Guacamayas, Antasales, Cetino 1, Quibdocito, 
Pueblo Bello, Bella Rosa, El Cedro, Salsipuedes, La Florida, Pueblo 
Regao, El Caimán, El Sinaí, Primavera y Eugenia Arriba. La mayoría de 
ellas se encuentran ubicadas en las zonas 2 y 4 del título colectivo, que 
responden a prácticas político organizativas distintas (JAC) y con limitado 
autorreconocimiento como sujeto colectivo60.

[…] los censos que tenemos no se realizaron en el marco de la 
caracterización o proceso de restitución de tierras. En 2012, con 
apoyo de la UARIV contamos personas, más allá de indagar por 
situaciones mucho más complejas relacionadas con la tenencia de 
la tierra (Entrevista a líder de la Junta Directiva de Cocolatu (2016), 
entrevistado por Cinep/PPP, Riosucio (Chocó).

60  Entre octubre y noviembre de 2016, la URT inició un procedimiento administrativo de resolución 
de controversias intraétnicas dentro del consejo que tiene como fin lograr el autorreconocimiento 
y el garantizar derechos étnico territoriales a todos los habitantes del territorio.

La Posa 30 68

La Primavera 36 80

La Punta 70 263

Las Lomitas 22 52

Los Chipes 42 84

Los Coquitos 65 164

Nueva Unión 46 90

Peñitas 0 0

Puerto Cesar 20 88

Puerto Rivas 30 105

Santo Domingo 64 171

Venecia 91 336

Villa Nueva 20 96

Yarumal 16 60

TOTAL 1155 3057
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Así las cosas, con esta información demográfica no se garantiza la totalidad 
de los derechos territoriales y no se tiene absoluta claridad de los tipos de 
habitantes del territorio61, teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 
28 al 32 de los reglamentos internos del Consejo Comunitario. Situación 
que identifica un vacío enorme para el entendimiento de las dinámicas de 
ocupación del territorio colectivo y, por ende, en los derechos que tiene 
cada uno de los habitantes frente a los limites respecto a su uso y goce 
del territorio, escenario de vital importancia para la naturaleza del proceso 
organizativo y para la etapa judicial y de posfallo.

En el marco del proceso de restitución de derechos territoriales de 
Cocolatu, es necesario que las entidades del Estado identifiquen de 
la manera más aproximada posible quiénes están habitando hoy 
en día el territorio, cómo lo usan y qué relación tienen, es decir, si 
son habitantes ancestrales, repobladores, segundos ocupantes 
o jornaleros y si efectivamente se reconocen o no como parte del 
Consejo Comunitario.

En la actualidad, con el acompañamiento del Cinep/PPP estamos 
actualizando nuestros autocensos, preparándonos para la etapa 
judicial y de posfallo, pero también para saber a quién le corresponde 
qué pedazo de tierra, como requisito para la gestión y administración 
de nuestro territorio (Entrevista a líder de la Junta Directiva deCocolatu 
(2016) [entrevistado por Cinep/PPP], Riosucio, Chocó).

Esbozado lo anterior, efectivamente el Cinep/PPP, en conjunto con la Junta 
Directiva de Cocolatu, inició desde noviembre de 2016 la construcción/
actualización del autocenso del Consejo Comunitario62, con especial énfasis 
en la identificación de las siguientes categorías: a) El número de títulos 
individuales existentes en todo el territorio colectivo; b) La distribución por 

61   En Cocolatu se podrían clasificar los tipos de habitantes en las siguientes categorías: 
a) Habitantes ancestrales o históricos que se reconocen como parte del sujeto colectivo, 
generalmente ubicados en las zonas 1 y 3 del territorio; b) Habitantes históricos que no se 
reconocen como parte del sujeto colectivo, ubicados en las zonas 3 y 4 del territorio colectivo, y 
c) Habitantes repobladores, que son personas que ocupan el territorio colectivo y que son ajenos 
a la comunidad.
Importante anotar que los segundos ocupantes entrarían a la categoría b), personas que habitan 
el territorio, pero no se reconocen como parte del sujeto colectivo.
62  Al día de hoy, se tienen datos de 39 comunidades, el número de familias censadas es 1254 y 
el número de personas es aproximadamente 3976.
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sexo y edad; c) La identificación del número de personas desplazadas que 
han retornado; d) Los principales lugares de recepción de la población 
desplazada; e) El tiempo de llegada y clasificación de los habitantes, y f) 
El autorreconocimiento del núcleo familiar como parte del sujeto colectivo. 

Es importante anotar que, como resultado de mi interacción con el proceso, 
varios son los vacíos que identifico frente al ejercicio de actualización de 
autocensos adelantado por Cinep/PPP y la Junta Directiva de Cocolatu en el 
territorio. En primer lugar, este autocenso depende de la liberalidad, es decir, 
de la voluntad de quien lo diligencia, situación que podría llegar a generar 
una aproximación demográfica que sustenta el panorama de personas 
que habitan y se reconocen como parte del sujeto colectivo, dejando de 
lado a todos aquellos que no tienen la intención de autorreconocerse, o 
quizás a grupos de repobladores que tienen la intención de reconocerse 
como parte del sujeto colectivo, pero que actualmente no hacen parte de  
Cocolatu. 

En segundo lugar, por el hecho de ser implementado en cada una de 
las comunidades del territorio —incluyendo el municipio de Riosucio—, 
excluye a todas aquellas personas y familias que, en el marco del conflicto 
armado interno y por factores subyacentes y vinculados al mismo, se vieron 
obligadas a desplazarse, a ciudades como Turbo, Apartadó, Medellín, 
Cartagena, entre otras, y que no han retornado. Estas serían parte del 
subregistro censal.

Sin embargo, en virtud del Auto Interlocutorio 00181 del 12 de diciembre de 
201463, este autocenso sí le brindaría un panorama medianamente amplio 
al juez de conocimiento para que entendiese las dinámicas de ocupación 
y poblamiento de este territorio, y en esa misma medida, el otorgamiento 
de los derechos que tiene cada uno de los habitantes por ser parte de 
un sujeto colectivo, particularmente aquellos relacionados al uso y goce 
efectivo del territorio.

63  En el marco de las medidas cautelares, el juez ha ordenado en reiteradas ocasiones realizar 
censos de tipos de población y variadas comunidades de Cocolatu —censo de los retornantes 
acompañados hasta el 2014, censo de la comunidad de Guacamayas y censo de la comunidad 
de Macondo—, pero no ha ordenado un censo del todo el sujeto colectivo, muy a pesar de las 
medidas de protección.
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En últimas, el desarrollo de un proceso censal en el transcurso de la etapa 
judicial o de posfallo es un escenario más que necesario, indispensable 
para garantizar la sostenibilidad del proceso de restitución de derechos 
territoriales en  Cocolatu. 

6.3.2	 Estudio de títulos, deslinde y amojonamiento de 
predios individuales 

Como resultado de un ejercicio de análisis de información registral 
para la revisión y estudio de folios de matrícula inmobiliaria de predios 
individuales64, este estudio de caso identifica cuatro grandes escenarios 
que complejizan la relación actual con el territorio del sujeto colectivo 
de  Cocolatu: a) La existencia de por lo menos 442 predios individuales 
registrados y presuntamente traslapados con el territorio colectivo65; b) El 
principal acto jurídico identificado, con base en información de certificados 
de tradición y libertad, es la adjudicación individual de baldíos —Figura 
4—; c) En los cuatro círculos registrales objeto del proceso de revisión —
Mutatá, Turbo, y Riosucio— existen adjudicaciones con posterioridad al 1 
de enero de 199166 y anteriores al trámite de titulación colectiva (28/08/2000) 
67 y d) La existencia de títulos otorgados y/o registrados después del inicio 
del proceso administrativo de titulación colectiva68, los cuales representan 
un alto número de hectáreas, como se ilustra en la Figura 5. 

64  Para la Superintendencia de Notariado y Registro Público, el folio de matrícula inmobiliaria 
es la identificación única de cada bien inmueble. Sus cifras señalan la ubicación del bien, el 
departamento y la Oficina de Registro que asienta cada uno de los títulos donde el bien inmueble 
esté involucrado.
65  112 folios corresponden al Círculo Registral del Municipio de Mutatá (Antioquia); 290 folios al 
Círculo Registral de Turbo (Antioquia) y 40 folios al Círculo Registral de Riosucio (Chocó).
66  Debido a que el Decreto 4635 de 2011 señala esa temporalidad. 
67  El término para presentar oposiciones al trámite precluyó el 28/08/2000, fecha en la cual fue 
desfijado el negocio (previamente realizado el 16 de agosto de 2000).
68  En Cocolatu, la propiedad privada legalmente constituida y que cumpla con el registro ante 
la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos antes del 28/08/2000 no hace parte del título 
colectivo, lo cual no quiere decir que los campesinos adjudicatarios iniciales —algunos de ellos 
afrodescendientes— no hayan sido también víctimas de alguna modalidad de despojo. 
De acuerdo a las disposiciones normativas, es necesario para obtener la plena propiedad 
la concurrencia de dos elementos: a) El titulo traslaticio de dominio, como lo pueden ser las 
escrituras públicas o los actos administrativos de adjudicación de baldíos, y b) El modo, que para 
el caso de los bienes inmuebles es el registro del respectivo título en la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos. 
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Figura 4. Principales actos jurídicos registrados como apertura de folio

Fuente: Construcción propia con datos en base a información de certificados de tradición y 
libertad, aportados por la URT a Cinep/PPP, 201.

Figura 5. Adjudicaciones de baldíos por fecha de registro

Fuente: Construcción propia con datos en base a información de certificados de tradición y 
libertad, aportados por la URT a Cinep/PPP, 2017.
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Lo anterior, para el caso Cocolatu, invita a concluir de la existencia de dos 
naturalezas de predios. Un predio de carácter colectivo (107 064 hectáreas 
–) y otros con un notable número de adjudicaciones individuales de baldíos 
(24 868 hectáreas –) traslapados con el colectivo69, los cuales se encuentran 
en continua confrontación frente a la exigibilidad de derechos —colectivos 
para comunidades étnicas y derechos individuales para campesinos—, 
una vez se consolida la titulación colectiva del territorio de Cocolatu. De 
hecho, esto último, de acuerdo a las proposiciones del Decreto Ley 4635 
de 2011, podría considerarse inmerso en presunción legal de nulidad 
absoluta del acto administrativo, y por ende, configurarse en un despojo 
administrativo, ya que diversos casos podrían tipificarse como negocios 
fraudulentos. 

Tal consideración jurídica sería el resultado de la aplicación literal del 
artículo 128, numeral 1, del Decreto Ley 4635 de 2011: 

Para efectos probatorios dentro del proceso de restitución se 
presume legalmente que están viciados de nulidad absoluta, los actos 
administrativos que hubieren titulado u otorgado otra clase de derechos 
a terceros en tierras baldías ocupadas o utilizadas culturalmente por 
comunidades negras (…).

En últimas, la solución al problema complejo que implica que en un mismo 
espacio territorial coexista un título colectivo con títulos individuales que 
podrían ser susceptibles de restitución por la vía individual —Ley 1448 de 
2011— es una situación que amerita por lo menos un profundo análisis 
entre las entidades públicas responsables de implementar la política de 
restitución y la Junta Directiva de Cocolatu. Frente a esta mencionada 
confrontación de exigibilidad de derechos en la etapa judicial, se requiere 
del desarrollo de tres procedimientos que saneen ese proceso de 
legalización territorial —lleno de vicios y de nulidades— en razón de la 
misma titulación del territorio colectivo, procedimientos que, así aplicados, 
o por lo menos identificados por los mencionados actores, posibilitarían 
una idea de restitución transformadora.

69  No siempre la existencia de predios individuales representa incompatibilidad per se con 
la vocación de colectividad. Lo anterior se fundamenta en la Resolución 02805 de 2000, que 
establece que serán excluidos los títulos individuales de los que se pueda aducirse efectivamente 
el derecho de propiedad, estos deberán cumplir con el requisito jurídico de la forma y el modo 
para adquirir el dominio.
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Una reflexión que podría ayudar a resolver el problema mencionado gira 
en torno a la convivencia, respeto y plena garantía de derechos por parte 
del sujeto colectivo de Cocolatu sobre títulos otorgados y registrados antes 
del trámite de titulación colectiva (28/08/2000)70, situación que si bien no 
ha generado mayores dificultades, sí presenta pequeñas fracturas en la 
realidad del proceso organizativo, especialmente porque varias juntas de 
acción comunal están conformadas por personas que reclaman derechos 
individuales. 

Dicha reflexión jurídico-política apuntaría a la gestión, administración y 
autogobierno del Consejo Comunitario sobre dichas porciones de territorio 
que generan confrontaciones frente a la exigibilidad de derechos, así como 
a los temores por parte de la Junta Directiva de Cocolatu frente a un posible 
escenario de apertura de un nuevo mercado de tierras, que posibilitaría 
un nuevo ciclo de negocios jurídicos bajo formas como contratos de 
compraventa, arrendamiento, entregas del uso, del usufructo, del derecho 
de habitación, la constitución de hipotecas o cualquier negocio que 
implique la disposición de derechos reales a terceros ajenos al territorio, 
inclusive bajo vicios de voluntad, como lo son la fuerza y la violencia. 

Como resultado de mi interacción con el proceso, considero viable el 
desarrollo de por lo menos los siguientes tres procedimientos claves para 
sanear el proceso de legalización territorial:

El primer procedimiento giraría en torno a la definición social y jurídica 
por parte de la entidad responsable (URT) del siguiente escenario: ¿qué 
va a suceder con las personas y/o familias que poseen títulos individuales 
otorgados o registrados con posterioridad al momento de fijación en lista 
del negocio de titulación colectiva de Cocolatu71 y que no se reconocen 
como parte del sujeto colectivo? 

Un segundo procedimiento, previa definición anterior, sería realizar 
un estudio de títulos que considere cada uno de los casos de los 
aproximadamente 442 existentes, y que demuestre todos aquellos actos 

70  En donde pueda aducirse efectivamente el derecho de propiedad y se cumpla con las causales 
para adquirir dominio. 
El trámite de titulación colectiva fue el 28/08/2000. 
71  El trámite de titulación colectiva fue el 28/08/2000.
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que deberán ser presumidos de derechos nulos, inválidos o inexistentes. 
Acción que aún parece muy lejos, si bien fue presentada en la demanda, 
vía solicitud de prueba a responsabilidad de la Superintendencia de 
Notariado y Registro Público.

Y por último, como resultado del estudio de títulos, considero necesario que 
el juez ordene el deslinde y el amojonamiento de predios72 que resultaren 
ser efectivamente individuales y plenamente válidos, con la intención de 
determinar las fronteras de cada uno de ellos, así como de fijar los alcances 
de los derechos y la separación material de los predios.

Escenarios posibles, pero que necesitan de voluntad política, de la 
formulación de precisiones jurídicas urgentes y necesarias, por parte de 
las entidades públicas responsables, frente a la existencia y validez de 
esos 442 predios individuales registrados, presuntamente traslapados con 
el territorio colectivo, y que suman aproximadamente 24 868 ha —23% del 
territorio colectivo—, así como del desarrollo de una profunda reflexión 
intra e interinstitucional sobre lo que significa el enfoque diferencial étnico 
en la restitución de derechos territoriales. 

6.3.3	 Restitución material del territorio colectivo 

El proceso de restitución de derechos territoriales en COCOLATU inició en 
medio de la continuidad del conflicto armado en la subregión, con una 
evidente fractura del tejido social organizativo, una muy frágil coordinación 
entre las diferentes entidades públicas responsables de implementar la 
política de restitución, y una clarísima estrategia liderada por terceros 
ajenos al territorio para controlar social y territorialmente el sujeto colectivo 
y así obstaculizar los procesos de reivindicación de derechos territoriales 
de las comunidades. Estos escenarios ya han sido profundizados a lo largo 
del estudio de caso, y confirman la dificultad de que el proceso avance de 
manera efectiva para lograr con ello la devolución pronta y eficaz de la 
tierra.

72  Para la Corte Suprema de Justicia (Sala de Casación Civil y Agraria en Sentencia del 12 de abril 
de 2002, expediente 5042), el proceso de deslinde y amojonamiento consiste en la separación 
que se hace fijando los límites con los otros predios vecinos; en dicho proceso se puede exigir a 
los dueños de los predios vecinos realizar la demarcación, repartiéndose entre ellos los gastos de 
dicha demarcación.



Territorios en disputa: restitución de tierras en el Consejo Comunitario de la 

Larga y Tumaradó, subregión del bajo Atrato (Chocó)

111

Garantizar que la restitución de tierras en Cocolatu, como instrumento 
excepcional de justicia transicional, sea completa, sostenible y 
transformadora, constituye el escenario ideal; sin embargo, más aún, 
garantizar la restitución material y efectiva del territorio en el transcurso de 
la etapa judicial o de posfallo es el gran reto, quizás el desafío. Frente a 
ello, deberían considerarse cuatro grandes medidas: 

La primera es el desarrollo de los cuatro procedimientos jurídicos de 
saneamiento y legalización territorial mencionados anteriormente: proceso 
censal, definición social y jurídica de la URT de los títulos individuales no 
válidos y que no se reconocen como parte del sujeto colectivo, desarrollo 
del estudio de títulos que demuestre actos nulos, inválidos o inexistentes, 
y la orden del juez del deslinde y el amojonamiento de predios.

La segunda, la aclaración que tiene que generar el Congreso de la 
República frente al conflicto limítrofe que mantienen desde hace 17 años 
los departamentos de Antioquia y Chocó por el municipio de Belén de 
Bajirá , conflicto que repercute directamente en la realidad organizativa 
y territorial de Cocolatu, en razón de dos escenarios: a) En Belén de 
Bajirá73 se pretende implementar uno de los más ambiciosos proyectos 
agroindustriales del noroccidente del país, enfocado principalmente en 
el cultivo de palma de aceite74, y b) Se ha entendido erróneamente que 
el Consejo Comunitario y el título colectivo solo son figuras que tienen 
cabida legal en el departamento del Chocó. Esta situación ha confundido 
al sujeto colectivo, y ha incidido directamente en el proceso iniciado por 
la URT con respecto al procedimiento administrativo de resolución de 
controversias intraétnicas al interior del Consejo, especialmente por los 
efectos derivados de una u otra administración pública. 

Aquí tenemos un problemita y es el limítrofe, vienen de Antioquia y 
traen el mapa donde dicen que esto les pertenece, vienen del Chocó 
y traen un mapa y dicen que este territorio está en título colectivo. 

73  El diferendo limítrofe entre ambos territorios se configuró en el año 2000, cuando la Asamblea 
del departamento del Chocó creó el municipio de Belén de Bajirá, mediante la Ordenanza 011 
del 19 de junio. Posteriormente, en el 2007, el Consejo de Estado, mediante el fallo 458, anuló 
la Ordenanza de la Asamblea chocoana. En 2017, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) 
confirmó que Belén de Bajirá se ubica en territorio chocoano.
74  Entrevista a líder de la Junta Directiva de Cocolatu (2016), entrevistado por CineP/PPP, Riosucio 
(Chocó).
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Si esto lo definieran, para nosotros seria de mucho beneficio, en 
temas de salud sobre todo, ya que ellos mismos dicen que no les 
pertenecemos a ninguno, entonces es muy poco lo que recibimos, 
y si resuelven eso por parte del Chocó, no tenemos inconveniente 
en trabajar con el Consejo, y si lo resuelven por parte de Antioquia 
seguimos así con juntas de acción comunal. Sin embargo, los ricos 
por acá nos dicen que si pasamos a territorio de Antioquia ya no 
seriamos Consejo, sino individual (Entrevista a líder de Cuchillo Negro 
Cocolatu, 2016 [entrevistado por Cinep/PPP] Riosucio, Chocó). 

La tercera, una condición que ha complejizado la restitución de tierras en 
Cocolatu es el desconocimiento que las comunidades tienen en relación 
al Consejo Comunitario como figura político organizativa, y del sujeto 
colectivo de Cocolatu  como entidad concreta, así como la apropiación de 
la Ley 70 de 1993 y el Decreto 1745 de 1995.

Sobre la Ley 70 solo sabemos que existe, pero no hemos recibido 
información ni nada, aquí la información que recibimos es de la 
Secretaría de Desarrollo del municipio de Turbo. Nosotros no sabemos 
cómo funciona el Consejo Comunal de la Larga y Tumaradó, no 
sabemos su estructura ni cómo ellos —la Junta— la manejan, para 
nosotros esto es desconocido, porque no hemos sido asesorados 
sobre el tema. Además, ni la Junta, ni ustedes como asesores del 
Consejo, acá han venido (Entrevista a líder de la comunidad de 
Macondo-Cocolatu , 2016 [entrevistado por Cinep/PPP], Riosucio, 
Chocó).

Este desconocimiento se refleja en evidentes vacíos del sujeto colectivo con 
respecto a la apropiación de estos marcos normativos, de su aplicación, 
sus posibles potencialidades, así como de sus restricciones y, en general, 
de cualquier disposición legal referente a derechos diferenciados (Cinep/
PPP, 2013, p. 76).

Así planteado, este escenario constituye una alerta a las entidades 
públicas responsables de implementar la política de restitución frente al 
problema de cómo hacer sostenible la etapa de posfallo. Porque, más 
allá del posible acto protocolario —que incluye la reunión, fotografías, la 
entrega del acto jurídico, la estrechada de mano, el abrazo y el discurso—, 
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la responsabilidad de la distribución del territorio y de la restitución 
material y efectiva es considerada en este momento tarea exclusiva del 
Representante Legal y la Junta Directiva de Cocolatu. Sin las condiciones 
de empoderamiento organizativo antes mencionadas, la restitución sería, 
como se ha indicado en este estudio de caso, una tarea difícil, casi titánica. 

Esta pequeña reforma agraria no nos la pueden dejar al Consejo. 
¿Cómo repartimos la tierra?, ¿cómo ordenamos el territorio? Y, ¿cómo 
sacamos a los ricos? Entiendo que técnicamente esto nos corresponde 
a nosotros por ser una comunidad étnica, autónoma y con autoridad, 
pero no se nos puede decir: tome el papel y ya; no. Ahí tiene que 
jugar un rol muy importante el Ministerio del Interior, la Defensoría 
del Pueblo y la misma URT (Entrevista a líder de la Junta Directiva de 
Cocolatu , 2016 [entrevistado por Cinep/PPP], Riosucio, Chocó). 

Entendido lo anterior, y considerando desde ya que la mejor opción para 
transformar esta realidad no es la apelación a la fuerza legítima, por lo menos 
para las acciones frente a terceros ajenos al territorio, concibo necesario 
que el juez en el marco de la sentencia de la demanda de restitución ordene, 
en primer lugar, a las diferentes entidades públicas el generar acciones de 
acompañamiento al proceso. En segundo lugar, se requieren acciones de 
formación en legislación territorial étnica y fortalecimiento organizativo y, en 
tercer lugar, la formulación e implementación de un plan de ordenamiento 
social de la propiedad, así como la adopción de programas de desarrollo 
agropecuario y asistencia técnica, es decir, en últimas, de reconstrucción 
territorial. 

En la demanda se le informó al juez acerca de nuestra preocupación: 
¿cómo la institucionalidad pública va a ayudar a fortalecer al consejo, 
para nosotros poder seguir adelante?

Si no es así, ¿qué capacidad tiene nuestro consejo para otorgar 
hectáreas por familias? ¿Qué grado de legitimidad tiene la actual Junta 
Directiva para que nos hagan caso? Y si alguien se niega a aceptar las 
20 o 30 hectáreas, ¿qué? O peor, ¿cómo le decimos a Cantero, a Pino, 
a Uribe que se vayan, porque hay una sentencia? ¿Ellos será que se 
van, será que van a dejar de lado el ganado, los búfalos, la madera? 
Además, ¿será que se van con sus administradores, vaqueros y 
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trabajadores? Ahí está el problema (Entrevista a líder de la Junta 
Directiva de Cocolatu   (2016) [entrevistado por Cinep/PPP], Riosucio, 
Chocó).

Por último, la cuarta medida a considerar por las entidades públicas 
responsables debería ser la generación de espacios de diálogo y 
concertación territorial, como acción fundamental para garantizar la 
restitución material del territorio. 

El diálogo y la concertación son fundamentales, si usted fortalece a la 
víctima y no genera conciencia en el victimario y no hace un proceso 
educativo y de sensibilización, esto no va funcionar.

Nadie le va a devolver a usted 50 mil hectáreas de un solo tacazo, 
olvídese. Ahí hay mucha gente comiendo legal o ilegalmente. No solo 
es el gran ocupante, están los administradores, los jornaleros, un 
montón de gente. Usted no puede acabar esto a las malas, prueba 
de ello parece ser un ejemplo sin conexión, pero mire usted los 
resultados que ha obtenido Peñaloza cuando se ha metido en las 
ollas: ¿las acabó?, no, ¿acabó el negocio?, no. Sacó a todo el mundo 
a las malas y mandó a todo el mundo para otro lado, muchos se 
devuelven. No atacó el problema, y esto es exactamente igual.

Ahora imagínese usando la fuerza. ¿Usted como garantiza la restitución 
material de un territorio tan grande como este? ¿Cuantos efectivos 
necesita en términos de logística? Casi todo un batallón metido ahí 
de manera continua. ¿Va a funcionar? No. Porque no es sostenible en 
el tiempo y vale mucha plata, sale más barato negociar (Entrevista a 
líder de la Junta Directiva de Cocolatu , 2016 [entrevistado por Cinep/
PPP], Riosucio, Chocó).

Este es un escenario difícil de implementar, ya que depende de la apertura 
y la voluntad política de las partes, en especial de las entidades públicas 
responsables del proceso. No obstante, como resultado de mi interacción 
con el mismo, considero que esta medida podría ser la punta de lanza 
para el inicio de un ejercicio de reconstrucción territorial que incluya: 
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a)	 La construcción de un plan de ordenamiento étnico territorial. 

b)	 Un diálogo fluido con las entidades públicas locales, regionales y 
nacionales, que motive la participación, contextualice la intervención, 
y por ende, rompa la lógica “formulación e implementación de 
políticas públicas pensadas desde el centro para la localidad con 
desconocimiento de la realidad socio-territorial”. 

c)	 La disminución de tensiones existentes en las disputas por la 
legitimidad en la ocupación y uso de la tierra entre los pobladores 
ancestrales del territorio. 

d)	 El logro de claridades —por lo menos organizativas— en relación a 
la polémica que generan las adjudicaciones individuales de baldíos 
traslapados con el colectivo. 

e)	 La reflexión al interior del sujeto colectivo sobre lo que es una 
comunidad negra según las dinámicas de ocupación y poblamiento, 
que busque garantizar derechos a mestizos, chilapos o antioqueños 
y comunidades no autorreconocidas.

f)	 La generación de diálogos institucionalizados con los terceros 
ajenos en el territorio, con miras a la devolución progresiva de la 
tierra.

6.4	 Articulación institucional 

Los artículos 14 y 26 de la Ley 1448, y el artículo 1 del Decreto 4829 
de 201175, expresan que las entidades responsables de implementar el 
proceso de restitución de tierras —como la URT, la UARIV, la Defensoría del 
Pueblo, la UNP y las autoridades gubernamentales locales y regionales—, 
deben colaborar de manera armónica para garantizar la implementación 
efectiva de las políticas, de conformidad con sus competencias y en el 
marco de su autonomía territorial. 

Para responder a este mandato legal se conformó el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación a Victimas (SNARIV), con la intención de impulsar 

75  Decreto por el cual se reglamenta el capítulo III, título IV, de la Ley 1448 de 2011.
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la articulación entre entidades públicas responsables del desarrollo de 
los procesos de restitución, siendo la UARIV la responsable de liderar este 
esfuerzo de coordinación.

Sin embargo, a más de cuatro años de implementación del Decreto 
Ley 4635 de 2011 en Cocolatu, este estudio de caso identifica cuatro 
grandes factores que dificultan la implementación, la optimización de su 
ejecución y la articulación armónica de las entidades responsables del 
proceso de restitución de derechos territoriales: a) La existencia de una 
relación compleja e irregular entre las entidades públicas encargadas de 
implementar la política de restitución y el sujeto colectivo de Cocolatu; b) 
La desarticulación intra e interinstitucional, la poca efectividad para la toma 
de decisiones, sus limitaciones institucionales, técnicas y financieras, así 
como un profundo desconocimiento y una desacertada aplicabilidad del 
principio de enfoque diferencial étnico; c) La enorme distancia resultante 
entre una política pública formulada desde el centro (nación) y la realidad 
socioterritorial del Consejo Comunitario (localidad), y d) La debilidad del 
movimiento étnico como sujeto colectivo que no está suficientemente 
consolidado —ni tiene la cohesión interna necesaria—, precisamente 
porque las dinámicas de ocupación y poblamiento son más complejas de 
lo que supone la ley, lo que ha ocasionado problemas de identidad interna. 

En relación al primer factor, más allá de haber realizado jornadas de 
información, sensibilización y capacitación, y de haber implementado 
mecanismos informales de articulación con organizaciones étnico 
territoriales, sociales y agentes pastorales de la Iglesia católica, las 
entidades públicas responsables —URT, la UARIV, la Defensoría del Pueblo, 
la UNP, entre otras— no han logrado consolidar un canal permanente de 
comunicación y de participación activa con el sujeto colectivo de Cocolatu. 
Este vacío se refleja en los descontextualizados y pobres estudios de 
riesgo propios del CERREM, como resultado de su “cerrada” interacción 
con las organizaciones sociales, étnico territoriales y campesinas para 
su formulación, y de ahí lo insuficiente de las medidas de prevención 
y protección para reclamantes; en el alto nivel de desconocimiento del 
sujeto colectivo del estado y los avances del proceso de restitución 
de derechos territoriales —colectivos e individuales—; en la falta de 
definiciones jurídicas de las entidades frente a la validez de por lo menos 
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442 predios individuales registrados y presuntamente traslapados con el 
territorio colectivo, así como en el incumplimiento de las órdenes judiciales 
emanadas en razón de la medida cautelar —Auto Interlocutorio 00181 del 
12 de diciembre de 2014—. 

Esta dinámica ha provocado clarísimas disfuncionalidades frente al avance 
del proceso, que considero surgen de una excesiva prevención política 
existente desde las entidades públicas frente a la comunidad reclamante 
y la sociedad civil organizada que acompaña al sujeto colectivo, no tanto 
por la evaluación de la gestión, el alcance de metas y el cumplimiento 
de objetivos institucionales, especialmente por parte de la URT, sino más 
bien por lo que significa una real reivindicación de derechos territoriales y 
étnicos, imaginario que, así concebido y dada la influencia de externalidades 
locales, regionales y nacionales —grandes ocupantes, actores armados, 
funcionarios o servidores públicos, sectores gremiales y hasta partidos 
políticos—, hace de él un escenario difícil de implementar, justificado 
además por las entidades que presumen la reserva legal y la regulación 
en el manejo de información confidencial.

Tres ejemplos claros de esta compleja e irregular relación han sido: la 
falta de respuesta a múltiples correos por parte de Cocolatu y Cinep/PPP 
a la URT, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y 
la Defensoría Delegada para los Derechos de la Población Desplazada 
de la Defensoría del Pueblo, las cuales buscaban su involucramiento en 
el proceso de construcción de este estudio de caso; la radicación por 
parte de la Junta Directiva de Cocolatu —entre los meses de junio y julio 
de 2017— de trece derechos de petición —ver Anexo 5— a entidades 
públicas y autoridades municipales, entre otras, con la intención de 
examinar su gestión en el proceso y de realizar seguimiento a la orden 
judicial76, y por último, dos solicitudes radicadas en octubre de 2017 por 
el Consejo Comunitario de Cocolatu ante el CERREM, para la evaluación de 
los riesgos individuales y colectivos al interior del Consejo Comunitario, 
todas sin efecto alguno.

Frente al segundo factor, la etapa administrativa de la política de restitución 
de derechos territoriales en Cocolatu ha reflejado tres obstáculos que 
76  Al día de hoy, hubo respuesta de siete derechos de petición, en seis existió silencio 
administrativo.
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complejizan la restitución, y por ende, el cumplimiento de metas establecidas 
en la ley en cabeza de entidades públicas municipales, departamentales 
y nacionales: a) La confluencia de dos rutas jurídicas de restitución —
colectiva e individual— aplicadas por la URT en un mismo espacio territorial; 
b) El pobrísimo impacto de los comités de Justicia Transicional (CJT)77 en los 
municipios que comprenden el territorio colectivo de Cocolatu —Riosucio 
(Chocó), Turbo y Mutatá (Antioquia)—, especialmente en lo relacionado a la 
constancia en la participación de las entidades públicas78 y a la efectividad 
de sus acciones frente al caso priorizado, y c) Lo lejana que parece estar 
la formulación del plan integral de reparación colectiva (PIRC) en Cocolatu, 
debido a la distancia institucional entre la UARIV y la URT. 

En relación con lo anterior, deseo priorizar solo el análisis del primer 
obstáculo —la confluencia de dos rutas jurídicas de restitución—, el cual 
considero que es el escenario que más genera ruido al interior del sujeto 
colectivo de Cocolatu, lo que hace de él un obstáculo urgente por resolver 
por parte de las entidades públicas responsables de implementar el 
proceso de restitución. 

Dicho obstáculo se origina en el año 2012, cuando la URT microfocalizó e 
inició la fase administrativa y judicial de restitución individual, para alrededor 
de 346 solicitudes en los corregimientos de Macondo y Blanquicet —
municipio de Turbo—, en el marco de la Ley 1448 de 2011, desconociendo 
que ambos corregimientos se encuentran traslapados con el territorio 
colectivo de Cocolatu, así como las protecciones de las que este goza en 
virtud de la Ley 70 de 1993 —ver Anexo 6—. 

Tal accionar ambiguo por parte de la mencionada entidad pública ha traído 
resultados contradictorios, desde sus inicios hasta la etapa posfallo: a) 
Estos procesos de restitución individual se adelantaron sin involucrar a las 
autoridades étnicas del sujeto colectivo, siendo solamente incluidos en la 

77  Los CJT se estipulan en el capítulo III “Sistema nacional de atención y reparación integral a las 
víctimas”, en sus artículos 173 y 174 de la Ley 1448 de 2011, y en el Decreto reglamentario 4800 
de 2011, en sus artículos 252 y 253.
78  Con relación al funcionamiento de los comités, entre los años 2015 y 2016, en Riosucio se 
realizaron ocho comités —cuatro en 2015 y cuatro en 2016—, en Turbo dieciséis —doce en 2015 
y cuatro en 2016— y en Mutatá, ninguno.



Territorios en disputa: restitución de tierras en el Consejo Comunitario de la 

Larga y Tumaradó, subregión del bajo Atrato (Chocó)

119

etapa judicial79, especialmente para el caso de Macondo; b) La Defensoría 
del Pueblo nunca asumió la defensa técnica del Consejo Comunitario; c) 
La microfocalización generó un aumento desmesurado de expectativas 
entre los reclamantes y sus familias, que motivaron múltiples retornos 
sin acompañamiento institucional por parte de personas que aducen 
poseer derecho a la restitución individual dentro del territorio colectivo; 
d) Dicha situación generó confusiones al interior del sujeto colectivo, 
respecto a los derechos que tiene cada uno de los habitantes frente al 
uso y goce del territorio, y e) Los primeros cinco fallos de restitución 
individual en Macondo80, a pesar de reconocer una dinámica de despojo 
en el territorio, ordenaron la compensación y reubicación de las familias 
reclamantes, desconociendo la historia de ocupación y poblamiento del 
sujeto colectivo Cocolatu81.

A pesar de la orden octava del Auto Interlocutorio 153 de 2016, que ordena 
a los juzgados de restitución de tierras de Apartadó y a la Sala Especializada 
del Tribunal Superior de Antioquia la suspensión de los trámites de los 
procesos de restitución de tierras que adelanta la URT respecto a los 
predios individuales traslapados con el territorio colectivo de Cocolatu, así 
como de la falta de definición social y jurídica en relación con la validez de 
los títulos individuales existentes —aproximadamente 442— por parte de 
la mencionada entidad, este panorama lo que ha puesto en evidencia es 
un verdadero galimatías jurídico, debido a la desacertada aplicabilidad del 
principio de enfoque diferencial étnico, que confirma que este conflicto es 
un escenario fundamental para resolver. 

79  El representante legal del Consejo conoció de los procesos solo cuando la URT compulsó 
copias al Consejo Comunitario para que compareciera ante el Juzgado Primero Civil del Circuito 
Especializado en Restitución de Tierras de Quibdó.
80  Las cinco sentencias son las siguientes: a) 050453121001-2013-00653; b) 050453121001-
2013-00571; c) 050453121001-2013-0065401; d) 050453121002-2013-00020 y e) 050453121001-
2013-00572.
81  Dicho fallo se fundamentó en un informe presentado por CORPOURABÁ, en donde se señalaba 
que los predios de los reclamantes se encontraban dentro de la Reserva Forestal del rio León, y 
eran zonas no aptas para la ocupación y explotación por ser zonas anegables.
Esta decisión fue apelada mediante recurso de revisión, y se solicitó concepto a CODECHOCÓ frente 
a la factibilidad del ejercicio de habitabilidad en la zona. Esta entidad señaló que los riesgos 
generados por inundaciones eran mínimos, y que aquella zona, considerada una reserva natural, 
era compatible con la ocupación campesina y con la explotación privada en los términos que lo 
permite el artículo 12 del Decreto 2372 de 2010 del Ministerio del Medio Ambiente. Finalmente, el 
Tribunal Superior de Antioquia decidió modular las órdenes proferidas en las cinco sentencias, y 
ordenó la restitución material de los predios.
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El tercer factor que dificulta la implementación y el desarrollo del proceso 
de restitución de derechos territoriales, en relación con la articulación 
institucional, es la enorme distancia entre el derecho positivo formulado 
desde el centro (nación) y la realidad socio territorial del Consejo 
Comunitario (localidad).

Si bien la formulación de estas políticas estuvo precedida por intensos 
debates en el Congreso de la República, así como por la participación de 
valientes líderes políticos y sociales comprometidos con los derechos de las 
víctimas, se ha dejado de lado, no el reconocimiento del conflicto armado 
—pues inclusive se incorporó un artículo que reconoce que en Colombia 
sí hay conflicto—, sino más bien el garantizar la implementación material 
y efectiva de las políticas en territorios con una geografía difícil, teniendo 
en cuenta las enormes complejidades territoriales, sociales, políticas, 
organizativas, administrativas y culturales de la comunidad o territorio. 
Frente a ello, este estudio de caso identifica tres grandes distancias que 
evidencian lo enunciado. 

En primer lugar, los temas que se refieren a la continuidad del despojo 
en el territorio colectivo de Cocolatu, los altísimos niveles de riesgo a 
reclamantes, las acciones de terceros ajenos al territorio para mantener 
el modelo rentista de explotación de recursos naturales, la notable 
debilidad en la voluntad política y capacidad del gobierno local y regional, 
así como los sistemáticos obstáculos —jurídicos y políticos— para la 
implementación de la ley, no permiten que los procesos avancen en favor 
de las comunidades y, al contrario, evidencian que el conflicto que la 
política de restitución buscaba resolver no ha desaparecido, sino que más 
bien se ha complejizado. 

En segundo lugar, existen vacíos y defectos legislativos en el Decreto Ley 
4635 de 2011, ya que en su implementación se desconocen las debilidades 
organizativas y de identidad de las comunidades étnicas debidas a la 
usurpación y el despojo territorial en el marco del conflicto armado. Es 
decir, el decreto no contempla acciones diferenciadas cuando el sujeto 
colectivo —como en el caso de Cocolatu— presenta altos niveles de 
desplazamiento masivo de población del territorio colectivo, dinámicas de 
ocupación y poblamiento discontinuas, segundos ocupantes, la existencia 
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de títulos individuales adjudicados por el INCORA previos a la titulación, 
entre otras situaciones. Fragilidades que complejizan e imposibilitan la 
implementación de la política de restitución en el plano local.

Y en tercer lugar, un obstáculo histórico: la reducida participación en 
la formulación de políticas públicas de las autoridades étnicas y las 
organizaciones étnico territoriales en términos de derechos, administración, 
gestión, ordenamiento del territorio y de los recursos naturales. Ejemplo 
de ello: a) El decreto no contempla un mecanismo de armonización de las 
leyes en relación con el desarrollo rural, los planes de etnodesarrollo y de 
ordenamiento territorial; b) El decreto tampoco contempla la posibilidad 
de articular el derecho propio con las formas de administración de los 
territorios colectivos, y con los mecanismos propios de resolución de 
conflictos —el diálogo, la concertación, la aplicabilidad de los reglamentos 
internos—, que además tienen reconocimiento constitucional, y c) 
El decreto no genera claridades con respecto a lo que es un segundo 
ocupante en territorio étnico.

Por último, el cuarto factor se refiere a las poquísimas claridades al interior 
del sujeto colectivo con respecto a su conformación como comunidad 
y a su estructura, es decir, en Cocolatu no se tiene claridad acerca del 
número de habitantes —existe un censo discontinuo y que no cuantifica 
de manera integral el número total de comunidades—, ni de los tipos 
de habitante según los reglamentos internos de Cocolatu, ni, por ende, 
de la correspondencia de los derechos territoriales, lo que conduce a la 
siguiente cuestión: ¿a quién se le va restituir el territorio?

Así las cosas, a más de cuatro años de la implementación en Cocolatu 
del Decreto Ley 4635 de 2011, existen cuatro grandes factores —una 
relación compleja e irregular entre las partes inmersas en el proceso, la 
desarticulación intra e interinstitucional, lo descontextualizado de la ley 
para su implementación, y la complejidad de las dinámicas de ocupación y 
poblamiento— que constituyen la “piedra en el zapato” de la colaboración 
armónica para garantizar la implementación efectiva de la política de 
restitución de derechos territoriales. 
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7	 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

El proceso de restitución de derechos territoriales en Cocolatu se encuentra 
en fase judicial, con la transversalidad de la adopción preventiva de una 
medida cautelar —Auto Interlocutorio 00181 del 12 de diciembre de 2014— 
proferido por el juez primero civil del Circuito Especializado en Restitución 
de Tierras de Quibdó. 

Este estudio de caso evidenció que sí es posible implementar la Ley 1448 
de 2011 y el Decreto Ley 4635 de 2011 en un territorio étnico en medio de 
un contexto de violencia, donde existe un fenómeno de concentración de 
la tierra por parte de empresarios, precariedad institucional y una altísima 
fragilidad político organizativa al interior del sujeto colectivo. 

Sin embargo, el mismo estudio pone de manifiesto la existencia de cuatro 
escenarios cuellos de botella que imposibilitan adelantar una restitución 
transformadora y, al contrario, dan continuidad al despojo en su carácter 
multidimensional, legitiman las graves afectaciones territoriales y rompen la 
labor de reivindicación de derechos territoriales, de no ser medianamente 
resueltos, o por lo menos identificados —en el transcurso de la etapa 
judicial o de posfallo—, por las entidades públicas y organizaciones étnico 
territoriales.

El primer escenario cuello de botella hace referencia a que el éxito de la 
política de restitución de derechos territoriales en Cocolatu depende en 
gran parte del respeto y la garantía del derecho a la vida, la libertad y la 
integridad de la población reclamante.
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El estudio de caso muestra la existencia en el territorio colectivo de por lo 
menos tres factores de riesgo que constituyen un obstáculo frontal para la 
reivindicación de los derechos territoriales de las comunidades, y un peligro 
para los propios reclamantes de tierras: a) La connivencia entre grandes 
ocupantes, actores armados y funcionarios o servidores públicos; b) La 
presencia y el control social y territorial por parte de grupos paramilitares, 
y c) La estigmatización del proceso de restitución de tierras por parte de 
líderes políticos, gremiales y altos funcionarios del Estado.

Además, las tres medidas de protección adoptadas por la UNP en el marco 
del programa especial para reclamantes de tierras son esencialmente 
reactivas, insuficientes para la protección de la comunidad o las personas, 
revelando además debilidades estructurales de las entidades públicas en 
torno a la construcción e implementación de planes de intervención que 
garanticen protección y seguridad. 

Por tal motivo, este estudio de caso recomienda a las entidades públicas, 
responsables de implementar la Ley 1448 de 2011 y el Decreto Ley 4635 de 
2011 en Cocolatu, el desarrollo de un CERREM con participación de la Junta 
Directiva y de los 23 protegidos/as por la UNP que se encuentran al interior 
del territorio colectivo, con el fin de evaluar el desarrollo y la efectividad 
de las medidas implementadas en la Resolución 5587 de 2018, examinar 
los riesgos y desafíos que la nueva etapa del proceso de restitución 
de derechos territoriales —fase judicial— puede llegar a traer para los 
miembros del sujeto colectivo de Cocolatu, y proponer la construcción de 
un plan de protección y prevención que garantice seguridad y protección 
a reclamantes de tierras, acompañantes de procesos organizativos 
y funcionarios que intervienen en procesos étnicos y campesinos de 
restitución de tierras en la subregión del Bajo Atrato y el Urabá antioqueño.

Frente al segundo escenario, este estudio de caso se fundamentó en la 
siguiente consideración: en  Cocolatu  existe un difuso y complejo panorama 
de ocupación y poblamiento del territorio que incide en la debilidad colectiva 
del sujeto, debido a seis grandes factores: a) Porque entre 1996 y 1998, 
la incursión paramilitar generó el desplazamiento del 80% de la población 
que componía el sujeto colectivo; b) Porque apenas un 20% de las familias 
desplazadas han realizado acciones de retorno; c) Porque cerca de un 
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40% de las familias que en la actualidad viven en el territorio son nuevas 
en él, y llegaron tras el desplazamiento de los habitantes tradicionales; 
d) Porque estas dinámicas de ocupación y poblamiento han generado el 
nacimiento de nuevas comunidades con variadas formas de organización 
política, y e) Porque la mayor parte del territorio se encuentra bajo el control 
social y territorial de terceros que han transformado el uso del suelo y las 
dinámicas de vida en la zona.

Lo anterior configura la existencia de varios tipos de habitantes del territorio82  
y una falta de claridad al interior del sujeto colectivo sobre los derechos de 
cada uno de estos tipos de habitantes, con respecto al uso y tenencia de la 
tierra, particularmente en relación con aquellos habitantes históricos a los 
que no les fueron adjudicados los predios que venían ocupando, es decir, 
los segundos ocupantes. 

Al día de hoy, una de las mayores complejidades en el proceso de restitución 
de derechos territoriales de Cocolatu tiene que ver con la nula claridad 
que existe al interior de las entidades públicas responsables del proceso 
de restitución —a pesar de la existencia de dos marcos normativos para 
la URT, el Decreto 440 de 2016 y el Acuerdo 33 de 2016— con respecto 
a quiénes tendrían la calidad de sujeto colectivo, en relación con lo que 
es un segundo ocupante en un territorio étnico y frente a cuál debe ser la 
oferta institucional que se le debe garantizar a este tipo de habitantes del 
territorio. 

Por tal razón, y a pesar que de que, al momento, las salidas jurídicas y 
políticas a esta situación son totalmente inciertas, uno de los procedimientos 
elementales para el buen desarrollo de la etapa judicial y de posfallo 
es la formulación de precisiones jurídicas o rutas de intervención 
suficientemente claras por las entidades públicas frente a los tipos de 
habitantes caracterizados como segundos ocupantes. 

El tercer escenario cuello de botella desarrollado en este estudio de caso 
se fundamentó en la siguiente reflexión: garantizar la restitución material y 
efectiva del territorio en la etapa judicial y de posfallo es el gran reto, quizás 
el desafío.

82  La caracterización de los tipos de habitantes del territorio de COCOLATU se detalla en el ítem 6.2, 
párr. 7.
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Frente a ello, se identificaron cuatro elementos centrales que deberán 
tener en cuenta las entidades públicas y organizaciones étnico territoriales 
para facilitar la tan anhelada restitución transformadora en Cocolatu: 
a) El desarrollo de cuatro procedimientos jurídicos de saneamiento y 
legalización territorial —censo poblacional del territorio colectivo, definición 
social y jurídica de la URT de los títulos individuales no válidos y que no se 
reconocen como parte del sujeto colectivo, desarrollo del estudio de títulos 
que demuestre actos nulos, inválidos o inexistentes, y la orden del juez 
para el deslinde y el amojonamiento de predios—; b) La aclaración que 
tiene que generar el Congreso de la República frente al conflicto limítrofe 
que mantienen Antioquia y Chocó por el municipio de Belén de Bajirá; c) 
Las acciones de formación a líderes en legislación territorial étnica y el 
fortalecimiento organizativo, así como el acompañamiento al proceso para 
la reconstrucción territorial, y d) La generación de espacios de diálogo 
y concertación territorial, como acción fundamental para garantizar la 
restitución material del territorio.

Elementos posibles de conseguir, pero que necesitan de voluntad política 
y de la formulación de precisiones jurídicas urgentes y necesarias, así 
como del desarrollo de una profunda reflexión intra e interinstitucional 
sobre lo que significa el enfoque diferencial étnico en la restitución de 
derechos territoriales, donde se plantea como escenario ideal el lograr 
la sostenibilidad de la etapa de posfallo y la integralidad del proceso de 
restitución.

Por último, el cuarto escenario cuello de botella de este estudio de caso se 
enfocó en identificar los grandes factores que dificultan la implementación, 
la optimización de su ejecución y la articulación armónica de las entidades 
responsables del desarrollo del proceso de restitución de derechos 
territoriales en Cocolatu, entre los que se destacan: a) Que las entidades 
públicas no han logrado consolidar un canal permanente de comunicación 
y de participación activa con el sujeto colectivo de Cocolatu, debido a la 
excesiva prevención política; b) La desarticulación intrainstitucional que 
generó la URT, por aplicar en un mismo espacio territorial dos rutas jurídicas 
de restitución —colectiva e individual—, y c) Los distintos elementos 
sociales y territoriales en Cocolatu que influyen directamente en el avance 
del proceso —debilidades organizativas y de identidad como comunidad 
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étnica, concentración de la tierra por parte de empresarios, presencia 
de actores armados ilegales, precariedad institucional—; estos factores 
demuestran que lo que ha fallado no es la ley, sino su implementación.

Por todos estos escenarios, este estudio de caso que emergió de mi 
participación como coordinador del proyecto Unión Europea “Cuando 
tengamos la tierra, crecerá la semilla: restitución de tierras y construcción 
de paz con comunidades étnicas y campesinas” no termina acá, existe un 
compromiso personal y profesional para completar el ciclo de análisis de 
investigación aplicada —que inicié hace nueve años— y que considero 
seguir acompañando, ajustando y mejorando en lo que resta de la etapa 
judicial y de posfallo.

Lo anterior me permitirá avanzar en una comprensión global y ordenada del 
territorio, la proyección de elementos claves que busquen la sostenibilidad, 
la interacción con entidades públicas y su articulación, la construcción de 
alternativas y la generación de estrategias de recuperación integral del 
mismo.

Finalmente, consciente de que han pasado siete años de la implementación 
de la Ley de Víctimas y de restitución de tierras y más de cuatro años 
del inicio del proceso en Cocolatu, y dadas las constantes limitantes y 
complejidades de este proceso y otros, considero, como bien lo mencioné 
al periódico El Colombiano el día 8 de diciembre de 2016: 

[...] es menester ampliar el plazo de 10 años de aplicación de la Ley 
1448 y el Decreto Ley 4635 de 2011, para garantizar que se respete el 
derecho de todos los reclamantes de tierras a la restitución, así como 
el derecho de las víctimas a una reparación integral, ya que la ley va 
hasta el 2021, faltan cinco (5) años, y los avances son escasos, más 
para los territorios étnicos (El Colombiano, 2016). 
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entrevistado por Cinep/PPP, Bogotá.

Entrevista a delegado/a de la Asociación de Víctimas Tierra y Vida (2016), entrevistado 
por Cinep/PPP, Apartadó (Antioquia).

Entrevista a delegado/a de la Misión de apoyo al proceso de paz en Colombia —
MAPP/OEA— (2016), entrevistado por Cinep/PPP, Apartadó (Antioquia).

Entrevista a delegado/a del Instituto Popular de Capacitación (2017), entrevistado 
por Cinep/PPP, Medellín (Antioquia).

Entrevista a delegado/a del Cinep/Programa por la Paz, entrevistado por Cinep/PPP, 
Bogotá. 
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ANEXOS

Anexo 1 – Instrumentos de corte cualitativo para recopilar información de 
comunidades étnicas y campesinas reclamantes de tierras, instituciones 
responsables de la implementación de la política pública del orden local, 
regional y nacional, así como de organizaciones acompañantes.

COMUNIDADES 
ÉTNICAS Y 

CAMPESINAS 
RECLAMANTES DE 

TIERRAS.

INSTITUCIONES 
RESPONSABLES DE 

LA IMPLEMENTACIÓN 
DE LA POLÍTICA 

PÚBLICA DEL ORDEN 
LOCAL, REGIONAL Y 

NACIONAL

PREGUNTAS 
ORIENTADORAS 
– PROCESOS DE 

RESTITUCIÓN 
INDIVIDUAL.

1. Perfil del entrevistado.
¿Cuál es su nombre?
¿Cuántos años tiene?
Género
¿A qué se dedica?
¿Cómo está compuesta su familia?
2. Antecedentes (situación anterior al despojo/
abandono).
¿Dónde está ubicado el predio?
¿Cuál era el área del predio?
¿Cuál era el uso que le daba a la tierra?
¿Cómo se hizo a esa tierra
¿Cuándo se hizo a ella?
¿Tenía escrituras públicas o algún documento que 
acredite la propiedad?
3. Razones abandono/despojo.
¿Por qué razón dejó su predio?
¿Cuándo lo dejó?
¿Lo vendió, lo dejó abandonado, otro lo ocupó?
En caso de venta, ¿A quién lo vendió? ¿Por cuánto?
4. Proceso de restitución.
¿Por qué entró en el proceso de restitución?
¿Qué inconvenientes tuvo?
¿Hubo opositor?
¿Tuvo asesoría en el proceso? ¿De quién?
¿Le restituyeron el mismo predio?
¿Le restituyeron a usted solo o a su familia o 
esposo/a?
¿Está conforme con el proceso? 
5. Posfallo.
¿Está satisfecho/conforme con el fallo?
¿Quiere volver al predio? ¿Por qué?
¿Qué va a hacer/ ¿Qué hizo con el predio?
¿Le aprobaron algún proyecto productivo con el 
predio propio?
¿Encontró algún cultivo/proyecto de otros en su 
predio?
¿Se siente seguro para volver?
¿Qué garantías de retorno tuvo? (servicios básicos
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ORGANIZACIONES 
ACOMPAÑANTES.

LA PRESENCIA 
DE SEGUNDOS 
OCUPANTES.

¿Cuáles son los conflictos en las comunidades 
asociados a la presencia de segundos ocupantes?
¿Cuáles son los vacíos en las rutas de atención a 
segundos ocupantes? 
¿Se ha proveído al segundo ocupante de una defensa 
técnica?
¿Cómo es el proceso que implementa la Unidad 
de Tierras para la identificación de la existencia de 
segundos ocupantes?
¿Cómo se explica que en las variadas sentencias 
sobre reclamaciones no se guarda una misma línea 
jurídica? Es decir, en varias existe un contraste sobre 
si se debe o no indemnizar a estas familias.
¿Qué va a suceder con los segundos ocupantes 
que han entrado a los territorios estableciendo por 
años una cotidianidad social y organizativa, que 
en algunos casos han sido víctimas de despojo y 
desplazamiento? ¿Son ocupantes de buena fe? ¿Van 
a salir del territorio? ¿Van a ser reubicados y al mismo 
tiempo a solicitar una oferta institucional del Estado?
Teniendo en cuenta la realidad rural, se presentan 
casos de segundos ocupantes que se enmarcan en 
dos perfiles (terceros con buena fe exenta de culpa y 
victimas reclamantes de un mismo predio), ¿Conocen 
Uds. otro tipo de categoría, clasificación o tipología 
de los segundos ocupantes? y posibles medidas de 
atención que deberían adoptarse para cada una de 
ellas.
¿Cómo examina usted la aplicación del enfoque 
diferencial al momento de proyectar las pretensiones 
de las demandas?
¿Cuenta el Fondo de Tierras de la Unidad de Tierras 
con dinero y la cantidad suficiente de predios para 
atender a esta población? Especialmente para 
indemnizaciones y compensaciones.
Desde mayo de 2013, la Unidad de Tierras comenzó 
a poner en práctica un programa que define qué 
es un segundo ocupante, y cómo y con qué podría 
indemnizarse. ¿Cuáles son sus avances?
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SEGURIDAD Y 
PROTECCIÓN.

¿Existen planes de seguridad y protección (individual 
y colectiva) para líderes/as?
Existe un protocolo de emergencia o asistencia 
humanitaria por parte de las entidades responsables 
de la implementación de la política pública del orden 
local, regional y nacional. ¿Lo han solicitado? ¿Qué 
tipo de ayudas han recibido? ¿En dónde?
¿Existe algún espacio de organizaciones o 
interinstitucional donde las comunidades gestionen las 
contingencias que se presenten en los territorios?
¿Cómo evalúa usted los mecanismos de protección 
ofrecidos por la UNP a los reclamantes de tierras y a 
los defensores/as de los derechos humanos?
La UNP proporciona medidas de emergencia mientras 
evalúa un caso. ¿Lo han solicitado ¿Qué tipo de 
ayudas han recibido? ¿En dónde?
¿Usted considera que las entidades responsables 
de la implementación de la política pública del orden 
local, regional y nacional tienen en cuenta los factores 
y las causas que generan riesgos o están diseñados 
simplemente para mitigar un riesgo físico?
En el caso priorizado existen opositores al proceso 
de restitución. ¿Qué patrones comunes se han 
encontrado?
En el caso priorizado hay grupos de madereros, 
palmicultores, ganaderos, plataneros e industriales 
que se han resistido al proceso. ¿Cómo la 
institucionalidad local, regional y nacional ha hecho 
frente a esa situación?
¿Qué tipo de visión tiene usted del movimiento 
liderado por ganaderos, políticos y terratenientes que 
se oponen a la ley? 
¿Qué tan sólido es hacer un proceso de restitución 
si grandes ocupantes de tierras están ahí y controlan 
social y territorialmente la realidad territorial? 
¿Qué tipo de alternativas proponen las comunidades 
para la construcción de planes de seguridad y 
protección (individual y colectiva)? Ejemplo de ello: 
Mecanismos alternativos colectivos y preventivos, 
como el acompañamiento internacional y la formación 
en materia de seguridad para líderes y miembros.
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SEGURIDAD Y 
PROTECCIÓN.

¿Existen planes de seguridad y protección (individual 
y colectiva) para líderes/as?
Existe un protocolo de emergencia o asistencia 
humanitaria por parte de las entidades responsables 
de la implementación de la política pública del orden 
local, regional y nacional. ¿Lo han solicitado? ¿Qué 
tipo de ayudas han recibido? ¿En dónde?
¿Existe algún espacio de organizaciones o 
interinstitucional donde las comunidades gestionen las 
contingencias que se presenten en los territorios?
¿Cómo evalúa usted los mecanismos de protección 
ofrecidos por la UNP a los reclamantes de tierras y a 
los defensores/as de los derechos humanos?
La UNP proporciona medidas de emergencia mientras 
evalúa un caso. ¿Lo han solicitado ¿Qué tipo de 
ayudas han recibido? ¿En dónde?
¿Usted considera que las entidades responsables 
de la implementación de la política pública del orden 
local, regional y nacional tienen en cuenta los factores 
y las causas que generan riesgos o están diseñados 
simplemente para mitigar un riesgo físico?
En el caso priorizado existen opositores al proceso 
de restitución. ¿Qué patrones comunes se han 
encontrado?
En el caso priorizado hay grupos de madereros, 
palmicultores, ganaderos, plataneros e industriales 
que se han resistido al proceso. ¿Cómo la 
institucionalidad local, regional y nacional ha hecho 
frente a esa situación?
¿Qué tipo de visión tiene usted del movimiento 
liderado por ganaderos, políticos y terratenientes que 
se oponen a la ley? 
¿Qué tan sólido es hacer un proceso de restitución 
si grandes ocupantes de tierras están ahí y controlan 
social y territorialmente la realidad territorial? 
¿Qué tipo de alternativas proponen las comunidades 
para la construcción de planes de seguridad y 
protección (individual y colectiva)? Ejemplo de ello: 
Mecanismos alternativos colectivos y preventivos, 
como el acompañamiento internacional y la formación 
en materia de seguridad para líderes y miembros.

¿Considera usted que la forma de protección más 
efectiva es el apoyo político y el reconocimiento de su 
trabajo por parte de las autoridades estatales?
¿Cuantas solicitudes de protección por parte de 
las comunidades reclamantes de tierras en el caso 
priorizado han generado?
¿Cuál es el papel de la Fuerza Pública y la Policía 
Nacional?
En 2013, la UNP hizo público que estaba trabajando 
en un marco para que se aplicaran medidas colectivas 
de protección a los reclamantes de tierras, entre otras 
personas, con el fin de adoptar un enfoque preventivo 
y comunitario de la protección ¿Cómo va ese marco?
¿Se tienen en cuenta los factores y las causas que 
generan riesgos o están diseñados simplemente para 
mitigar un riesgo físico?

COORDINACIÓN 
INSTITUCIONAL.

El artículo 26 de la Ley 1448 afirma que las 
instituciones responsables de implementar el 
proceso de restitución de tierras, como la URT, 
la UARIV, el INCODER, la UNP y las autoridades 
gubernamentales locales y regionales, deben 
colaborar “de manera armónica” para garantizar 
la implementación efectiva de la ley. ¿Cómo 
evalúa usted lo anterior? ¿Qué avances ha 
podido observar? ¿Qué limitaciones encuentra?
¿Confía usted en el accionar de estas 
instituciones cuando existen numerosos 
escándalos de corrupción relativos a la 
legalización de las tierras adquiridas ilegalmente, 
entre otras?
En la mayoría de sentencias de restitución la 
ejecución de las órdenes de los jueces no se ha 
aplicado de manera efectiva. ¿Por qué?
¿Qué conoce usted del proceso de 
microfocalización?
¿Qué conoce usted del CI2RT?
¿Qué balance tiene usted de las medidas de 
protección cobijadas en el Auto 00181 del juez 
de Restitución de Tierras de Quibdó del 12 de 
diciembre de 2014 para el territorio colectivo de 
Cocolatu?
¿Qué balance tiene usted del Auto Sustanciatorio 
00197 del 22 de julio de 2016 del Juez de 
Restitución de Tierras de Quibdó para el territorio 
colectivo de Cocolatu?
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¿Qué balance tiene usted de los comités de 
justicia transicional en los municipios donde 
se encuentra ubicado el territorio colectivo de 
Cocolatu?
¿Considera usted que el principal cuello de 
botella de la restitución es la fase judicial?
¿Considera usted complejo el ejercicio de la 
víctima para presentar la documentación para la 
presentación de la reclamación? 
¿Es la restitución de tierras obligación exclusiva 
de la URT, jueces y magistrados de restitución, o 
exige un mayor compromiso de las entidades del 
Estado en su conjunto?
Un obstáculo para la URT y para los jueces a la 
hora de documentar y decidir sobre los casos es 
la falta de información y la carencia de bases de 
datos. ¿Cómo califica usted la “interoperabilidad 
de los sistemas de información” que refiere la 
ley?
Frente al caso Guacamayas:

¿Cuáles son los efectos que ha traído consigo 
esta decisión?
¿Cuántas familias viven en los predios objeto de 
reclamación?
¿Consideran ustedes que los procesos iniciados 
por Justicia y Paz con la promulgación de la Ley 
1448 de 2011 provocaron un mayor atraso al que 
venía dándose en los procesos por la falta de 
claridad sobre la ruta a seguir?
Frente al caso Macondo:

Teniendo en cuenta que sus reclamaciones 
pasaron primero por juzgados civiles, luego por 
tribunales de Justicia y Paz y tras la expedición 
de la Ley 1448 de 2011 fue la Unidad de Tierras 
la que recibió sus casos. Al día de hoy, reposan 
aproximadamente 186 solicitudes de restitución 
en diez veredas
¿Cuáles son los efectos que han traído consigo 
los fallos de jueces y magistrados en Macondo?
¿Cómo está manejando la comunidad los 
retornos sin acompañamiento y sin mediación de 
decisión judicial alguna?
¿Qué organizaciones sociales los acompañan?
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RECUPERACIÓN 
INTEGRAL DEL 
TERRITORIO.

¿Cómo va a ser el procedimiento del Consejo 
Comunitario para la identificación de las personas 
sujeto de restitución, de su relación jurídica con 
la tierra y de su núcleo familiar en el escenario de 
posfallo?
¿Considera usted que las entidades responsables 
de la implementación de la política pública del 
orden local, regional y nacional, han tenido en 
cuenta la perspectiva de las comunidades sobre 
la gestión y forma de administrar el territorio en el 
proceso de restitución que se adelanta en el territorio 
colectivo? Ejemplo: reglamentos internos, planes de 
etnodesarrollo, entre otras.
¿Es la restitución de tierras capaz de realizar la 
restitución jurídica y devolución material en territorios 
con presencia de opositores y contextos de violencia?
¿Conoce usted el procedimiento de las entidades 
responsables de la implementación de la política 
pública del orden local, regional y nacional para 
generar garantías de no repetición y saneamiento en 
términos de presencia y control territorial de terceros 
presentes en el territorio colectivo?
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ANEXO 2 – Mapa del territorio colectivo de los ríos La Larga y Tumaradó 
(Cocolatu).
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ANEXO 3 – 23 esquemas de protección y seguridad temporal al interior de 
Cocolatu.
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ANEXO 4 – Resolución 8118 del 10 de octubre de 2016.
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ANEXO 5 – 12 derechos de petición radicados por la Junta Directiva de 
Cocolatu a entidades públicas, autoridades municipales, entre otras.

Se relacionan los derechos de petición radicados, se adjuntan en físico y 
en el CD – ROM. 

•	 Derecho de petición a la Corporación Autónoma Regional para el 
Desarrollo Sostenible del Chocó (CODECHOCÓ) / 24/06/2016.

•	 Derecho de petición a la alcaldía de Riosucio, departamento del 
Chocó / 29/06/2016. 

•	 Derecho de petición al Departamento de Policía de Urabá / 
01/07/2016.

•	 Derecho de petición al Departamento de Prosperidad Social (DPS)-
Dirección Territorial Urabá / 01/07/2016.

•	 Derecho de petición al Ministerio de Defensa / 11/07/2016.

•	 Derecho de petición al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar / 
11/07/2016.

•	 Derecho de petición a la UNP / 11/07/2016.

•	 Derecho de petición a la Fiscalía General de la Nación / 11/07/2016.

•	 Derecho de petición a la Superintendencia de Notariado y Registro 
Público / 11/07/2016.

•	 Derecho de petición al Consejo Superior de la Judicatura / 
11/07/2016.

•	 Derecho de petición al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 
(INCODER) / 11/07/2016.

•	 Derecho de petición al Instituto de Investigaciones Ambientales del 
Pacífico (IIAP) / 11/07/2016.
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ANEXO 6 – Microfocalización generada por la URT en el corregimiento de 
Macondo – municipio de Turbo, Antioquia.
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Esta cartilla hace parte del componente de seguridad y protección del 
proyecto de la Unión Europea “Cuando tengamos la tierra, crecerá la 
semilla: restitución de tierras y construcción de paz con comunidades 
étnicas y campesinas”, proyecto desarrollado por un consorcio integrado 
por el Centro de Investigación y Educación Popular – Cinep/Programa por 
la Paz – y la Pontificia Universidad Javeriana – sede Bogotá, que tiene por 
objeto aportar a mejores prácticas, acuerdos y a la resolución pacífica de 
las problemáticas asociadas a la restitución de tierras de comunidades y 
organizaciones campesinas y étnicas en los departamentos de Bolívar, 
Magdalena, Antioquia y Chocó1.

1 Este proyecto cuenta con la financiación de la Unión Europea contrato N.° EIDHR/2015/371 – 
341, y cofinanciación del Comité Católico Francés contra el Hambre y por el Desarrollo (CCFD), 
la International Land Coalition (ILC) y Pan para el Mundo.

Unión Europea
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